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INTRODUCCIÓN 
 
 Dada la dinámica de la administración pública y los cambios sociales, hoy 
en día, es necesario modernizar la impartición de la justicia laboral burocrática en 
el Estado de México, ya que ésta no puede quedar rezagada, sino por el contrario, 
tiene que cambiar y estar acorde con los nuevos tiempos en los cuales se habla 
de una modernización de la misma, para garantizar tanto a los servidores públicos 
como a las instituciones públicas y dependencias, un respeto irrestricto al estado 
de derecho que norma las relaciones laborales existentes entre ambos, 
garantizándoles de esta manera que la procuración y administración de justicia se 
de manera expedita, completa e imparcial. 
 
Siendo el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje y las Salas, los competentes 
para conocer de los conflictos que se susciten entre los servidores públicos y las 
instituciones públicas, corresponde a ellos cumplir con todas las formalidades del 
procedimiento, garantizándoles de esta manera a las partes, una adecuada 
impartición de justicia.  
  
El procedimiento laboral burocrático se encuentra regulado por los artículos del 
225 al 249 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios, el cual da inicio con la presentación del escrito inicial de demanda ante 
la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje o la Sala. Y 
una vez que ha sido admitida, se comisionara al Actuario para que se constituya 
en el domicilio señalado en autos y proceda a emplazar legalmente a juicio a la 
parte demandada, corriéndole traslado con copia cotejada de la demanda y de los 
acuerdos que le recayeron, para que la conteste dentro del término de diez días 
hábiles contados a partir del día siguiente del emplazamiento, apercibiéndola de 
que para el caso de no hacerlo dentro del término señalado se le tendrá por 
contestada en sentido afirmativo. 
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La garantía de audiencia establecida en el artículo 14 Constitucional, consiste en 
otorgar al gobernando la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de 
la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a 
las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga “se 
cumplan las formalidades esenciales del procedimiento”. Éstas son las que 
resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de 
privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: a) 
La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; b) La oportunidad 
de ofrecer y desahogar pruebas en que se finque su defensa; c) La oportunidad de 
alegar; y d) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De 
no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de 
audiencia, que es evitar la indefensión del afectado, de ahí la importancia, de que 
el emplazamiento a juicio se realice, cumpliéndose con las formalidades que para 
tal efecto establece la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios, para llevar a cabo este acto judicial. 
 
De ahí que, la notificación del inicio del procedimiento, es la primera de las 
formalidades esenciales de éste, al resultar indispensable para garantizar una 
defensa adecuada del demandado; es por ello que, se exige el cumplimiento de 
diversos requisitos, a fin de que el emplazamiento a juicio satisfaga su cometido, 
ya que esta figura jurídica, ha sido considerada como una de las más importantes 
del proceso, ya que su falta de verificación o la hecha en forma contraria a las 
disposiciones aplicables, constituye una violación procesal que origina la omisión 
de las demás formalidades esenciales del juicio. 
 
Es así como el artículo 214, fracción I, de la Ley Burocrática citada, establece que 
deberá notificarse personalmente “el emplazamiento a juicio, la reconvención y el 
primer proveído que se dicte en el mismo”; y por su parte el artículo 215, fracción I, 
respecto a la primera notificación personal, obliga al actuario a cerciorarse de que 
la persona que deba ser notificada, habita, trabaja o tiene su domicilio en la casa o 
local señalado en autos para hacer la notificación y que tratándose de las 
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instituciones públicas, dependencias o de sus titulares, así como de los sindicatos, 
también deberá cerciorarse de que sea su sede, residencia o domicilio oficial, y 
que para el caso de no estar presente el interesado o su representante legal, le 
dejará citatorio para que lo espere al día siguiente, a una hora determinada. 
 
Sin embargo, en la realidad practica los actuarios del Tribunal Estatal de 
Conciliación y Arbitraje y de las Salas, al momento de pretender emplazar a juicio 
a las instituciones públicas demandas,  no dan cumplimiento a lo dispuesto por la 
fracción III del artículo 215 de la Ley Burocrática Local, ya que al no encontrar en 
la primera búsqueda al interesado o a su representante,  no le dejan  el citatorio de 
espera correspondiente, ni mucho menos agregan al expediente copia del mismo, 
ya que las únicas constancias que anexan, lo son, las razones que levantan para 
hacer constar que al no haber encontrado a la primera búsqueda a quien debían 
notificar, le dejaron citatorio. 
 
De ahí, que el presente trabajo de investigación, tiene por objeto, exponer una 
propuesta de reforma a la fracción III del artículo 215 de la Ley del Trabajo de los 
Servidores Públicos del Estado y Municipios, para que el actuario agregue a los 
autos del expediente correspondiente copia del citatorio de espera que le dejó al 
interesado, en aras de efectivizar una real garantía de audiencia, pues solamente 
de esa manera, se podría evidenciar objetivamente que el acto se efectuó con las 
formalidades debidas, dando así seguridad y certeza jurídica a las partes. 
 
Por razones metodológicas y siguiendo un orden normativo, este trabajo de 
investigación lo he desarrollado a través de cinco capítulos. En el primer capítulo 
se habla de los antecedentes del derecho burocrático tanto internacionales como 
en México; en  el segundo capítulo de aborda el marco normativo de dicho 
derecho; el capítulo tercero se encuentra integrado por el marco teórico 
conceptual de éste mismo derecho, siendo el capítulo cuarto donde se aborda el 
procedimiento laboral burocrático y por último en el capítulo quinto se desarrolla lo 
referente el emplazamiento  y sus formalidades. 
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Una vez que he desarrollado y analizado cada uno de los capítulos que conforman 
esta tesis, me encuentro en la posibilidad de presentar ante Ustedes, como mis 
sínodos, mis conclusiones y propuestas, que quizás no sean perfectas, pero si 
perfectibles con su sabia experiencia en la materia y su valiosa replica, lo que me 
permitirá profundizar más aún en este tema, mismo que desde mi perspectiva 
personal considero que es viable, actual y propositivo; y porque no decirlo, 
constituye un aporte a la ciencia jurídica en el ámbito laboral burocrático. 
 
 
 
. 
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CAPÍTULO I  
ANTECEDENTES DEL DERECHO BUROCRÁTICO 
  
1.1. Antecedentes Mundiales. 
  
 La regulación jurídica de las relaciones laborales de aquellas personas que 
desarrollan una actividad para el Estado, ha sido desde hace muchos años, uno 
de los temas polémicos en el mundo del trabajo; es además, un buen ejemplo de 
como el derecho del trabajo enfrenta graves dificultades de aplicación para ciertas 
categorías específicas de trabajadores. 
 
Esta dificultad, se presenta en mayor o menor medida en todos los países, los 
cuales apoyándose en la doctrina francesa del derecho administrativo, fueron 
dejando a los servidores públicos casi al margen de las primeras leyes y códigos 
laborales, aunque bien vale la pena señalar, que en los últimos años se ha podido 
advertir un intento por acercar los regímenes burocráticos a las normas del 
derecho común del trabajo. 
 
De esta manera, bajo diversas denominaciones como trabajadores al servicio del 
Estado, burocracia, servidores públicos y empleados públicos, se ha identificado a 
un conjunto de personas que, dependiendo del país de que hablemos y de la 
época a la que hagamos referencia, han jugado un papel de gran importancia en 
el desarrollo económico de las naciones. 
 
La característica distintiva que identifica a estas personas, teniendo frente a sí 
como patrón a un ente especial y “sui generis” como es el Estado, ha justificado 
históricamente la necesidad de contar con normas especiales en materia laboral, 
portadoras permanentes de debates teórico-prácticos desde la óptica del derecho 
del trabajo. 
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La amplitud del tema es vasta y compleja, no sólo desde la perspectiva del análisis 
histórico de este régimen especial, en sí mismo interesante, sino también, desde 
el intento del análisis de la complejidad que en cada país ha venido dándose a la 
normatividad correspondiente. 
 
En los antecedentes lejanos del derecho del trabajo en el mundo, los trabajadores 
al servicio del Estado no serían considerados como objeto de una regulación 
especial, de tal suerte que la mayoría de las legislaciones del trabajo, plantearían 
en principio que las normas aplicables a todos los trabajadores, bien podrían 
aplicarse también a estos trabajadores; sin embargo, como se analizará en este 
trabajo de investigación, esta percepción inicial de los legisladores iría cambiando 
al paso de los años, hasta ir conformando e integrando un conjunto de normas 
que, bajo el título de “Derecho Burocrático” se analizan en esta tesis.  
 
Esta evolución, en algunos momentos más acelerada que en otros, ha ido 
integrando diversos elementos a ese conjunto normativo, de tal modo que hoy en 
día nos encontramos con un régimen que presenta, entre sus características 
distintivas, precisamente su complejidad. 
 
La historia del derecho en el mundo y, de manera particular, la historia del derecho 
del trabajo, bien pudiera ser explicada como la evolución de los intentos del 
legislador para tratar de aprehender por medio de normas jurídicas, una realidad 
dinámica y cambiante la cual no en pocas ocasiones las rebasa. 
 
El derecho como instrumento ordenador de la sociedad busca establecer derechos 
y obligaciones con el fin de dar a sus integrantes, tanto personas físicas como 
jurídico colectivas, incluyendo al Estado, marcos de actuación que permitan una 
sana convivencia en sociedad. 
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Bajo este orden de ideas, podemos decir que el origen del trabajo burocrático se 
considera de los más antiguos, puesto que en todas las épocas ha sido 
precisamente el Estado, quien ha contado con grupos laborales en las diferentes 
prestaciones de servicios, siendo el sector oficial, quien menos se ha preocupado 
por regular o conformar una eficiente relación laboral con sus trabajadores. 
 
En este sentido, resulta interesante ver cómo la problemática compleja de los 
trabajadores al servicio del Estado, ha sido también una preocupación constante 
en otras latitudes del mundo y cómo en otros países, se ha buscado establecer un 
derecho burocrático a veces coincidente y a veces divergente del marco legal 
mexicano. 
 
El derecho burocrático en nuestro país, forma parte de una tendencia que a nivel 
mundial desde hace muchos años, es el resultado del interés de los legisladores, 
por establecer normas laborales particulares y diferentes para regular las 
relaciones entre el Estado y sus empleados. 
 
No se trata en este capítulo, de hacer un análisis exhaustivo de lo que podríamos 
denominar “derecho burocrático comparado”, sino más bien, aportar informaciones 
generales sobre otras realidades en el mundo, de tal suerte que, contemos con 
elementos adicionales que nos permitan presentar un panorama más amplio, de la 
manera cómo las sociedades a través de la historia han intentado dar solución a 
problemáticas que muchas veces coinciden en sus orígenes y causas. 
 
El derecho comparado, decía el Maestro René David, “es útil, entre otras cosas, 
para conocer y mejorar el derecho nacional, así como para dar un mejor régimen a 
las relaciones de la vida internacional”. (Reynoso Castillo, Curso de Derecho 
Burocrático, 2006).  
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Es por ello que el conocimiento de la manera como en otros países se regula tal o 
cual aspecto de la sociedad, y en particular del mundo del trabajo, permitirá 
contribuir con ideas e informaciones dirigidas a evitar experiencias que en otras 
latitudes han mostrado su inviabilidad, y a revisar de cerca aquéllas cuya utilidad y 
solvencia ha sido probada, para así tratar de perfeccionar nuestro sistema jurídico.  
 
En algunos casos y en algunas épocas no muy remotas, el empleo en el sector 
público ha sido presentado como el instrumento clave a partir del cual podríamos 
desarrollar un país, implementando, de esta manera, políticas de empleo por parte 
del Estado. Los países de Europa durante la guerra fría, consideraron al empleo 
público como uno de los mecanismos básicos para eliminar no sólo el desempleo, 
sino también como parte de una estrategia de desarrollo económico durante 
muchos años.  
 
En toda investigación jurídica, es importante la referencia histórica del tema a 
desarrollar, puesto que el conocimiento de las instituciones pasadas, nos 
ayudarán a entender las presentes, por lo que en el presente trabajo, haré 
mención de las que consideró de mayor relevancia para el desarrollo y 
comprensión del tema objeto de estudio. 
   
Teniendo como marco de referencia las anteriores consideraciones, procederé a 
señalar algunos antecedentes históricos del derecho burocrático en Atenas y 
Esparta; en Egipto y China, así como en algunos países de Europa y América, que 
por su importancia debemos conocer y que pueden ser representativos de las 
diferentes vertientes ideológicas y de orden práctico, que rigen en el mundo con 
respecto a los servidores públicos.   
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1.1.1. En Atenas y Esparta. 
 
La calidad de ciudadano  “hombre nacido en la ciudad”, era indispensable 
para tener acceso a las funciones públicas, consideradas altamente honoríficas. 
 
El funcionario romano presentaba muchas de las características que hoy tienen 
los servidores públicos. “Los recolectores de impuestos trabajaban como 
comisionistas, recibían una parte de lo recaudable, en este ejemplo, se ve con 
claridad que originalmente los procedimientos civiles y mercantiles configuraron la 
calidad de algunos servidores públicos”. (Acosta Romero, Miguel, 1999). 
 
En determinadas épocas, utilizaron diversos sistemas de reclutamiento, por 
ejemplo, en algún tiempo algunas clases  o categorías sociales fueron afectadas 
por la autoridad o por la fuerza de las tradiciones, para ser ocupados en 
determinados servicios. 
 
Una de las líneas constantes que se pueden advertir en el desarrollo histórico 
burocrático, ha sido sin duda, el carácter diferenciador que, frente al derecho 
común del trabajo, ha tenido la integración y conformación de estos sistemas 
jurídicos, carácter que incluso ha trascendido a las teorías clásicas que intentan 
explicar las características de este contingente social, denominado burocracia, ya 
que para algunos teóricos como Marx y Hegel, se trata de un conjunto de 
funcionarios administrativos, mientras que para Weber y Michels, no sólo es un 
conjunto de funcionarios, sino se trata de un sistema particular (objetivo y racional) 
de gestión y acción administrativa. (Márquez Blas, 1990). 
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1.1.2. En Egipto y China. 
 
 Ubicando históricamente vestigios de regulaciones especialmente dirigidas 
a los servidores públicos, algunos autores han mostrado cómo en civilizaciones 
como la Egipcia y la China, ya se contaba con normas en la materia, lo cual 
muestra que la preocupación por establecer una normatividad dirigida a regular la 
relación entre el Estado y sus colaboradores, ha estado más o menos constante, a 
lo largo de la historia. 
 
En lo que se refiere a los antecedentes de la regulación legal de los servidores 
públicos o trabajadores del Estado, hay quienes han encontrado vestigios jurídicos 
en Egipto, entre el periodo que va del año 2900 al 2475 A.C., en donde con un 
gobierno central se contaba con distritos administrativos y, con un esquema más o 
menos organizado de jerarquías entre servidores públicos, esquemas de 
retribución e incluso mecanismos de “entrenamiento” para acceder a los puestos 
públicos. (Reynoso Castillo, Curso de Derecho Burocrático, 2006, pág. 20). 
 
Otros estudiosos de la materia, dan cuenta del interés que los servidores públicos 
representaron para civilizaciones como la China, en donde el emperador Wu-ti, 
creó en el año 124 A.C., la primera escuela para la formación de funcionarios. 
 
De igual manera, muchos estados orientales cuentan con una tradición importante 
en materia de regulaciones jurídicas y administrativas de los servidores públicos, 
tal es el caso de Tailandia, quien tiene estadísticas sobre formación para el 
servicio público desde 1900. 
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1.1.3. En Europa. 
  
1.1.3.1. Alemania. 
 
 Walter Kaskel, Alfred Hueck, Hans Carl Nipperdey, Hugo Sinzheimer y 
Gustavo Radbruch, son sólo algunos juristas con los que este país ha enriquecido 
la doctrina y en general, la ciencia jurídica. 
 
En materia social, basta mencionar la Declaración de los Derechos Sociales de la 
República de Weimar, como una de las constituciones más avanzadas de aquel 
tiempo (1919) en Europa. 
 
En la Constitución de Bonn de 1949, se estableció el principio de la separación de 
los funcionarios federales y estatales, existiendo cuatro clases de funcionarios: los 
de cargos superiores, los intermedios, los ordinarios y los subalternos. Un requisito 
indispensable para los aspirantes a los cargos superiores, lo era el aprobar dos 
exámenes, y cumplir con un periodo probatorio de cuatro años; hecho lo anterior, 
venía el nombramiento vitalicio y el ascenso se hacía automáticamente por 
grados.  
 
El Estatuto por el cual se rigen los funcionarios federales en éste país, es la 
Bundes Beamtengesetz, del 14 de julio de 1953. “El derecho al sueldo, al retiro y a 
la jubilación, son algunas de las prerrogativas que se contemplaban en dicho 
ordenamiento. El derecho al sueldo está compuesto de tres elementos: el salario 
base, el beneficio por residencia y las asignaciones familiares”. (Acosta Romero, 
Miguel, 1999, pág. 66) . 
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Otro derecho importante, es el retiro en el que el límite lo era a los sesenta y cinco 
años de edad, pudiendo éste ser solicitado desde los sesenta años cumplidos, 
siendo el sueldo jubilatorio el mismo que percibía al estar en funciones activas. 
Tenían derecho a asociarse, pero se les prohibía expresamente el derecho de 
recurrir a la huelga.  
 
El funcionario alemán sólo puede ser sancionado mediante un procedimiento 
previsto, y con jurisdicciones especiales en virtud de faltas disciplinarias; dichas 
jurisdicciones son de dos grados, existiendo la apelación de las resoluciones del 
grado inferior al superior.  
 
1.1.3.2. España. 
  
 En la primera legislación (1918) sobre derecho burocrático, se reguló 
minuciosamente las pruebas de selección, la composición de los tribunales, el 
sistema de turnos para el ascenso y las categorías personales. El siguiente 
ordenamiento, lo fue la Ley Articulada de Funcionarios Civiles del Estado 
aprobada en el decreto número 315, el 7 de febrero de 1964, en las que se 
excluyeron las categorías personales del derecho de ascenso. (Acosta Romero, 
Miguel, 1999, pág. 67). 
  
El personal al servicio de la administración pública española se clasifica o divide 
en: administración central, administraciones locales y administraciones de 
seguridad social. La primera se compone de: Administración civil y militar del 
Estado, justicia, comunidades autónomas, organismos autónomos dependientes 
de las administraciones del Estado. La segunda se conforma de: Diputaciones 
provinciales, ayuntamientos, entidades locales menores, agrupaciones forzosas de 
Municipios y mancomunidades voluntarias de Municipios. Por último, a la 
Administración de la seguridad social la integran: la Tesorería de la seguridad 
social, el Instituto Nacional de Seguridad Social, el Instituto Nacional de Salud, el 
Instituto Nacional de Servicios Sociales y el Instituto Nacional de Marina. 
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El personal al servicio de la administración del Estado, sus cuerpos, escalas 
categorías y clases, tendrá dependencia orgánica del ministerio de la presidencia, 
sin perjuicio de la que funcionalmente tenga con cada departamento.  
 
En la Dirección General de la función pública española, existe un registro central 
en el que se inscribe todo el personal al servicio de la administración del Estado y 
en el que se anotan preceptivamente todos los actos que afectan la vida 
administrativa del mismo. Todos los registros del personal de todas las 
administraciones públicas están coordinados. 
  
Las comunidades autónomas y entidades locales cuentan con sus registros de 
personal. La selección de dicho personal, se hace de acuerdo con su oferta de 
empleo público, mediante convocatoria pública y a través de sistema de concurso 
libre, en los que se garanticen los principios constitucionales de igualdad, mérito y 
capacidad, así como el de publicidad. 
 
En cuanto a la retribución se divide en dos: la básica que se integra por sueldo, 
trienio y pagos extraordinarios; y la complementaría, de destino, específicos, de 
productividad. Un avance de importancia fue la seguridad social, sin embargo, la 
Administración Pública evidencia un claro subdesarrollo administrativo. 
 
Los funcionarios que ejercitan el derecho de huelga, no devengarán ni percibirán 
las retribuciones correspondientes al tiempo en que hayan permanecido en esa 
situación, sin que, la deducción de haberes que se efectúe tenga, en ningún caso, 
carácter de sanción disciplinaria ni afecte al régimen respectivo de sus 
prestaciones sociales. 
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1.1.3.3. Francia. 
 
Este país ha sido origen y ejemplo de ideas liberales y movimientos que han 
marcado épocas y han cambiado al mundo, tales como la Revolución Francesa, o 
la Época de la Ilustración. La ciencia del derecho no ha sido la excepción, por lo 
que en este apartado analizaremos la función pública francesa. 
 
Durante los siglos XVI y XVII, se accedía a los cargos por herencia o por compra 
directa de ellos. La  revolución de 1789, no se ocupó de la función pública, fue 
hasta el imperio de Napoleón Bonaparte y por obra personal de éste, que se creó 
una clase burocrática, rodeada de prestigio y confiriéndole diversas garantías; sin 
embargo, la primera codificación en la materia fue el Estatuto de 1941, obra del 
Consejo de Estado, en el que se utilizó toda la legislación dispersa en vigor y 
sistematizó la jurisprudencia. 
 
Al concluir la guerra en 1945, las ideas de reforma y renovación del Estado y 
administración, alcanzaron diversas realizaciones como: la democratización y 
reclutamiento de la función pública, la creación de la Escuela Nacional de 
Administración y el Centro de Estudios Administrativos Superiores. 
 
“El Estatuto de 1941, fue remplazado en la Época de la Liberación por la ley 
votada en 1946” y ésta última por el Estatuto General de 1959. En éste país, el 
concepto de funcionario público, se limita al funcionario permanente, no incluye al 
auxiliar, temporario ni el que se encuentra a prueba, es por ello que los autores 
franceses definen al funcionario “como toda persona que ocupe un cargo 
permanente en los cuadros administrativos”. Algunas obligaciones de estos 
funcionarios, son guardar en el desempeño de sus tareas, neutralidad política y 
religiosa, al igual que el secreto profesional y el deber de lealtad a la nación. 
(Acosta Romero, Miguel, 1999, pág. 70) 
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En 1962 se llevaron a cabo una serie de reformas sobre la planificación de 
reclutamiento, movilidad y jornadas de trabajo. En el año de 1985, hay un aumento 
de funcionarios y una nueva concepción de la función pública, con lo que los 
miembros de ésta última se encuentran sometidos al Estatuto, cuyo carácter es 
sumamente jerárquico y autoritario comprendiendo el personal de la 
administración estatal, nacional, regional, departamental o local. 
 
1.1.3.4. Inglaterra. 
 
 En el Reino Unido,  los funcionarios públicos, reciben el nombre de 
Servidores de la Corona. Durante los siglos XVII y XVIII  fueron  considerados por 
el Parlamento, como instrumento de las pretensiones de los monarcas, por lo 
anterior se les negó facultades y garantías que pudieran importar la atribución de 
un poder considerable. “Las leyes de 1812 y 1786 excluyeron a los agentes de la 
Corona del seno del Parlamento.” En el siglo XIX, se dio un elevado crecimiento 
en la burocracia, dadas las necesidades de los servicios y fue en 1855 cuando se 
estableció, el sistema de concursos y las bases para los mismos; un logro 
importante se da en 1876 con el acceso de las mujeres a los cargos públicos. 
(Acosta Romero, Miguel, 1999, pág. 71)  
 
Se crea en 1917 la Corte de Arbitraje, y en 1925 los Consejos Whitley, los cuales 
eran organismos de conciliación sin poderes decisorios, ya que la decisión le 
correspondía al gobierno y estaban formados por 54 miembros: 27 designados por 
el gobierno y 27 por las asociaciones de funcionarios.  
 
Una clase muy reducida pero la de mayor jerarquía, es la encargada de elaborar la 
política administrativa. La clase ejecutiva es la que realiza las actividades técnicas, 
tales como la contabilidad, entre otras.  
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La tercera clase está constituida por funcionarios que realizan tareas materiales, y 
finalmente la cuarta clase integrada por estenógrafos, dactilógrafos y empleados 
de escritorio. Por último, en 1955 se crea la Comisión de Servicio Civil, la cual se 
encarga de los concursos y examen de diploma y en cuanto al ascenso se hace 
por elección o por antigüedad. 
 
 Dentro de sus derechos encontramos el de obtener licencia anual que van de dos 
a ocho semanas, derecho a cobrar pensión después de cuarenta años de 
actividad, la cual será la mitad del sueldo que percibía y los sesenta años es el 
mínimo de edad. 
 
1.1.3.5. Italia. 
 
 Es reconocido por cualquier estudioso del derecho, que el mundo está 
repartido en dos familias de sistemas jurídicos: la anglosajona y la romanista. De 
ésta última, México es elemento. 
  
El Derecho Romano es tan importante en nuestro Derecho Mexicano, no sólo para 
conocer importantes antecedentes de nuestras instituciones y ordenamientos 
legales, sino para darnos cuenta también, de las peculiaridades de nuestro 
derecho positivo; es por esto que, no se puede pasar por alto el estudio de la 
legislación burocrática italiana. 
 
En esta nación europea, los Estatutos de mayor importancia en materia 
burocrática son: “Decreto del Presidente de la República número 3, del 10 de 
enero  y el Decreto del Presidente de la República número 686, de 3 de mayo, 
ambos de 1957, aplicables solamente a los funcionarios públicos de los 
ministerios”. (Acosta Romero, Miguel, 1999, pág. 73) 
 
 
  
13 
 
Existen órganos de administración del personal, de ellos los más elevados son las 
Direzioni Generali del Personale en los varios ministerios u organismos autónomos 
y  un Ispettorato Generali per el ordenamento del Personale, dependiente de 
Hacienda y tiene como finalidad aumentar o suprimir puestos. 
 
En la estructura de la función pública, existen unos  360 funcionarios de los cuales 
100 son ejecutivos, 90 de secretariado, 93 para empleados y 77 subalternos; para 
ingresar se realiza un examen o concurso específico a fin de cubrir la vacante. En 
la Scuola Superiore della Administracione en Caseta se imparten cursos de 
formación los cuales tienen la obligación de seguir los funcionarios de los cuerpos 
directivos, es decir, la clase administrativa alta. 
 
1.1.4. En América. 
 
 En muchos países de América, el régimen burocrático cuenta con un marco 
legal obsoleto y que data de muchos años y que, sigue inmerso en el ya antiguo 
debate de saber, si la relación jurídica que nace entre una persona y el Estado con 
motivo de su actividad debe regularse por el derecho administrativo o laboral; sin 
embargo, ha sido complicado profundizar y unificar criterios dadas las crisis 
económicas, sociales o políticas que se presentan en la mayoría de ellos, es por lo 
anterior que aún nos encontramos en una etapa de planificación y organización 
del derecho burocrático. 
 
1.1.4.1. Argentina. 
 
En la primer Constitución de este país se destacan dos aspectos importantes: 
en primer lugar se declara suprimida la esclavitud y el derecho a  trabajar y ejercer 
toda industria ilícita y de asociarse con fines ilícitos. Dentro de éste periodo, se 
establecen algunas normas que tienen que ver con la relación laboral, 
especialmente en el pago del trabajo. 
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 En 1886 se dicta el Código de Minas, en el cual  se establecen disposiciones de 
higiene y seguridad en el trabajo. Algunos principios de derecho procesal, se 
dictan en el Código de Comercio de 1890. Posteriormente en el año de 1904, se 
presenta ante el Congreso de la Nación, la Ley Nacional del Trabajo, proyecto que 
no fue aprobado pero sirvió de base para la elaboración de las primeras leyes 
laborales. 
 
En 1943 la República Argentina pasaba por varios procesos revolucionarios, 
mismos que dieron lugar a la creación de la Secretaría del Trabajo y Previsión, la 
cual se transformó en un Ministerio de Trabajo y Previsión Social; posteriormente 
en 1955, fue reintegrado a las provincias, la jurisdicción y competencia del poder 
de policía laboral, más adelante vuelve a cambiar de denominación llamándose, 
Ministerio de Economía y Trabajo, actualmente el ámbito de acción administrativa 
laboral se manifiesta en el Ministerio del Trabajo y Ministerio de Bienestar Social. 
 
En el orden judicial, “corresponde mencionar la creación de  los Tribunales del 
Trabajo, tanto en la capital como en las provincias y con respecto al orden 
constitucional, en 1957 se consignan principios sobre los derechos del trabajador, 
los derechos gremiales y los de la seguridad social. Los funcionarios y empleados 
públicos, son los encargados de realizar la actividad de la administración pública. 
(Acosta Romero, Miguel, 1999, pág. 75)  
 
El funcionario público, es el agente que tiene representación del órgano que 
cuenta con facultades de expresión y de imperio; el empleado público, es el 
agente que presta servicios con las características de ser permanente, exclusivo, 
mediante remuneración y jerárquicamente es dirigido por el funcionario para los 
cargos mencionados anteriormente, un requisito que la ley exige es la ciudadanía 
para poder desempeñarlos.  
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Se admite la jubilación cumpliendo con los requisitos para obtenerla. Algunos 
derechos que son inherentes a la carrera son estabilidad, ascenso, cambio de 
carrera, clase y capacitación; en cuanto a los derechos patrimoniales se 
encuentran el sueldo, pago de tareas extraordinarias, sueldo anual 
complementario, bonificaciones por destino, indemnizaciones, gastos de 
representación así como jubilación y pensión, pero así como se tienen derechos 
también obligaciones y entre ellas encontramos el deber de obediencia, lealtad, 
conducta y dedicación. La relación jurídica de empleo cesa por voluntad de alguna 
de las partes; cuando es voluntad el Estado se manifiesta por pena expulsiva: 
cesantía y exoneración.   
 
1.1.4.2. Brasil. 
  
En 1943 la Ley del Trabajo regula las relaciones individuales y colectivas de 
trabajo, considerando como “empleado o trabajador, a toda persona física que 
presta servicios de naturaleza no eventual o permanente a un empleador o patrón, 
éste entregando un salario”. (Acosta Romero, Miguel, 1999, pág. 78) Otro punto 
importante, es que existe igualdad jurídica laboral entre el hombre y la mujer; así 
mismo los menores de 18 años no pueden realizar trabajo nocturno.  Se habla 
también del pago de horas extras que consiste en el 25% más de lo establecido, 
descanso semanal de un día, periodo de descanso en el embarazo, vacaciones, 
salario mínimo, jubilación, contrato y causas de rescisión, terminación de 
relaciones laborales, sindicalización; sin embargo, en materia de huelga está 
totalmente penalizado; cómo podemos observar se lograron ciertos derechos de 
los trabajadores, pero no se hace mención de los trabajadores al servicio del 
Estado. 
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1.1.4.3. Colombia. 
 
En éste país se llama función pública o servicio civil, a la relación laboral entre 
el Estado y sus servidores públicos. Su régimen constitucional y la rama 
legislativa, juegan un papel importante frente a la dirección de los recursos 
humanos al servicio del Estado, las principales atribuciones del Congreso en 
cuanto al tema que nos ocupa son: fijación de escalas de remuneración y régimen 
prestacional; determinación del estatuto de carrera, expedición de estatutos de 
personal, establecimiento del sistema salarial de la contraloría, régimen de 
incompatibilidades y responsabilidades. 
De la misma manera, la suprema autoridad administrativa que es el Presidente de 
la República, tiene como parte de sus atribuciones designar a los jefes superiores 
de la administración, Gobernadores, creación y supresión de empleos. 
 
“El Departamento Administrativo del Servicio Civil  (DASC), fue creado por el 
legislador mediante el Decreto número 19 de 1958, con el propósito de que tal 
entidad se responsabilizara de organizar el servicio civil y la carrera 
administrativa”. (Acosta Romero, Miguel, 1999, pág. 85) Por otra parte las 
comisiones de personal, son organismos que tienen a su cargo una importante 
misión, ocupándose de conocer las reclamaciones de los funcionarios, sobre sus 
condiciones de trabajo, así como como emitir conceptos previos sobre la sanción 
destitución.  
 
La  Escuela Superior de la Administración Pública (ESAP), tiene como objetivo la 
enseñanza, investigación y difusión concernientes a la administración pública 
encargada también  del adiestramiento  y perfeccionamiento del personal al 
servicio del Estado.  
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Existen en éste país cuatro formas básicas, en las que se puede vincular al Estado 
y quienes prestan a ella sus servicios personales: 
 
 La modalidad estatutaria;  
 La modalidad contractual laboral; 
 Los funcionarios de la administración; y 
 Los funcionarios de seguridad social. 
 
En cuanto al derecho de asociación, los empleados públicos, tienen facultades 
restringidas, mismas que son al tenor de ocho actividades: características de la 
profesión y condiciones de trabajo, asesorar en sus derechos a  los empleados 
públicos, representación en juicio o ante las autoridades los intereses de sus 
servidores, presentación de memoriales que contengan solicitudes a todos sus 
afiliados, promover educación técnica y general, prestar socorro a sus afiliados en 
caso de invalidez, enfermedad, desocupación, la creación de cooperativas, cajas 
de ahorro, escuelas, bibliotecas,  adquirir bienes inmuebles y muebles para el 
ejercicio de actividades y en lo referente a los trabajadores oficiales tienen 
amplitud para convenir sus condiciones de trabajo.  
 
En materia de huelga la Constitución Nacional en su artículo 18, sanciona 
expresamente la prohibición de declarar huelgas o paros, apoyar o intervenir en 
ellos. 
 
Respecto al ingreso los empleados públicos ingresan a la administración  
mediante un acto administrativo de nombramiento,  y  el trabajador oficial ingresa 
mediante la firma del contrato de trabajo.   
 
La carrera administrativa, contempla  tres instancias básicas: ingreso por 
oposición o concurso, permanencia y retiro. Las causales de cesación definitiva en 
el derecho colombiano son: insubsistencia del nombramiento, renuncia, supresión 
del empleo, retiro, invalidez absoluta, edad, destitución y abandono del cargo. 
  
18 
 
Los funcionarios públicos al servicio del Estado tienen derecho al salario, gastos 
de representación, bonificación de servicios prestados como factor salarial, prima 
de servicio, vacaciones, prima de navidad, cesantía, pensiones, auxilio de 
enfermedad, auxilio de maternidad, indemnización por accidente de trabajo, 
indemnización por enfermedad profunda, seguro de muerte, jornada de trabajo ya 
sea ordinaria (44 horas), ordinaria nocturna (12 horas) y mixta, horas extras. 
 
1.1.4.4. Estados Unidos.  
 
En 1820 la Ley de los Cuatro años, ordenaba que la mayoría de los 
funcionarios debían ser confirmados cada cuatro años, a lo que muchos 
servidores públicos protestaron.  La Ley del Servicio Civil en materia federal es 
aplicable a los servidores del Estado excluyendo a los empleados federales, 
legislativos y militares.  
 
En algunos Estados, los nombramientos deben de ser confirmados por el senado 
y algunos municipios de la nación tienen sus propias leyes de servicio civil. En 
cuanto a las vacantes, el método para cubrirlas se encuentra en la Constitución 
estatal.  
 
“La primera Ley de Servicio Civil data de 1900, en Nueva York. Anteriormente, en 
1883, se daba a los alcaldes de las ciudades, la autoridad de promulgar leyes para 
cumplir los empleos de la ciudad.” (Acosta Romero, Miguel, 1999, pág. 99) 
 
La finalidad de las agencias de personal, es regular y controlar el estado de los 
empleados en el servicio civil, así como determinar sus posiciones y salarios. Para 
el ingreso y ascenso, los exámenes son revisados por dichas agencias.  Mediante 
la realización del examen y al cumplir con los requisitos tales como un periodo de 
prueba mínimo de tres meses y máximo de  tres años, se le concede al empleado, 
su pay roll o certificación de la autoridad fiscal aprobado el pago de salario.  
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Finalmente por medio de leyes se ha incorporado  el beneficio de la pensión a los 
diferentes sectores de la administración pública. 
 
1.1.4.5. Perú. 
 
La Constitución Política del Estado, protege la relación laboral. La carrera 
administrativa se creó con la Ley 1137, estatuto y escalafón del servicio y su 
reglamento,  la cual estableció la forma de ingreso, permanencia, progreso, 
derechos y obligaciones del personal al servicio de la administración pública, hasta 
que fue sustituida por la Ley de Bases de la Carrera Administrativa y 
Remuneraciones del Sector Público, misma que se promulgó en 1984, dicho 
ordenamiento definió a la carrera como una institución social, que permite a los 
ciudadanos ejercer el derecho y el deber de brindar servicios a la nación. Regula 
el ingreso, derechos y deberes de los servidores públicos.   
 
En este país, la carrera administrativa “es el conjunto de principios, normas y 
procesos que regulan el ingreso, los derechos y los deberes que corresponden a 
los servicios públicos que, con carácter de estable prestan servicios de manera 
permanente en la administración pública.” Está integrada por niveles, al grupo 
profesional le corresponden los primeros 8 niveles superiores, al grupo técnico 10 
y al grupo auxiliar los 7 inferiores. Para la asignación de los niveles se tomara en 
cuenta los méritos individuales, adecuadamente evaluados y tiempo de 
permanencia en el nivel. (Acosta Romero, Miguel, 1999, pág. 101) 
 
Dicha carrera tendrá como fin, la moralización en la función pública y el servicio 
público, desconcentración de personal, participación, remuneraciones y 
pensiones, capacitación, sindicalización, seguridad y bienestar social. El Tribunal 
de Servicio Civil, como órgano autónomo, es el encargado de dirimir los conflictos.  
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1.2. Antecedentes en México. 
 
La preocupación por establecer un régimen laboral especial dirigido a regular 
las relaciones laborales de los servidores públicos ha sido una constante a lo largo 
de la historia del derecho del trabajo en México. Me parece que, lo que hoy 
conocemos como derecho burocrático, no sólo en su dimensión estrictamente 
jurídica, sino también en cuanto a sus nexos con otros elementos extrajurídicos, 
no podrían comprenderse adecuadamente sin una visión de la evolución que esta 
normatividad ha tenido en nuestro país, a lo largo de su joven historia. 
 
Esta evolución se ha traducido en un conjunto de normas jurídicas que si bien 
pueden ser agrupadas inicialmente como un conjunto más o menos homogéneo, 
también cuentan con normas especiales a su interior. 
 
De esta manera, en este trabajo se busca presentar los elementos mínimos que 
permitan explicar cómo surge el derecho burocrático en nuestro país y cuáles son 
algunos de los principales factores que hoy día influyen en su aplicación. 
Aunque sin duda, el trabajo existe desde el principio de la larga historia de la 
humanidad, los antecedentes del derecho del trabajo en nuestro país, pueden 
ubicarse desde las fuentes del derecho laboral precortesiano; a pesar de no  haber 
muchos estudios al respecto, sin lugar a duda, hemos pasado por las mismas 
etapas de evolución y “La humanidad en su conjunto ha conocido cuatro 
formaciones: comunidad primitiva, esclavismo, feudalismo y capitalismo, y 
actualmente vive una época de transición a la formación siguiente, el comunismo, 
la primera fase de la cual es lo que se conoce como socialismo”. (O.V. Kousinien, 
Manial de Marxismo-Leninismo, trad. José Laín, 1962, pág. 132). 
 
Considero conveniente hacer referencia a las épocas  y a las disposiciones  que 
han servido de base para el estudio y expedición de las leyes que actualmente se 
encuentran en vigencia y que son tuteladoras de los derechos de los empleados 
del sector público. 
  
21 
 
 
La preocupación por establecer un régimen laboral dirigido a regular las relaciones 
de los servidores públicos con el Estado, ha sido una constante a lo largo de la 
historia del derecho del trabajo en México. 
 
Si bien la hipótesis jurídica que se busca comprobar en el presente trabajo de 
investigación, no descansa en la historia legal de la relación Estado-empleado 
anterior a la Constitución de 1917, una aproximación a los principales documentos 
jurídicos relativos a nuestro objeto de investigación, nos permitirá llegar con mayor 
seguridad al análisis de las instituciones burocráticas vigentes hoy en día. 
 
Me parece que lo que hoy conocemos como derecho burocrático, no podría 
comprenderse adecuadamente sin una visión de la evolución, que esta 
normatividad ha tenido en nuestro país, a lo largo de su historia. 
 
En este apartado, no se busca hacer un análisis de la historia del derecho del 
trabajo, sino simplemente mencionar algunos hechos que nos den la idea de cómo 
se estableció esta relación jurídica en aquellas épocas, en que como se sostiene, 
en México no hubo esclavitud, pero sí trabajo que coadyuvaba al sostenimiento 
del Estado Mexicano, de una manera responsable y eficiente, que sin existir 
métodos esclavistas, los habitantes cumplían en sus trabajos denominándoles 
comunitarios, en este sentido, hablaremos brevemente, de algunos antecedentes. 
 
1.2.1. Los Trabajadores Públicos antes de la Constitución de 1917. 
 
 En nuestro país, las relaciones laborales tienen sus antecedentes desde la 
época precolonial, cuando surge en el seno de las comunidades indigenas, sin 
que ello implique un derecho rigurosamente normado, es decir, con claras 
especificaciones para atribuir a los trabajadores y patrones derechos y 
obligaciones. 
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Antes de la llegada de los españoles, “los macehuallis organizados en los calpullis 
gozaban de una parcela”, además debían trabajar en los terrenos destinados para 
el tributo y otros servicios públicos, como parte de sus obligaciones como 
habitantes, así mismo existieron otros tipos de trabajo que se realizaban para el 
sostenimiento de los militares, para gastos de guerra, para las parcelas de las 
escuelas, entre otros, y dichas actividades eran realizadas por los habitantes y 
esclavos, que eran obtenidos por la leva o por medio de las guerras. 
 
Los aztecas seleccionaban a sus funcionarios entre los parientes del Tlatoani, 
quienes eran educados en el Calmecác, en donde además de prepararlos en las 
artes bélicas, también los instruían para los deberes que tendrían que desempeñar 
como funcionarios en la impartición de justicia; como embajadores, tenían la 
obligación de dar cuenta al Tlatoani de todo lo que veían, por lo que eran 
numerosos los individuos que prestaban sus servicios al Estado. 
 
 En la época de esplendor de la gran Tenochtitlán, encontramos que Moctezuma 
dispuso que fuesen los hijos de los señores de México, Texcoco y Tlacopan, 
quienes sirvieran en los cargos públicos; su intención era la de ser servido por 
señores de sangre real, para que sus mandatos fueran comunicados por bocas 
magnates, ordenando inclusive, que todos los que sirviesen en sus palacios como 
pajes, camareros, maestresalas y hasta los encargados de barrer, pertenecieran a 
la nobleza. 
 
Con la llegada de los españoles, se implementaron nuevas formas de 
organización en todos los aspectos, y por supuesto en la organización del Estado 
y en los servidores de éste. 
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Durante la Colonia, las relaciones entre el Estado y sus trabajadores se 
caracterizaron por la emisión de algunas disposiciones a fin de regular la selección 
y designación de los servidores públicos, estableciéndose sanciones como la 
inhabilitación para quien emplease las dádivas o promesas a cambio de la 
obtención del puesto. 
 
En esta época, los empleos eran vitalicios y se podían comprar a la Corona; los 
empleados públicos tenían alguna estabilidad y podían obtener algunos ascensos.  
 
Existieron legislaciones que regulaban las relaciones de los servidores públicos 
del Virreinato, entre ellas la más relevante lo fueron “Las Leyes de Indias”, y es a 
partir de éstas que comienza el origen de las disposiciones sobre la función 
pública en la Colonia. 
 
Los primeros intentos por reglamentar la relación entre el Estado y sus servidores, 
se dieron en el Decreto Constitucional para la Libertad de América Mexicana de 
1824; en dicho documento, se establecía que los funcionarios públicos debían de 
prestar sus servicios en forma temporal, siendo el pueblo quien decidía que ya no 
ocuparan esos cargos, por lo que se regresaban a la vida privada.  
De igual manera, se estableció la responsabilidad de los servidores públicos 
mediante el juicio de residencia a los titulares de los ministerios, diputados y 
miembros del Supremo Gobierno. 
 
En la Constitución Federal de 1824, el Presidente de la República podía nombrar y 
remover a los secretarios del despacho, nombrar empleados del ejército, marina y 
milicia y suspender hasta por tres meses a los empleados que no respetaran los 
decretos u órdenes. 
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La Ley Lares del 25 de mayo de 1853 y la Constitución de 1857, de Ignacio 
Comonfort, contenían disposiciones semejantes, en esta última, al artículo 85 
daba  amplias facultades para nombrar y remover a los funcionarios y empleados 
públicos cuyo nombramiento no estuviera determinado de otro modo en la 
Constitución o en las leyes.” (Villareal Reyes, Derecho Colectivo Burocrático, 
2011). 
 
A su vez, en su artículo 9°  se admitió el derecho de asociación, pues establecía 
que a nadie se le puede coartar el derecho de asociarse o reunirse pacíficamente 
con cualquier objeto lícito. Con la Ley Juárez de noviembre de 1870, se ampliaron 
las facultades del Presidente de la República, con la finalidad de intentar crear una 
normatividad que abarcara a los trabajadores al servicio del Estado, para lo que se 
expidió una ley que establecía cuáles eran los delitos oficiales cometidos por los 
servidores públicos.  
 
Los primeros intentos organizativos de los trabajadores fueron las sociedades 
mutualistas. En nuestro país, a finales del siglo XIX se originaron las primeras 
organizaciones gremiales de servidores públicos, como es el caso del Círculo de 
Obreros de México de 1872 y la Asociación Mutualista de Empleados Públicos de 
1875, en donde los trabajadores aportan sus cuotas y reciben auxilio en caso de 
necesidad, participando en ellas los trabajadores de los ministerios de Relaciones 
y Hacienda, así como los empleados de las oficinas de Distrito y los del Congreso. 
 
Durante la dictadura de Porfirio Díaz, la política laboral estaba basada en la idea 
de que entre el trabajo y el capital no debería entrometerse el Estado, dando al 
patrón el poder  para fijar las condiciones de trabajo que más convenían a sus 
intereses, es por lo anterior, que los trabajadores se organizaron y formaron parte 
de los contingentes sociales que trataron de resistir su dictadura, dándose 
importantes movimientos como el de Cananea en 1906 y Río Blanco en 1907. 
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 Las principales demandas de estas luchas consistían en la reducción de la 
jornada laboral, el salario por día y no a destajo, el derecho a la organización 
sindical, a la huelga y a la negociación colectiva. 
 
Con la llegada de Francisco I. Madero a la presidencia de la República en 1911, 
se elaboró el Proyecto de Ley del Servicio Civil de Empleados Federales, en el 
cual se procuró reglamentar lo derechos de los burócratas; sin embargo este 
proyecto no fue aprobado.  
 
El 18 de noviembre de 1911 se creó el Departamento de Trabajo, con la finalidad 
de atender la agitación obrera que existía, logrando solucionar más de 60 huelgas, 
además de participar en la elaboración de la tarifa de la industria textil en 1912, 
que es el antecedente más antiguo en México para un contrato colectivo de 
trabajo. 
 
El asesinato de Madero y la llegada al poder de Victoriano Huerta trunca el 
proceso de la creación del Departamento del Trabajo; se desencadena la 
revolución encabezada por Venustiano Carranza, la casa firmo pacto con los 
constitucionalistas. 
 
Las huelgas seguían en su apogeo y dada la situación por la que atravesaba el 
país la actividad productiva estaba detenida, Francisco Villa había sido derrotado; 
Zapata se encontraba recluido en Morelos. La reacción de Carranza ante tales 
manifestaciones fue cerrar la casa ordenó arrestar a sus dirigentes y reestableció 
un decreto ordenaba sancionar a todo trabajador que alterara el orden con la pena 
de muerte; después conmuto la pena de cadena perpetua, pero esta medida no 
tranquilizo al movimiento obrero, sino que se extendió por todo el país y fue 
entonces que Venustiano Carranza, comprendió que necesitaba de la alianza de 
los trabajadores para poder gobernar, y que para ello necesitaba contemplar sus 
demandas en la nueva Constitución . 
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1.2.2. Los derechos de los trabajadores públicos en la Constitución de 1917. 
 
El 11 de enero de 1916, fue  presentado por Venustiano Carranza, ante el 
Congreso Constituyente, el proyecto de reforma a la Constitución de 1957, el cual 
fue discutido en dos vertientes: los conservadores encabezados por Venustiano 
Carranza y los liberales bajo la representación de Álvaro Obregón; la propuesta al 
artículo 5º limitaba el contrato de trabajo a un año, por lo que los Constituyentes 
no estuvieron de acuerdo al considerar que dicha propuesta no avanzaba más a lo 
establecido en la Constitución de 1857, razón por la cual no fue aprobado. 
 
El texto fue corregido por la Comisión de Constitución, a cargo de Francisco J. 
Múgica y con la propuesta de Froylán C. Manjarrez se acordó que se reuniera en 
sección constitucional las bases sobre el contrato de trabajo y dicha sección 
tendría el título de “Del trabajo y de la Previsión Social”, además de que la 
legislación no debía limitarse al trabajo de carácter económico, sino al trabajo en 
general. 
 
 Por su parte el diputado Carlos L. Gracidas “introdujo a la discusión una parte 
esencial del derecho colectivo, la huelga, pues señalaba que éstas se sucederían 
mientras no se determinara la justa retribución a los trabajadores;” (Villareal 
Reyes, Derecho Colectivo Burocrático, 2011, pág. 23) 
 
El origen del artículo 123 se encuentra en los debates mencionados anteriormente 
el cual disponía: El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados 
deberán expedir leyes del trabajo fundadas en las necesidades de cada región, sin 
contravenir a las bases siguientes, las cuales regirán el trabajo de los obreros, 
jornaleros, empleados, domésticos y  artesanos y de una manera general, todo 
contrato de trabajo.  
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De lo anterior podemos observar que la facultad reglamentaria en materia laboral, 
se atribuyó tanto a la federación como a las Legislaturas Estatales, en su 
respectivo ámbito territorial. 
 
El citado artículo 123 en su fracción XVIII, regulaba lo referente a la huelga, 
expresamente decía: “Los obreros de los establecimientos fabriles militares del 
Gobierno de la República  no estarán comprendidos en las disposiciones de ésta 
fracción, por ser asimilados al ejército nacional.” (Villareal Reyes, Derecho 
Colectivo Burocrático, 2011, pág. 24) 
 
Con lo anterior se deja manifiesto que los trabajadores  al servicio del Estado 
quedaban al margen de dicho precepto constitucional. 
 
La Carta Magna de 1917, fue considerada una de las más avanzadas de su 
época, por presentar una propuesta para la  protección de los derechos de los 
trabajadores, como la sindicalización y la huelga. 
 
1.2.3. Diferentes tendencias de reconocimiento a los trabajadores públicos 
en las legislaciones de los Estados. 
 
 Una vez aprobada la Constitución de 1917, la facultad de legislar en materia 
laboral, respecto a los derechos laborales de los servidores públicos se manifestó 
en dos tendencias: la primera, por medio de una restricción para reconocer los 
derechos de los empleados públicos, y en la segunda, se establecieron normas 
que regulaban la relación del Estado, en su calidad de patrón con sus 
trabajadores. Un ejemplo claro de la primera tendencia es la Ley de Veracruz, de 
Cándido Aguilar del 14 de enero de 1918, en ella se excluía a los empleados 
públicos, pues afirmaba que la situación jurídica de los empleados en general, era 
distinta a los funcionarios del Estado ya que concurren éstos últimos en 
circunstancias políticas.  
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La ley mencionada anteriormente en la fracción I del artículo 8 establecía que: 
“tampoco serán materia de esta ley, sino de las que el Estado dicte o haya 
dictado.   I. Los contratos que se refieren al trabajo de empleados y funcionarios 
de la administración y poderes del Estado” (Villareal Reyes, Derecho Colectivo 
Burocrático, 2011, pág. 24).  
 
Otros ejemplos de ésta corriente son la Ley del trabajo de Nayarit de 25 de 
octubre de 1918, el Código de Yucatán de 16 de diciembre de 1918, la Ley de 
Trabajo de Michoacán de 1 de septiembre de 1921 y la de Aguascalientes de 9 de 
marzo de 1928.” (Remolina Roqueñi, El Derecho Burocrático en México, 2006)  
 
Dentro de la segunda tendencia se encuentra la Ley de Sinaloa de 1920, dentro 
de ella se incluía dentro de los obreros a los empleados de gobierno, otro ejemplo 
es la Ley de Coahuila de 1920, la de Puebla de 1921 y la de Durango de 1922. 
 
El Presidente Plutarco Elías Calles, emitió la Ley General de Pensiones Civiles de 
Retiro de 1925, como respuesta a la presión política y las condiciones miserables 
de los servidores públicos; en dicha ley se les dio el carácter de servidores civiles 
a los trabajadores del Estado, no estaban sujetos al artículo 123 Constitucional, y 
con un régimen especial de seguridad social, lo cual sentaría las bases para que 
en el año de 1959, se creara la institución de seguridad social bajo el nombre de 
Instituto de Seguridad Social  al Servicio de los Trabajadores del Estado. 
 
En esta ley tenía como fin compensar la negativa a reconocerle el carácter de 
trabajador, se les privilegiaron con prestaciones de seguridad social, pensión por 
retiro, muerte o inhabilitación física o intelectual, préstamos hipotecarios o 
personales y obtención de casas habitación. 
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1.2.4. Promulgación de la Ley Federal del Trabajo. 
 
Con la llegada al poder de Emilio Portes Gil, se reformaron los artículo 73  
fracción X y 123 en su preámbulo y fracción XXIX, en la cual se le otorga la 
facultad al Congreso de la Unión para legislar en materia de trabajo, con lo cual se 
federaliza la ley laboral y la distribución de sus competencias en las Juntas 
Federales y locales en cuanto a su aplicación. 
 
En julio de 1931, se publicó el Reglamento que fijo el Estatuto del Personal de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, emitido por el presidente Pascual Ortiz 
Rubio, en el que se reconoció por el ejecutivo la limitación para expedir 
nombramientos y ceses estableciéndose con ello el principio de inamovilidad o 
estabilidad en el empleo. 
 
Emilio Portes Gil promulgó la Ley Federal del Trabajo, en la que se contemplan los 
derechos de sindicalización, huelga y contrato colectivo de trabajo, dicha ley está 
basada en los principios del modelo italiano de Benito Mussolini. 
 
 La citada ley, en su artículo 2º dispuso que “Las relaciones entre el Estado y sus 
servidores se regirían por las leyes del servicio civil que se expedían” (Villareal 
Reyes, Derecho Colectivo Burocrático, 2011, pág. 29) 
 
Excluyendo a los trabajadores públicos del artículo 123, remitiéndolos a una ley 
administrativa, lo que permitió a la federación y a sus Estados expedir sus leyes 
del servicio civil o estatutos burocráticos. 
 
En 1927 se creó la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, aclarando la 
incertidumbre en cuanto al alcance de los derechos laborales. El 12 de abril de 
1934, se publica en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo sobre la 
Organización del Servicio Civil, promovido por el presidente Abelardo L. 
Rodríguez, con la finalidad de contrarrestar la inseguridad que sufrían los 
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empleados cuando había cambio de jefe en las dependencias ejecutivas, sin 
embargo excluyó a los empleados de los poderes legislativo y judicial federal así 
como los poderes locales.  
  
La aplicación del acuerdo queda a cargo de las comisiones de Servicio Civil, lo 
que es el primer antecedente formal de lo que se constituiría como Tribunal 
Federal de Conciliación y Arbitraje, aunque dicho acuerdo desapareció el 30 de 
noviembre de 1934, “sirvió de base para la posterior expedición el 15 de 
noviembre de 1937, por el Presidente Lázaro Cárdenas del primer Reglamento de 
Trabajo de los Empleados de las Instituciones de Crédito y Auxiliares,” (Villareal 
Reyes, Derecho Colectivo Burocrático, 2011, pág. 31). 
 
1.2.5. Estatuto de los Trabajadores al Servicio de los Poderes de la Unión. 
 
El estado de  indefensión  de los servidores públicos, al ser reconocidos o 
no como tales por la entidad en donde laboraban, terminó con la promulgación del 
Estatuto de los Trabajadores al Servicio de los Poderes de la Unión, por el 
General Lázaro Cárdenas, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de 
diciembre de 1938. El citado Estatuto resulta ser “el antecedente formal primigenio 
de las instituciones burocráticas actuales, se conceptuó de naturaleza jurídica 
laboral la relación que vincula al Estado con sus trabajadores, privilegiando 
derechos individuales  como la inamovilidad en el empleo, siempre que medie 
nombramiento o que resulta también ser limitativo o condicionante, vacaciones 
mínimas anuales de 20 días.” (Villareal Reyes, Derecho Colectivo Burocrático, 
2011, pág. 32) 
 
En el artículo 4º, se estableció la obligación por parte del Estado, de observar para 
promoción y asenso de sus trabajadores, aspectos como  antigüedad, categoría, 
eficiencia y posición ideológica, en igualdad de condiciones, preferir a los 
sindicalizados.  
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El Estatuto limita la existencia de un sindicato por dependencia, lo que significa la 
restricción de las formas de agremiación de los trabajadores públicos; en lo 
referente a la huelga, si bien es cierto que la reconoce, de igual manera la vuelve 
imposible, al exigir que para autorizarse o justificarse las violaciones a los 
derechos deban ser generales y sistemáticas. 
 
En el periodo cardenista, se da una gran movilidad laboral, y  fue de gran 
relevancia al nacimiento del derecho burocrático, se justifica en una relación de 
control- subordinación.  Sin embargo, dicho Estatuto fue abrogado el 4 de abril de 
1941. 
 
 Lo anterior en razón a que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se negó a 
someter sus conflictos laborales al Tribunal de Arbitraje creado por el Estatuto, 
dando nacimiento al nuevo Estatuto del 14 de abril de 1941, el cual no tuvo mayor 
relevancia, pues solo se adicionaron más empleos a los considerados de 
confianza, y su  vigencia quedó finiquitada, con la expedición de la ley federal 
burocrática de 1963.   
 
1.2.6. El Apartado “B” del Artículo 123 Constitucional. 
 
 Durante la presidencia de Adolfo López Mateos, se elevó a rango 
constitucional el Estatuto del reconocimiento de los derechos de los servidores 
públicos; a través del apartado B del 123 Constitucional, el Estado estableció a 
nivel constitucional la división jurídica de la clase trabajadora. ”En concordancia 
con lo anterior, el 28 de diciembre de 1963, fue promulgada la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, para regular las relaciones entre los 
burócratas y los titulares de las dependencias del Estado.” (Villareal Reyes, 
Derecho Colectivo Burocrático, 2011, pág. 34) 
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La Suprema Corte de Justicia de la Nación, emitió el Reglamento para la 
Tramitación y Resolución de Conflictos entre el poder Judicial Federal y sus 
servidores de base en 1962.  
 
En lo referente al tema de las libertades sindicales con respecto a los trabajadores 
del Estado, en el apartado B del artículo 123 se consignaba ampliamente el 
derecho de asociación de los burócratas, la ley reglamentaria impuso la unidad 
sindical obligatoria. La Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
contempla la idea de un solo sindicato en cada dependencia.  
Una reforma de trascendencia en materia burocrática, es la contemplada en el 
artículo 87, que establece, que debe ser tomada en cuenta la opinión del sindicato 
para fijar las condiciones generales de trabajo esta fue publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1975, ya que la intención de la 
Federación de los Trabajadores al Servicio del Estado era incluir en la legislación 
un mayor grado de bilateralidad en los sindicatos. 
 
Otra disposición que merece la pena mencionar, es la relacionada con el artículo 
20 de la Ley Federal al Servicio de los Trabajadores del Estado, que involucra a 
los sindicatos en funciones tales como la formulación, aplicación y actualización de 
los catálogos de puestos, su importancia radica en que estos catálogos estén 
vinculados a los requisitos de ingreso y promoción, así como la clasificación entre 
trabajadores de base y de confianza. 
 
En la actualidad, el régimen constitucional y legal de las relaciones de trabajo 
contempla diversos campos tales como: 
 
 “Trabajadores en general, incluidos los de la banca privada y los de los 
organismos públicos descentralizados del Gobierno Federal, de los Estados 
y de los Municipios (art. 123- A, fracción XXI, inciso b), apartado 1, 
constitucional); 
 Trabajadores de los Poderes de la Unión y del Gobierno del Distrito 
Federal, incluidos los de los organismos desconcentrados (art. 123- B, 
constitucional); 
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 Trabajadores burócratas de confianza (art. 123-B XIV, constitucional); 
 Trabajadores del Poder Judicial de la Federación (art. 123-B XII, 2° párrafo 
constitucional); 
 Trabajadores de organismos autónomos, como el Instituto Federal Electoral 
(art. 70 del Código Federal Electoral); o la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos (art. 102- B constitucional); el Instituto Nacional de Estadística, 
Geografía, e Informática (art. 73 fracción XXIX- D, artículo tercero transitorio 
constitucional ) y otros similares; y trabajadores del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación (art. 240 de la Ley Orgánica del mismo 
Poder); 
 Trabajadores burócratas municipales y estatales (art. 115- VIII y 116 VI, 
constitucionales); 
 Trabajadores del Servicio público de banca y crédito (art. 123- B- XIII-bis, 
constitucional); 
 Trabajadores universitarios (art. 3°-VII, constitucional); 
 Militares, marinos, miembros del cuerpo de seguridad y del servicio exterior 
(123- B- XIII, constitucional), trabajadores de la planta de la presidencia de 
la república y aquellos cuyo nombramiento requiera la aprobación expresa 
del presidente (art. 5°de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 
Estado), todos ellos excluidos del derecho laboral por disposición del 
artículo 8° de la propia legislación.” (Pallares y Lara, 2007, págs. 5-6) 
 
Actualmente tales medidas se encuentran protegidas, por el Tribunal Federal de 
Conciliación y Arbitraje, el cual depende económica y estructuralmente del Poder 
Ejecutivo, logran un control efectivo de las demandas y movilizaciones de los 
trabajadores quienes reclaman legalmente el mejoramiento de sus condiciones.   
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CAPÍTULO II 
MARCO NORMATIVO DEL DERECHO BUROCRÁTICO 
 
2.1. Federal. 
 
Nuestro país ha sido pionero en el establecimiento de garantías sociales, en 
la Constitución de 1917. Hoy en día, se puede afirmar, que al existir normativa 
específica de la materia laboral burocrática, un órgano jurisdiccional especializado 
y doctrina en dicha materia,  se ha ganado  su lugar como una rama del Derecho 
además  “es el resultado del interés de los legisladores por establecer normas 
laborales particulares y diferentes para regular las relaciones entre el Estado y sus 
Empleados.” (Reynoso Castillo, Curso de Derecho Burocrático, 2006, pág. 16) El  
derecho burocrático mexicano está integrado por un vasto marco normativo por lo 
que en primer lugar abordaremos la Constitución política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
2.1.1. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
 Como es de nuestro conocimiento la Constitución es “…la ley fundamental 
de la organización de un Estado, es la norma fundante o primaria de la cual deriva 
todo un sistema jurídico que tiene su origen y su fin en la misma, toda vez que el 
sistema normativo en su conjunto surge de ésta y está limitado por ésta…” 
(Bolaños Linares, Curso de Derecho, 2006) de lo anterior podemos observar que 
la Constitución se encuentra en primer lugar en la jerarquía de normas; por lo que 
las normas secundarias, reglamentarias e individualizadas, no pueden contravenir 
o violar lo que en ella se ha establecido.  
 
El artículo 5º constitucional eleva la materia laboral a nivel de garantía individual 
que dice: A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, 
industria, comercio que le acomode, siendo lícitos. 
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El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando 
se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los 
términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad.  
Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial.   
 
La ley determinara en cada Estado, cuales son las profesiones que necesitan título 
para su ejercicio, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo y las 
autoridades que han de expedirlo. 
 
Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa retribución y sin 
su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena por la autoridad 
judicial, el cual se ajustará a lo dispuesto en las fracciones I y II del artículo 123. 
 
2.1.1.1. Artículo 123 Constitucional, Apartado “B”. 
 
Este artículo es orgullo, de la tradición jurídica mexicana y sirvió para 
consagrar el derecho social junto con los artículos 3º y 27; aunque inicialmente “no 
protegía a los trabajadores al servicio del Estado, sino hasta el Decreto del 21 de 
octubre de 1960, publicado  en el Diario Oficial de la Federación del 5 de 
diciembre de 1960, por virtud del cual se creó un apartado B integrado con XIV 
fracciones y, las XXXI fracciones anteriores pasaron a constituir el apartado A. 
(Bolaños Linares, Derecho Laborál Burocrático, 2003) 
 
En 1960 un logro más para los trabajadores fue la creación del –instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los trabajadores del Estado-. “Con la creación 
del ISSSTE, los trabajadores no nada más obtuvieron la seguridad elemental de 
todo trabajador, sino que, además, prestaciones económicas que benefician a la 
economía de los trabajadores.” (Meléndez George, Derecho Burocrático, 2005) 
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Con la llegada de Adolfo López Mateos al Ejecutivo Federal se constituye en una 
realidad jurídica al dar origen a los regímenes burocráticos en México.  De esta 
manera el apartado B actualmente establece lo siguiente: 
 
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá 
expedir leyes sobre el trabajo las cuales regirán: 
B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus 
trabajadores: 
I. La jornada diaria máxima de trabajo diurno y nocturno será de ocho y siete 
horas respectivamente.  Las que excedan serán extraordinarias y se pagarán 
con un ciento por ciento más de la remuneración fijada para el servicio 
ordinario.  En ningún caso el trabajo extraordinario podrá exceder de tres 
horas diarias ni de tres veces consecutivas; 
II. Por cada seis días de trabajo, disfrutará el trabajadores de un día de 
descanso, cuando menos, con goce de salario íntegro; 
III. Los trabajadores gozarán de vacaciones que nunca serán de veinte días 
al año; 
IV. Los salarios serán fijados en los presupuestos respectivos sin que  su 
cuantía pueda ser disminuida durante la vigencia de éstos, sujetándose a lo 
dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución y en la ley.  En ningún caso 
los salarios podrán ser inferiores al mínimo para los trabajadores en general 
en el Distrito Federal y en las Entidades de la Republica. 
V. A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en cuenta el sexo: 
VI. Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos, deducciones o embargos 
al salario, en los casos previstos en las leyes; 
VII. La designación del personal se hará mediante sistemas que permitan 
apreciar los conocimientos y aptitudes de los aspirantes. El Estado 
organizara escuelas de Administración Pública; 
VIII. Los trabajadores gozarán de derecho de escalafón a fin de que los 
ascensos se otorguen en función de los conocimientos, aptitudes y 
  
37 
 
antigüedad.  En igualdad de condiciones, tendrá prioridad quien represente la 
única fuente de ingreso en su familia; 
IX. Los trabajadores sólo podrán ser suspendidos o cesados por causa 
justificada, en los términos que fije la ley.  En caso de separación injustificada 
tendrá derecho a optar por la reinstalación en su trabajo o por la 
indemnización correspondiente, previa el procedimiento legal. En los casos 
de supresión de plazas, los trabajadores afectados tendrán derecho a que se 
les otorgue otra equivalente a la suprimida o a la indemnización de ley; 
X. Los trabajadores tendrán el derecho de asociarse para la defensa de sus 
intereses comunes.  Podrán, asimismo, hacer uso del derecho de huelga 
previo el cumplimiento de los requisitos que determine la ley, respecto de 
una o varias dependencias de los Poderes Públicos, cuando se violen de 
manera general y sistemática los derechos que este artículo les consagra; 
XI. La seguridad social se organizará conforme a las siguientes mínimas: 
a) Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales; las enfermedades no 
profesionales y maternidad; y la jubilación, la invalidez, vejez y muerte. 
b) En caso de accidente o enfermedad, se conservará el derecho al trabajo por 
el tiempo que determine la ley. 
c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan un 
esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para la salud en relación con la 
gestación; gozaran forzosamente de un mes de descanso antes de la fecha 
fijada aproximadamente para el parto y de otros dos después del mismo, 
debiendo percibir su salario íntegro y conservar su empleo y los derechos 
que hubieren adquirido por la relación de trabajo.  En el periodo de lactancia 
tendrán dos descansos extraordinarios por día, de media hora cada uno, 
para alimentar a sus hijos.  Además, disfrutaran de asistencia médica y 
obstetricia, de medicinas, de ayudas para lactancia y del servicio de 
guarderías infantiles. 
d) Los familiares de los trabajadores tendrán derecho a asistencia médica y 
medicinas, en los casaos y en la proporción que determine la ley. 
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e) Se establecerán centros para vacaciones y para recuperación, así como 
tiendas económicas para beneficio de los trabajadores y sus familiares. 
f) Se proporcionaran a los trabajadores habitaciones baratas, en arrendamiento 
o venta, conforme a los programas previamente aprobados.  Además, el 
Estado mediante las aportaciones que haga, establecerá un fondo nacional 
de la vivienda a fin de constituir depósitos en favor de dichos trabajadores y 
establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a estos créditos 
barato y suficientes para que adquieran en propiedad habitaciones cómodas 
e higiénicas, o bien para construirlas, repararlas, mejorarlas o pagar pasivos 
adquiridos por estos conceptos.  Las aportaciones que se hagan a dicho 
fondo serán enteradas al organismo encargado de la seguridad regulándose 
en su Ley y en las que corresponda, la forma y el procedimiento conforme a 
los cuales se administraran el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los 
créditos respectivos. 
XII. Los conflictos individuales, colectivos o inter sindicales serán sometidos a 
un Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, integrado según lo prevenido 
en la ley reglamentaria.  Los conflictos entre el Poder Judicial de la 
Federación y sus servidores serán resueltos por el Consejo de la Judicatura 
Federal; los que se susciten entre la Suprema Corte de Justicia y sus 
empleados serán resueltos por esta última. 
XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del 
Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se 
regirán por sus propias leyes.   
Los Agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las 
instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los 
Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los 
requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para 
permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en 
responsabilidad en el desempeño de sus funciones.  
 Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, 
cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el 
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Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones 
a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al 
servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se 
hubiere promovido.  
Las autoridades del orden federal, estatal, del Distrito Federal y municipal, a 
fin de propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social del personal 
del Ministerio Público, de las corporaciones policiales y de los servicios 
periciales, de sus familias y dependientes, instrumentaran sistemas 
complementarios de seguridad social.   
El Estado proporcionara a los miembros en el activo del Ejército, Fuerza 
Aérea y Armada, las prestaciones a que se refiere en el inciso f) de la 
fracción XI de este apartado, en términos similares y a través del organismo 
encargado de la seguridad social de los componentes de dichas 
instituciones. 
XII bis. El banco central y las entidades de la Administración Pública Federal 
que formen parte del sistema bancario mexicano regirán sus relaciones 
laborales con sus trabajadores por lo dispuesto en el presente Apartado. 
XIV. La ley determinara los cargos que serán considerados de confianza.  
Las personas que los desempeñen disfrutaran de las medidas de protección 
al salario y gozaran de los beneficios de la seguridad social. 
 
En la adición a este artículo enumera los derechos de los trabajadores y consagra 
las bases mínimas de previsión social; jornada máxima tanto diurna como 
nocturna, descansos semanales, vacaciones, salarios, permanencia en el trabajo, 
requisito para los asensos, derecho para asociarse, uso del derecho de huelga, 
protección en caso de enfermedades o accidentes, jubilación, protección en caso 
de invalidez, vejez y muerte, centros vacacionales y de recuperación, habitaciones 
económicas en arrendamiento o venta, las medidas protectoras para las mujeres 
en periodo de gestación, alumbramiento y lactancia.  
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Es reiterado el Proyecto de funcionamiento de un Tribual de Arbitraje al que, 
además se le asignan, funciones para el conocimiento, conciliación y resolución de 
conflictos entre el Estado y sus Servidores. 
 
2.1.2.  Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado.  
 
 Al paso de los años el interés de los servidores públicos por obtener 
mejores derechos se manifestaba cada vez más; fue así, como después de un 
amplio debate en las Cámaras fue aprobada la iniciativa del presidente Lázaro 
Cárdenas, denominada Estatuto de los Trabajadores al Servicio de los Poderes de 
la Unión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de Diciembre de 
1938. 
 
Unos años más tarde, el presidente Adolfo López Mateos, mediante iniciativa que 
después fuera aprobada por la Cámara de Diputados, elevó a rango constitucional 
los derechos laborales de los trabajadores al servicio del Estado, otorgando de 
esta forma a los burócratas protección y garantía de su derecho, adicionándose un 
apartado “B” al artículo 123 Constitucional, que fue publicado en el Diario Oficial 
de la Federación, el 5 de diciembre de 1960. 
 
Derivado de lo anterior, en el ámbito federal culmina esta etapa del derecho 
burocrático con la expedición de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 
Estado, reglamentaria del apartado B del artículo 123 constitucional, publicada en 
el Diario Oficial de la Federación, el 28 de diciembre de 1963, abrogando así el 
Estatuto de los Trabajadores al Servicio de los Poderes de la Unión. 
 
Dicho ordenamiento, según lo dispone el artículo 1° y lo sostenido por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, refiere que es de observancia general para los 
titulares y trabajadores de las dependencias de los Poderes de la Unión y del 
Gobierno del Distrito Federal, no así para el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, Juntas Federales de Mejoras Materiales, 
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Instituto Nacional de la Vivienda, Lotería Nacional, Instituto Nacional de Protección 
a la Infancia, Instituto Nacional Indigenista, Comisión Nacional Bancaria y de 
Seguros, Comisión Nacional de Valores, Comisión de Tarifas de Electricidad y 
Gas, Centro Materno-Infantil Maximino Ávila Camacho y Hospital Infantil; así como 
de los otros organismos descentralizados, similares a los anteriores que tengan a 
su cargo función de servicios públicos. 
 
Esta legislación aun cuando resulta de orden federal y se aplica en la local en los 
casos en que la ley burocrática la cita como fuente supletoria, se encuentra 
estructurada en diez títulos denominados: Derechos y Obligaciones de los 
Trabajadores y de los Titulares; del Escalafón; de la Organización Colectiva de los 
Trabajadores y de las Condiciones Generales de Trabajo; de los Riesgos 
Profesionales y de las Enfermedades no Profesionales; de las Prescripciones; del 
Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje y del procedimiento ante el mismo; de 
los Medios de Apremio y de la Ejecución de los Laudos; de los Conflictos entre el 
Poder Judicial de la Federación y sus servidores, y de las Correcciones 
Disciplinarias y de las Sanciones; con sus respectivos capítulos, integrados por 
165 artículos, y su última reforma que es del 6 de abril del año 2006. 
  
Cabe destacar que en la citada ley se establece una división de los trabajadores al 
servicio del Estado denominándolos de confianza y de base; estos últimos  
tendrán derecho a la estabilidad en el empleo o inamovilidad, frente a los de 
confianza, mismos que se encuentran citados en el artículo 5° de dicho 
ordenamiento, los cuales pueden ser removidos de acuerdo a la voluntad del 
superior jerárquico. 
 
De igual manera, establece las categorías de quienes quedan comprendidos 
dentro de los trabajadores de confianza, hace una severa exclusión a los 
miembros del Ejército y Armada Nacional, a los miembros del Servicio Exterior 
Mexicano, al personal de vigilancia de centros penitenciarios, por lo que esta 
situación ha sido debatida como una notable inconstitucionalidad toda vez que, se 
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estaría violando la protección al salario a que tienen derecho los trabajadores de 
confianza, al no tener la certeza jurídica de una estabilidad en el empleo pudiendo 
quedar despedidos injustificadamente. 
 
En ella también se establece que “en lo no previsto por ésta o por disposiciones 
especiales, se aplicara supletoriamente, y en su orden, la Ley Federal del Trabajo, 
el Código Federal de Procedimientos Civiles, las leyes de orden común, la 
costumbre, el uso, los principios generales del derecho y la equidad.” (Bolaños 
Linares, Curso de Derecho, 2006, pág. 21) 
 
2.1.3. Ley Federal del Trabajo. 
 
Durante el periodo presidencial de Emilio Portes Gil, se promulgo la Ley 
Federal del Trabajo, el 18 de agosto de 1931, aplicable en toda la República 
Mexicana, la cual al paso de los años fue superada por la del 1° de Mayo de 1970, 
reformada actualmente por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, 
el 30 de noviembre de 2012. 
 
Esta ley es reglamentaria del apartado A del artículo 123 constitucional y 
“establece que las normas de trabajo tienden a conseguir el equilibrio y la justicia 
social entre trabajadores y patrones. (Bolaños Linares, Curso de Derecho, 2006, 
pág. 24)” Por lo que la hace de un sentido social. 
 
La legislación de 1931, como toda en su inicio, dejó de considerar aspectos de 
relevancia, siendo uno el relativo al orden jurídico aplicable a los trabajadores al 
servicio del Estado y municipios. En su artículo 2° señalaba expresamente que las 
relaciones entre el estado y sus servidores se regirían por las leyes del servicio 
civil que expidieran los congresos locales, dejándose abierto el camino para que 
tanto la Federación, así como los Estados, expidieran la legislación laboral relativa 
a sus servidores públicos. 
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Aunado a lo anterior dicha ley, en su artículo décimo cuarto dispuso: “Se derogan 
todas las leyes y decretos expedidos con anterioridad por las Legislaturas de los 
Estados en materia de trabajo, y los expedidos por el Congreso de la Unión, en 
cuanto se opongan a la presente ley” 
Derivado de lo anterior, y ante la situación que en aquellos años presentaban las 
relaciones de los empleados públicos federales, el 12 de abril de 1934, fue 
publicado el Acuerdo sobre Organización y Funcionamiento de la Ley del Servicio 
Civil, que significó el primer intento para reglamentar y reconocer los derechos de 
los trabajadores del Estado. 
 
2.1.4. Código Federal de Procedimientos Civiles. 
 
Este código es de aplicación supletoria en lo que se refiere a la materia 
laboral burocrática, que se auxilia en la Ley Federal del Trabajo, es decir, que ésta 
última se subsana con dicho código. 
 
“Verbigracia, el caso de la prueba confesional ofrecida a cargo del titular 
demandado que procede a desahogarla mediante oficio como lo señala dicho 
Código o, en el caso de que el Titular de una dependencia o institución demande 
la rescisión de la relación de trabajo, es correcto señalar el domicilio del centro de 
trabajo para realizar el emplazamiento, como lo establece el código citado.” 
(Bolaños Linares, Curso de Derecho, 2006, pág. 25) 
 
2.1.5. Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos. 
 
La legislación laboral burocrática, no contempla la supletoriedad de esta ley, 
sin embargo es común en la Administración Pública que algún funcionario, por 
razón de prepotencia e incluso ignorancia despida injustificadamente a 
trabajadores al servicio del Estado, en algunos casos dichos trabajadores hacen 
valer sus derechos ante el órgano jurisdiccional competente, siendo en éste caso 
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las Juntas de Conciliación y Arbitraje y Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa. Es importante fincar responsabilidades a los funcionarios que 
injustificadamente despiden a los trabajadores del Estado, así como a los 
servidores públicos que al defender precariamente a la Administración Pública, 
pierden los juicios laborales burocráticos, ya que ambos causan un menoscabo al 
erario federal. 
 
“La Ley  Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos 
establece como sus destinatarios a aquellas personas que manejen o apliquen 
recursos económicos federales, así como a los servidores públicos mencionados 
en el artículo cuarto de la Constitución, específicamente en el párrafo primero y 
tercero del artículo 108 constitucional… “ (Bolaños Linares, Curso de Derecho, 
2006, pág. 27) 
 
2.2. Local (Estado de México) 
 
Por cuanto hace a los ordenamientos que rigen a los servidores públicos de 
las administraciones estatales y municipales, los estados fueron expidiendo a 
partir de 1931, sus leyes del servicio civil de forma un tanto dispersa, lo que motivó 
que en las reformas constitucionales del 3 de febrero de 1983, al artículo 115 se le 
estableciera en la fracción IX la regulación de los trabajadores de los estados y 
municipios, que se regirían por los principios establecidos en el artículo 123 
Constitucional.  
  
En la exposición de motivos de la iniciativa presidencial, se señaló lo 
siguiente: 
       “Se sugiere que a fin de que tales trabajadores cuenten con protección legal 
en un régimen jurídico como el nuestro, se regulen sus relaciones en las 
Constituciones locales y en las leyes estatales, mismas que deberán 
observar como principios básicos las garantías de los derechos mínimos de 
sus servidores, la implantación de sistemas de servicio público de carrera 
estatal y municipal, niveles de estabilidad laboral en el empleo, el acceso a la 
función pública, la protección al salario, la seguridad social, la inclusión de 
normas que garanticen la eficacia de los servicios públicos en el ejercicio de 
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sus funciones, y el establecimiento de procedimientos y autoridades 
adecuadas para la solución jurisdiccional de controversias”. (Pallares y Lara, 
2007, págs. 47-48) 
 
Posteriormente, la reforma constitucional a los artículos 115 y 116, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación, el 17 de marzo de 1987, ubicó todas las materias 
concernientes a los municipios y los estados, respectivamente. Dichos preceptos 
constitucionales señalan: 
 
Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma 
de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, 
teniendo como base de su división territorial y de su organización 
política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases 
siguientes: 
I… 
VIII.  Las leyes de los estados introducirán el principio de la 
representación proporcional en la elección de los ayuntamientos de 
todos los municipios. 
  
Las relaciones de trabajo entre los municipios y sus trabajadores, se 
regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los estados con 
base en lo dispuesto en el Artículo 123 de esta Constitución, y sus 
disposiciones reglamentarias. 
 
“Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su 
ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o 
más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni 
depositarse el legislativo en un solo individuo. 
  
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución 
de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas: 
 
I… 
VI. Las relaciones de trabajo entre los estados y sus trabajadores, se 
regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los estados con 
base en lo dispuesto por el Artículo 123 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones reglamentarias; y 
 
El derecho burocrático adquirió la calidad de ser una disciplina que busca, por una 
parte, brindar al trabajador del Estado las garantías legales que dignifiquen sus 
servicios laborales, que le den seguridad, que le brinden perspectivas de 
superación personal y que promuevan un mejor nivel de vida para él y su familia; 
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por otra parte el derecho burocrático deja claro que las delicadas tareas que 
cumple el servidor público le representan también una serie de obligaciones que 
deben cumplirse con lealtad y dedicación para la sociedad a la que brinda sus 
servicios.  
 
2.2.1 Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de los Poderes del 
Estado, de los Municipios y de los Organismos Coordinados y 
Descentralizados de Carácter Estatal.  
 
 Los gobiernos de los Estados no esperaron a que se llevara a cabo la 
reforma constitucional de 1983 y 1987, sino que, atendiendo a las necesidades 
que se estaban presentando y considerando lo dispuesto por el artículo 2° de la 
Ley Federal del Trabajo de 1931, fueron expidiendo sus propios ordenamientos 
 
Fue así como mediante el Decreto número 44, del 25 de agosto de 1939, firmado 
por el entonces Gobernador Constitucional del Estado de México C. Wenceslao 
Labra, se promulgó el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de los 
Poderes del Estado, de los Municipios y de los Organismos Coordinados y 
Descentralizados de Carácter Estatal, en el cual se establecieron  postulados 
orientados a la reglamentación de la relación Estado-trabajadores, tal como se les 
denominaba en dicho ordenamiento. 
 
Estaba integrado por 114 artículos y 13 transitorios dentro de los cuales su 
contenido establecía fundamentalmente los siguientes principios: “Los derechos y 
obligaciones de los trabajadores, entendiéndose por estos los que más tarde con 
la promulgación de la ley se conocerían como Servidores públicos, jornada de 
trabajo justa, descansos de trabajo, salarios, obligaciones del Estado en su calidad 
de patrón, el nombramiento y sus efectos, organización colectiva de los 
trabajadores mediante los sindicatos, condiciones generales de trabajo, derecho 
de huelga, riesgos de trabajo, enfermedades profesionales y no profesionales, 
organización y funcionamiento del Tribunal de arbitraje y Juntas arbitrales; 
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establecimiento del procedimiento a seguir para desarrollar procesos prontos y 
justos ante dichos organismos y finalmente lo referente a las sanciones por 
infracciones al estatuto. 
  
2.2.2. Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios.  
 
El 3 de Agosto de 1998 fue propuesta la iniciativa de la creación de la Ley 
del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, con el propósito 
de modernizar los ordenamientos legales para servir con honestidad y eficiencia a 
una sociedad cada vez más compleja y exigente. Esta ley establece nuevas 
medidas para el ingreso a la función pública, la protección al salario, los niveles de 
estabilidad laboral. Y el establecimiento de un sistema de profesionalización del 
servicio público que prevé la participación de los servidores públicos. 
 
De igual manera, ha tomado en consideración las demandas de las agrupaciones 
sindicales, entre ellas; mejorar las condiciones de trabajo de los servidores 
públicos tanto del Estado como de sus municipios con la intención de convertirlas 
en propósitos de gobierno y con ello se propicie el estímulo y aliento al servidor 
público profesional, responsable y comprometido con la función pública. 
 
En el aspecto normativo, esta ley define el concepto de institución púbica, con el 
propósito de distinguir las relaciones laborales de los servidores públicos de las 
distintas instituciones; se formula una nueva clasificación de servidores públicos 
en dos grupos: generales y de confianza y define conceptualmente las funciones 
de éstos últimos; por primera vez se dedica un título específico al magisterio, 
regula también el ingreso al servicio de la función pública estableciendo que solo 
pueden ingresar a ella quienes acrediten la capacidad y aptitudes requeridas para 
el buen desempeño de la función; se otorga mayor protección al precisar los casos 
y condiciones en que pueden ser trasladados de una localidad a otra, así como la 
normatividad relativa al sueldo y a sus protecciones legales.  
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Se reconoce la prima de antigüedad al dejar de prestar sus servicios, se otorga 
mayores facilidades a las servidoras públicas embarazadas en cuanto a su 
licencia; así mismo se incorporan a sus beneficios, aguinaldo, prima vacacional, 
prima por permanencia en el servicio, y el pago del 25% adicional por trabajar el 
día domingo. 
 
Se incorporan obligaciones para las instituciones públicas que benefician a los 
servidores entre estas se encuentran programas de becas, de capacitación y de 
estímulos y recompensas. Se regula ampliamente sobre la seguridad e higiene en 
el trabajo. Se establecen las bases generales y criterios para la organización y 
funcionamiento general de los sindicatos, se respeta el derecho de huelga. El 
Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje es regulado para su funcionamiento. 
 
Los requisitos para ser Presidente del Tribunal se amplían a contar con la 
Licenciatura en Derecho, con cinco años de ejercicio profesional. Se introduce un 
apartado para regular las etapas procesales. 
 
2.2.3. Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Conciliación y arbitraje. 
 
El Pleno del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, asume la  
responsabilidad para revisar y modernizar el marco jurídico interno que rige a esta 
institución, para la instrumentación de una pronta Administración de Justicia 
Laboral Burocrática. 
  
Se desconcentró después de 69 años en Salas Auxiliares en los Municipios de 
Tlalnepantla y Ecatepec, por ello resulta necesario y conveniente actualizar la 
normatividad interior de la institución, para poder atender de manera pronta y 
expedita los requerimientos de Justicia Laboral Burocrática, que le plantean tanto 
los servidores públicos de los Poderes del Estado, así como de los 125 
Municipios. 
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El Tribunal tuvo que modificar su estructura administrativa y jurisdiccional, dentro 
de los principios de legalidad, imparcialidad, eficiencia, celeridad, sencillez, 
gratuidad y buena fe, con el fin de prestar a los servidores públicos e instituciones 
públicas que requieran de sus servicios, sean prestados en forma oportuna, cálida 
y con mayor rapidez, y al desconcentrar la función pública de la administración de 
Justicia Laboral Burocrática.  
 
Que resulta necesario precisar y delimitar las facultades y obligaciones de los 
servidores públicos del Tribunal y las Salas Auxiliares con el propósito de que 
realicen las actividades específicas que les señala el Reglamento Interior, 
haciéndolas compatibles con las funciones que en forma cotidiana llevan a cabo.  
 
Que se requiere delimitar las facultades y obligaciones que ejerce el Secretario 
General Jurídico y Consultivo en su calidad de Secretario General del Pleno del 
Tribunal, así como del Secretario General Operativo y de los Secretarios 
Auxiliares, de Acuerdos, Actuarios, Conciliadores, que prestan sus servicios en las 
diferentes áreas administrativas del Tribunal. 
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CAPÍTULO III 
MARCO TEÓRICO CONCEPTUAL DEL DERECHO BUROCRÁTICO. 
 
3.1. Concepto de Derecho y Burocracia. 
 
Sin ahondar demasiado en el tema es importante señalar algunas nociones 
que nos permitan introducirnos a nuestro objeto de estudio. Como resultado de la 
necesidad de contar con un sistema que solucionara los conflictos entre los seres 
humanos, las normas jurídicas se presentan como un conjunto de reglas, que 
pueden ser aplicadas por una autoridad y que su principal motivación son las 
necesidades sociales es por ello que conviene recordar aunque sea de forma 
somera aspectos que nos permitan aproximarnos a un significado de derecho y 
del término derecho burocrático siendo éste último la materia que nos ocupa. 
 
La doctrina jurídica cuenta con una amplia diversidad de acepciones para definir lo 
que es el derecho, por lo que partiremos de su raíz etimológica que proviene del 
latín “directum” que significa dirigir o gobernar y que tiene como idea  establecer 
un orden en la sociedad, es similar a la palabra ius que se utilizaba en el Derecho 
Romano, para evocar una regla de carácter imperativo. 
 
Desde el punto de vista de una corriente del pensamiento jurídico, se le concibe 
desde dos acepciones, la primera al verse al derecho como una norma jurídica 
unida a la de ley natural (iusnaturalismo de Santo Tomás de Aquino) y por otro la 
teoría que ve al derecho como una norma coactiva separada de la ley natural 
(Hans Kelsen). 
 
Podríamos definir al derecho desde el iusnaturalismo como el conjunto de normas 
o reglas anteriores a toda ley escrita que nace de la conciencia de los individuos; 
son reglas surgidas de la razón misma que preceden al derecho positivo. 
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En relación con la teoría de Hans Kelsen, se concibe al derecho como un conjunto 
de reglas o normas jurídicas en vigor, en un lugar y en una época determinada, 
que regulan la conducta social de los individuos, susceptibles de recibir una 
sanción y que inspiradas en la idea de justicia tienden a realizar el orden social 
(positivismo). 
 
Ver al Derecho como un conjunto de normas jurídicas con una intención de 
organización social puede ser la base sobre la cual se puede ir construyendo una 
idea sobre este. Para algunos autores, buscando el un rigor de las normas 
jurídicas y destacando su efecto inhibidor de conductas “El Derecho se nos 
presenta como un sistema de reglas de conducta, de carácter obligatorio, 
impuesto por la autoridad, la cual asegura su eficacia amenazando con sanciones 
a los infractores y, en ocasiones, forzando a un cumplimiento hasta vencer la 
resistencia del rebelde.” (Soto Pérez, 1982, pág. 8)  
 
Para otros autores, en cuanto a su fin el derecho aparece como un “método 
específico que permite inducir a los hombres a conducirse de una manera 
determinada” (Reynoso Castillo, Curso de Derecho Burocrático, 2006, pág. 4) es 
así como la característica de éste método consiste en sancionar con un acto 
coactivo la conducta contraria a la deseada. Por lo anterior observamos que el  
Derecho tiene una utilidad que es organizar la vida en sociedad, bajo ciertas 
bases, como serían la justicia y la equidad. 
 
La construcción de sistemas jurídicos, más allá de su naturaleza y finalidades, ha 
derivado en una abundante normatividad que regula ciertas áreas específicas de 
la vida social, las cuales se han convertido en las diferentes ramas o 
especialidades del derecho. Estas pueden ser clasificadas desde el punto de vista 
del sistema al que pertenecen, en esta ocasión optaremos por el que nos permite 
ubicar el tema central de la presente investigación que es el derecho burocrático, 
dicha clasificación es la que atiende por un lado el ámbito espacial de validez, 
haciendo la distinción entre el derecho interno del internacional y por el otro, “a la 
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índole de la materia que regulan, nos parece la adecuada ya que busca presentar 
una clasificación de los preceptos jurídicos en diversas ramas (donde las 
principales, teniendo como antecedente el derecho romano, serían el derecho 
público y el derecho privado)”. (Reynoso Castillo, Curso de Derecho Burocrático, 
2006)  
 
Ha sido motivo de debate ubicar al derecho del trabajo en dichas ramas, sin 
embargo, a finales de siglo comenzó a ganar fuerza una propuesta teórica de que 
el derecho del trabajo sería parte de una tercer rama denominada derecho social. 
No es nuestro objetivo profundizar sobre este tema, nuestra intención es 
solamente mostrar la ubicación que tendría el derecho burocrático, que bien puede 
ser presentado como parte del derecho social, en un primer momento y como 
parte del derecho del trabajo, en un segundo momento. 
 
El derecho burocrático, surgiría como un desprendimiento, del derecho del trabajo.   
El término burocracia deriva del término burocrático y proviene del francés 
“bureaucratie”. La etimología de la voz se integra del francés bureau, oficina y del 
helinismo cratos gobierno, lo que quiere decir el conjunto de empleados que sirven 
al Estado. 
 
Burocracia; “Según el ángulo interpretativo, éste término contiene distintos 
significados, jurídicamente es un término que adquiere plaza y valor pese a su 
origen político y a su raíz de expresión despectiva. Su valor e importancia la ha 
adquirido en el presente siglo y es consubstancial con el Estado intervencionista y 
de tendencia social… El término adquiere así un sentido despectivo y político… A 
medida que el Derecho Administrativo se supere en nuevos organismos de control 
que regulen la normal y meritoria  marcha de las funciones encomendadas y 
cuanto más se asegure la intervención directa del administrado, por medio de los 
numerosos recursos que el derecho crea, el término burocracia se despojará de su 
sentido despectivo y se afirmará como una institución jurídica.” (Enciclopedia 
Jurídica Ameba, 1967) 
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Al intentar conceptualizar el derecho burocrático podríamos decir que es el 
“conjunto de normas jurídicas con las que se busca regular la relación laboral 
entre los trabajadores que tienen como empleador al Estado”. (Reynoso Castillo, 
Curso de Derecho Burocrático, 2006, pág. 15)   
 
“Cuando se habla de Estado, se hace en un sentido estricto, ya que se estaría de 
lado aquellas organizaciones e instituciones en las cuales el Estado, en un sentido 
amplio, como empleador asume la forma de sector paraestatal y descentralizado, 
y donde el régimen laboral no necesariamente es burocrático” (Reynoso Castillo, 
Curso de Derecho Burocrático, 2006, pág. 15). 
 
3.2. Concepto de Derecho del Trabajo. 
 
Con el nacimiento del derecho social, surge  una nueva área  del derecho que 
buscaría proteger a la clase trabajadora frente a la clase patronal dando origen al 
nacimiento del derecho del trabajo. Inicialmente a este derecho se le denominaba 
derecho obrero o legislación industrial, pues es bien sabido que su origen fue 
regular las relaciones obrero-patronales.  
 
El nacimiento del derecho del trabajo, se debió a que se reconoció que el derecho 
civil, era insuficiente e ineficaz para solucionar los conflictos derivados de las 
relaciones laborales, es por ello que el nacimiento de dicha disciplina constituyó un 
parte aguas en la historia jurídica nacional. 
 
El Derecho del Trabajo siempre ha sido una garantía individual que se debe a la 
persona humana y que el Estado debe tutelar por lo que se eleva a nivel 
constitucional precisamente en el artículo 123, es de aquí donde nacen las bases 
a partir de las cuales surgiría la reglamentación de ésta nueva rama jurídica. 
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Las conceptualizaciones de los más distinguidos juristas a éste respecto son las 
siguientes: 
 
Alberto Trueba Urbina define al derecho del trabajo como: “El conjunto de 
principios, normas e instituciones que protegen, dignifican y tienden a reivindicar a 
todos los que viven de sus esfuerzos materiales o intelectuales, para la realización 
de su destino histórico: socializar la vida humana” (Trueba Urbina A. , 1975) 
 
Para Néstor de Buen Lozano: “Es el conjunto de normas relativas a las relaciones 
que directa o indirectamente derivan de la prestación libre, subordinada y 
remunerada de servicios personales cuya función es producir el equilibrio de los 
factores en juego mediante la realización de la justicia social” (De Buen Lozano, 
Derecho del Trabajo, 1977, pág. 127) 
 
Mario de la Cueva manifiesta que: “Es la norma que se propone realizar la justicia 
social en el equilibrio de las relaciones entre el trabajo y el capital” (De Buen 
Lozano, Derecho del Trabajo, 1977, pág. 128) 
 
Alfredo Sánchez Alvarado, define al citado derecho como “El conjunto de 
principios y normas que regulan, en su aspecto individual y colectivo, las 
relaciones entre trabajadores y patronos, entre trabajadores entre sí y entre 
patronos entre sí, mediante intervención del Estado, con objeto de proteger y 
tutelar a todo aquel que preste un servicio subordinado, y permitirle vivir en 
condiciones dignas, que como ser humano le corresponden para que pueda 
alcanzar su destino” (Trueba Urbina A. , 1975, pág. 134) 
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3.3. Los Fines del Derecho del Trabajo. 
 
Como ya hemos mencionado el derecho del trabajo es una garantía 
individual que se debe a la persona humana y que el Estado debe tutelar ya que la 
finalidad suprema de éste es otorgar mejores condiciones de trabajo, estabilidad 
en el empleo, salarios remunerados, jornadas humanas, descansos y vacaciones 
que permitan, en última instancia, mejorar la calidad de vida de la población. 
 
En cuanto a su fin colectivo, pretende conseguir la paz social mediante el 
entendimiento armónico de los factores de la producción, en México podemos 
decir que son tres: “la nivelación de las fuerzas sociales mediante el 
reconocimiento de los organismos de representación clasista; el establecimiento 
de sistemas normativos adaptados a las situaciones particulares de las empresas 
y el reconocimiento estatal de la autodefensa proletariada. Estos tres fines 
anteriores se expresan en las instituciones fundamentales de derecho colectivo, 
sindicalismo, contratación colectiva y huelga. “ (Nestor, 1999, pág. 580) 
 
El fin del derecho burocrático es regular las relaciones del Estado, en su papel de 
patrón de los trabajadores que prestan el servicio público. 
 
3.4. Concepto de Derecho Laboral Burocrático. 
 
 El Derecho Laboral Burocrático representa innegables matices de utilidad 
práctica, como marco regulador de múltiples actividades de los servidores 
públicos. Andrés Serra Rojas, señala que la burocracia se integra por la clase 
social constituida por los empleados y funcionarios públicos. 
 
Miguel Acosta Romero define al  “Derecho Burocrático como aquella disciplina o 
rama del Derecho Social que tiene por objeto regular los derechos y obligaciones 
recíprocos entre el Estado y sus servidores, que establece, además, las bases de 
justicia que tiendan a equilibrar el disfrute de las garantías sociales por parte de 
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los servidores públicos, con el ejercicio y cumplimiento de las funciones tareas y 
compromisos que corresponde cumplir al Estado, como representante general de 
la sociedad. (Acosta Romero, 1999, pág. 44)“ 
 
Miguel Cantón Moller, define al derecho laboral burocrático como “una institución 
compleja, entendida como el trabajo desarrollado en oficinas o bien para aludir a 
personas que están en el servicio público como un grupo.” (Villareal Reyes, 
Derecho Colectivo Burocrático, 2011, pág. 2) 
 
Emilio Chauyffet Chemor, nos dice que “el derecho burocrático: regula los vínculos 
entre el Estado y sus trabajadores, da específica y contenido a una relación que 
forma parte del derecho administrativo.” (Morales Paulín, 1995) 
 
La burocracia abarca el conjunto de servidores que prestan su servicio personal al 
Estado. “Así lo expresa Andrés Serra Rojas, señalando que en un sentido general 
la burocracia alude a la clase social que integran los funcionarios y empleados 
públicos”. (Morales Paulín, 1995, pág. 3) 
 
Carlos A Morales Paulín nos dice que el derecho burocrático siendo parte del 
derecho del trabajo, se encarga del tratamiento de la relación jurídico laboral del 
Estado con sus empleados, cuya naturaleza hace de éste un trabajo especial. 
 
Como podemos observar el concepto de derecho burocrático es muy amplio y 
variado sin embargo se comparte la definición del conjunto de normas jurídicas 
con las que se busca regular la relación laboral entre los trabajadores que tienen 
como empleador al Estado. 
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3.5. Sujetos del Derecho Burocrático. 
 
Las normas de derecho laboral parten del principio de igualdad, en el que 
todas las personas que entregan su energía de trabajo a otro, por lo que no debe 
existir diferencia entre las legislaciones que distinguen trabajador, empleado y 
obrero. El marco legal mexicano,” define al trabajador como la persona física que 
presta a otra, física o moral un trabajo personal subordinado. En cambio el 
trabajador del Estado se ha referido como burócrata.” (Morales Paulín, 1995, pág. 
3) 
 
Para el maestro Mario de la Cueva, los trabajadores públicos son únicamente 
aquellos que desempeñan las funciones del Estado y la Ley burocrática en su 
artículo 3 dispone que  “trabajador es toda persona que preste un servicio físico, 
intelectual o de ambos géneros, en virtud de nombramiento expedido o por figurar 
en las listas de raya de los trabajadores temporales.” Dicho trabajador según la ley 
puede ser de confianza o de base, los primeros solo disfrutan de las medidas de 
protección al salario y de los beneficios de seguridad social. 
 
En consecuencia lo que hace que se determine la calidad del servidor público son 
las responsabilidades que se encuentran en juego en la función pública, puesto 
que la responsabilidad administrativa se establece para todos los servidores 
públicos. Cabe mencionar que en el sistema jurídico mexicano se excluye del 
derecho laboral burocrático a los trabajadores de instituciones y organismos 
descentralizados que se rigen por el apartado A del artículo 123 constitucional. 
 
Con lo anterior podemos concluir que son sujetos del derecho laboral burocrático: 
el Estado en su carácter de empleador,  y los trabajadores al servicio del Estado 
teniendo en cuenta que los trabajadores de los organismos descentralizados no se 
encuentran sujetos al régimen burocrático. 
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3.6. Fuentes del Derecho Burocrático. 
 
Las fuentes más importantes que han dado contenido a éste derecho son 
básicamente tres: “el derecho interno de origen estatal (Leyes o códigos de 
trabajo, normas administrativas emanadas del Poder Ejecutivo, la jurisprudencia), 
el derecho de origen profesional (Contratos colectivos, reglamentos de empresa, 
usos y costumbres) y el derecho internacional del trabajo (convenios y tratados 
internacionales que se ocupan de algún aspecto laboral)” 
 
Las fuentes formales que de acuerdo con el artículo 17 de la Ley Federal del 
Trabajo son: La Constitución, La Ley, sus Reglamentos, Los Tratados 
Internacionales, los principios generales del derecho, la jurisprudencia, la 
costumbre y la equidad. Siendo así que la primera fuente del derecho laboral 
burocrático es la Constitución Política siendo el artículo 123 apartado B donde se 
establecen los principios básicos que regirán las relaciones laborales entre los 
Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores 
estableciendo de igual manera los derechos mínimos de los que deberán gozar. 
 
La Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado señala que lo no 
previsto en ella o a falta de disposiciones especiales se aplicaran supletoriamente 
en el siguiente orden : Ley Federal del Trabajo, Código Federal de Procedimientos 
civiles, Leyes de orden común, la costumbre, el uso, los principios generales del 
derecho y la equidad.  
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3.7. Conceptos Fundamentales del Derecho Burocrático. 
 
3.7.1. Trabajador al Servicio del Estado. 
 
 Para José Dávalos, los Trabajadores al Servicio del Estado son: “las 
personas físicas que prestan sus servicios en la realización de la función pública 
de manera personal, bajo la subordinación del titular de una dependencia o de su 
representante y en virtud de un nombramiento expedido por una autoridad 
competente (o por figurar en las listas de raya de los trabajadores temporales).” 
(Morales Paulín, 1995, pág. 79) 
 
Morales Paulín, dice el trabajador al servicio del Estado “es toda persona física 
que presta un servicio físico, intelectual o de ambos géneros a un órgano del 
Estado independientemente del estatuto que le es aplicable, y que asume una 
relación jurídica laboral por virtud de un nombramiento expedido por autoridad 
competente, por figurar en las listas de raya de los trabajadores temporales o por 
asumir tal relación laboral conforme a lo establecido en las Condiciones Generales 
de Trabajo, o su equivalente.” (Meléndez George, Derecho Burocrático, 2005, pág. 
223) 
 
La ley burocrática también hace referencia a dichos trabajadores en su artículo 12 
nos dice que son aquellos que prestan un servicio físico, intelectual o de ambos 
géneros, en virtud de nombramiento expedido o por figurar en las listas de raya de 
los trabajadores temporales.  
 
En el artículo 4º de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado se 
dividen en dos de confianza y de base, y en su artículo 5º fracción II último párrafo 
se dispone que los trabajadores de los Poderes de la Unión y del Gobierno del 
Distrito Federal, se clasificaran conforme a lo señalado en el catálogo de Puestos 
del Gobierno Federal.  
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Así mismo la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios 
unifica a los trabajadores como servidores públicos en su artículo 4º entendiendo: 
I. Por servidor público, toda persona física que preste a una institución pública 
un trabajo personal subordinado de carácter material o intelectual, o ambos 
géneros, mediante el pago de un sueldo.  
II. Por trabajador, la persona física que presta sus servicios, en forma 
subordinada, en el Subsistema Educativo Estatal, mediante el pago de un 
sueldo o salario.  
 
3.7.2. Trabajadores de Base. 
  
 Los trabajadores de base son aquellas personas físicas que prestan sus 
servicios personales y de manera subordinada al Estado mediante nombramiento 
expedido a su favor. 
 
Una característica esencial para éste tipo de trabajadores, es que serán  
inamovibles y pueden adquirir este derecho después de seis meses de servicio 
contando con un expediente libre de notas desfavorables y solo podrán ser 
cesados de su cargo por justa causa en términos del artículo 46 de la Ley Federal 
de los Trabajadores al Servicio del Estado. 
 
Es importante mencionar que se consideran trabajadores de base todas las 
categorías que consigne el Catalogo de Empleos de la  Federación para el 
personal docente de la Secretaría de Educación Pública. Para distinguir quienes 
son trabajadores de base y de confianza existe un Catálogo General de Puestos 
que especifican dichas características además de que por exclusión se consideran 
los que no están incluidos en el artículo 5º de la Ley Federal de Trabajadores al 
Servicio del Estado. 
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3.7.3. Trabajadores de Confianza.  
 
 Los trabajadores de confianza son aquellas personas físicas que prestan 
sus servicios personales y de manera subordinada al Estado en su calidad de 
patrón mediante nombramiento expedido a su favor y que ejercen funciones de 
dirección y/o administración y que no gozan de la estabilidad en el empleo 
disfrutando solamente de las medidas de protección al salario y los beneficios de 
la seguridad social. 
 
Se encuentran enlistados en el artículo 5 de la Ley Burocrática. Este tipo de 
nombramiento se da a quienes desarrollan funciones de: dirección, inspección, 
manejo de fondos, auditoria, control de adquisiciones, en almacenes e inventarios, 
asesoría y consultoría, los secretarios particulares, Agentes del Ministerio Público 
Federal, Policías judiciales entre otros. 
 
 Como son: 
I. Los que integran la planta de la Presidencia de la República. 
II. En el poder ejecutivo.  
III. En el Poder Legislativo. 
IV. En el Poder Judicial. 
 
En cuanto a la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios 
en su artículo 8º se entiende por servidores públicos de confianza: 
 
I. Aquellos cuyo nombramiento o ejercicio del cargo requiera de la 
intervención directa del titular de la institución pública, del órgano de 
gobierno o de los Organismos Autónomos Constitucionales; siendo atribución 
de estos su nombramiento o remoción en cualquier momento; 
II. Aquéllos que tengan esa calidad en razón de la naturaleza de las 
funciones que desempeñan y no de la designación del puesto. 
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Son funciones de confianza las de dirección, inspección, vigilancia, auditoria, 
fiscalización, asesoría, procuración y administración de justicia y de 
protección civil, así como las que se relacionen con la representación directa 
de los titulares de las instituciones públicas o dependencias, con el manejo 
de recursos, las que realicen los auxiliares directos, asesores, secretarios 
particulares y adjuntos, choferes, secretarias y demás personal operativo que 
les sean asignados directamente a los servidores públicos de confianza o de 
elección popular. 
No se consideran funciones de confianza las de dirección, supervisión e 
inspección que realizan los integrantes del Sistema Educativo Estatal en los 
planteles educativos del propio sistema. 
 
3.7.4. Patrón- Estado 
 
 El patrón “es la persona física o moral, que utiliza por su cuenta y bajo su 
subordinación, los servicios lícitos prestados libre y personalmente, mediante una 
retribución por un trabajador.” (Meléndez George, Derecho Burocrático, 2005, pág. 
224) Los patrones son aquellos que resultan beneficiados por la actividad que 
desempeña el trabajador.  
 
La Ley Federal del Trabajo define en su artículo 10 patrón como: Patrón es la 
persona física o moral que utiliza los servicios de uno o varios trabajadores. Díaz 
de León opina que cuando el patrón es persona jurídica, ésta puede ser de 
derecho público (Estado) o de derecho privado (sociedad anónima) y puede ser 
hasta de derecho social cuando algunos sindicatos contratan personal distinto a 
los trabajadores sindicalizados. Las obligaciones del Patrón- Estado se traduce en 
los derechos de los trabajadores burocráticos. 
 
Para efectos de la Ley del trabajo de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios en su artículo 4º fracción III se entiende por Institución pública cada 
uno de los poderes públicos del Estado, los municipios y los tribunales 
administrativos; así como los organismos descentralizados, fideicomisos de 
carácter estatal y municipal, y los órganos autónomos que sus leyes de creación 
así lo determinen. 
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En dicho artículo de la citada ley  fracción IV entiende por dependencia, la unidad 
administrativa prevista en los ordenamientos legales respectivos que, estando 
subordinada jerárquicamente a una institución pública, tenga un sistema propio de 
administración interna. 
 
3.7.5. La Relación Laboral burocrática. 
 
Para comprender el término relación laboral debemos comprender en 
primer lugar el significado de la palabra relación que es la comunicación que existe 
entre dos o más personas, en nuestro caso esta relación o comunicación es con 
motivo de trabajo. Una definición de dicho término es “la vinculación que existe 
entre el trabajador y su empleador, sea éste persona real o jurídica, con la 
exclusión de la existencia o no de un contrato de trabajo y vinculado a los 
elementos sociológicos rectores de la disciplina jurídica que regula la materia”. 
(Meléndez George, Derecho Burocrático, 2005, pág. 3) Podemos decir que es una 
vinculación de carácter jurídico porque conlleva  derechos y obligaciones 
recíprocos, y de carácter personal, porque eleva a un primer plano al elemento 
humano como finalidad en sí, abandonando ciertos conceptos como el de trabajo 
mercancía. 
 
Algunos autores interpretan  a la relación laboral como sinónimo de relación 
jurídica; Castro la define como “la situación jurídica en que se encuentran las 
personas, organizadas unitariamente dentro del orden jurídico total por un especial 
principio jurídico”. (Meléndez George, Derecho Burocrático, 2005, pág. 4) 
 
Podemos precisar que por relaciones laborales se entiende “la relación que existe 
entre personas, una que presta un servicio y otra que recibe el mismo, a través de 
una responsabilidad jurídica contraída recíprocamente”. (Meléndez George, 
Derecho Burocrático, 2005, pág. 4) 
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La ley Federal del Trabajo, define relaciones de trabajo en su artículo 20 que al 
tenor dice: “Se entiende por relación de trabajo, cualquiera que sea el acto que le 
de origen, la presentación de un trabajo personal subordinado a una persona, 
mediante el pago de un salario”. 
 
 Por lo anteriormente expuesto podemos decir que para que exista relación 
laboral, es necesario que exista una prestación de trabajo independientemente de 
la forma en que se establezca el contrato, pero además una subordinación siendo 
esta un elemento esencial para que exista la relación laboral. 
 
Tratándose de los trabajadores que prestan sus servicios a favor del Estado, 
haciendo la aclaración que al mencionar Estado nos referimos a todos los 
trabajadores que laboran con el Gobierno, Federal, en sus diferentes instancias y 
dependencias así como a las instituciones a que se refiere el artículo primero de la 
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado 
B) del artículo 123 Constitucional. 
 
La citada ley burocrática nos indica en su artículo 2º, que la relación jurídica de 
trabajo se entiende “la establecida entre los titulares de las dependencias y los 
trabajadores de base a su servicio”.  El vínculo entre el titular y el trabajador será, 
resultado de la relación laboral pero para que exista ésta, un elemento esencial es 
el nombramiento correspondiente, o en su caso que aparezca en las listas de 
raya. Para los trabajadores al servicio del Estado la relación es con los titulares de 
las dependencias y sólo para los trabajadores de base. 
 
La teoría de la relación jurídica del trabajo burocrático se asemeja bastante a la 
laboral: es el hecho objetivo de la incorporación del trabajador a la unidad 
burocrática por virtud del nombramiento por aparecer en las listas de raya. Su 
esencia es institucional por cuanto que la relación se rige por la ley que es tutelar 
de los empleados, resaltando consiguientemente su carácter contractualista. 
(Trueba Urbina A. y., 1995)  
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Con lo anterior podemos observar que se resalta el aspecto contractualista para 
que exista la relación laboral es necesario que exista un contrato individual de 
trabajo, en caso de no existirlo deberá de existir en la nómina y además que la 
plaza esté dentro del presupuesto emitido por el gobierno y la existencia de la 
relación laboral burocrática está condicionada al nombramiento. 
 
Acosta Romero considera que esta relación es un acto- condición, porque el 
nombramiento que es un acto administrativo, condiciona la aplicación de una 
situación general, impersonal y objetiva a un caso concreto.  
 
“La relación de trabajo implica:  
 
a) El  acuerdo de voluntades entre el Estado y sus trabajadores, 
b) Un nombramiento hecho por autoridad competente. 
c) La aplicación del estatuto al servidor público. 
d) Los efectos de la relación de trabajo. “ (Acosta Romero, Miguel, 1999, pág. 
263) 
 
La Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios establece 
que la relación de trabajo entre las instituciones públicas y sus servidores públicos 
se entiende establecida mediante nombramiento, formato único de movimiento de 
personal, contrato o por cualquier otro acto que tenga como consecuencia la 
prestación personal subordinada del servicio y la percepción de un sueldo.  
 
3.7.6. El nombramiento. 
 
A partir de 1970 año en que se crea una nueva forma jurídica de formalizar 
la relación laboral entre el Estado y sus Servidores Públicos a efecto de darle 
certeza jurídica a dicha relación por medio del nombramiento, dejando 
prácticamente inexistente la figura del contrato, bajo el argumento de que no 
existe la participación de la voluntad del empleado en la determinación de las 
  
66 
 
condiciones del trabajo, por lo que hacen del nombramiento la figura idónea para 
establecer el vínculo jurídico que una al Estado y sus trabajadores. 
 
El nombramiento según Acosta Romero “es el documento donde consta la 
designación de determinada persona, para desempeñar un cargo o empleo 
público y consecuentemente, formaliza la relación jurídica de trabajo con el titular 
de la entidad respectiva o dependencia.” (Meléndez George, Derecho Burocrático, 
2005, pág. 238) 
 
Para Cantón Moller, el nombramiento es un documento emitido por funcionario 
debidamente autorizado para ello, siempre dentro de las modalidades previstas 
por la Ley Orgánica relativa y por el presupuesto de la dependencia de que se 
trata. (Cantón Moller, 1985)  
 
La legislación burocrática local para el Estado de México, no hace mención a 
conceptualizar al nombramiento, sin embargo derivado del análisis de la ley puede 
establecerse que el nombramiento es el acto jurídico por medio del cual una 
persona en su calidad de servidor público establece con el Estado en su calidad 
de empleador una relación personal y subordinada de carácter laboral mediante el 
pago de un sueldo por la prestación del servicio. 
 
Dichos nombramientos deberán contener ciertos requisitos como: Nombre, cargo 
para el que es designado, nacionalidad, edad, sexo, estado civil y domicilio, fecha 
de inicio de sus servicios y lugar de adscripción. Así como los servicios que deben 
prestarse, que serán determinados con la mayor precisión posible, de igual 
manera se especificara si el nombramiento es definitivo, interno, provisional, por 
tiempo fijo o por obra determinada; también deberá contener la duración de la 
jornada de trabajo, el sueldo y demás prestaciones que recibirá el trabajador y la 
firma del servidor público autorizado para emitir el nombramiento, contrato o 
formato único de Movimientos de Personal, así como el fundamento legal de ésta 
atribución.   
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Los nombramientos pueden ser de distinto carácter como: 
 
Definitivos: Son otorgados de manera libre por los titulares de las dependencias y 
son considerados de ésta categoría cuando son permanente las labores que va a 
realizar el trabajador, esto cuando se trata de plazas o puestos de última categoría 
o de nueva creación. Dicho nombramiento será otorgado por acenso a los 
trabajadores que obtengan mejores calificaciones y por medio de escalafón 
respectivo. 
 
Interinos: Estos son otorgados para cubrir vacantes temporales que no excedan 
de los seis meses. Lo anterior derivado de las licencias sin goce de sueldo que se 
les concede a los trabajadores por razones personales con fundamento en el 
artículo 63 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. 
 
Provisionales: Ocurre cuando se ocupa una vacante temporal mayor a seis meses. 
Por tiempo fijo: Su principal característica es que son expedidas con fecha precisa 
de terminación de trabajos eventuales o de temporada. 
 
Por obra determinada: Se otorgan para la realización de tareas de una obra 
determinada, pero no es permanente, esta tendrá una duración mientras se realice 
la obra materia de dicho nombramiento.  
 
Los nombramientos aceptados tienen efectos tales como la obligación de cumplir 
con los deberes inherentes al mismo y a las consecuencias que sean conforme a 
la ley, al uso y a la buena fe, y el cambio de los funcionarios de una dependencia 
no debe de afectar los derechos de los trabajadores. 
 
De lo anteriormente expuesto se justifica la existencia del nombramiento como 
elemento esencial que tiene como fin vincular al Estado y a sus Servidores 
Públicos, puesto que el Estado manifiesta por conducto de sus titulares, su deseo 
de relacionarse con un particular para que bajo sus órdenes lleve a cabo las 
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actividades y tareas que se le encomienden y por otra parte la persona física 
responde a esa oferta de empleo siendo necesario su consentimiento para que 
exista dicha relación. 
 
El nombramiento de acuerdo a lo establecido en el artículo 49 de la Ley del 
Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios deberá contener los 
siguientes elementos; nombre completo del servidor público, cargo para el que es 
designado, fecha de inicio de sus servicios y lugar de adscripción, carácter del 
nombramiento (general o de confianza), temporalidad del mismo, remuneración 
del mismo, partida presupuestal a la que deberá cargarse la remuneración, firma 
del servidor público autorizado para emitir el nombramiento, fundamento legal de 
dicha atribución.  El nombramiento deberá contener los anteriores elementos a 
efecto de establecer los deberes y derechos inherentes al mismo basados en la 
ley, los usos, costumbres y la buena fe siempre en función de que el Estado 
cumpla con sus fines y el trabajador satisfaga sus necesidades primarias con un 
salario remunerativo y un derecho de seguridad social gozando de una estabilidad 
en el empleo sin importar la calidad de Servidor Público que ostente ya sea 
general o de confianza.  
 
3.7.7. Suspensión de la Relación Burocrática. 
 
La suspensión de las relaciones de trabajo “son una institución que tiene 
por objeto conservar la vida de las relaciones suspendiendo la producción de sus 
efectos, sin alguna responsabilidad para el trabajador y el patrón, cuando se 
advierte alguna circunstancia, que impide al trabajador la prestación de su 
trabajo.” (Acosta Romero, 1999, pág. 270) Lo anterior no significa el cese del 
trabajo. 
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El artículo 45 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado 
menciona las causas por las que podrán ser suspendidos temporalmente los 
trabajadores que son: 
 
I. Que el trabajador contraiga alguna enfermedad que implique un peligro 
para las personas que trabajan con él, y; 
II. La prisión preventiva del trabajador, seguida de sentencia absolutoria o 
el arresto impuesto por autoridad judicial o administrativa, a menos que, 
tratándose de arresto el Tribunal Federal  de Conciliación y Arbitraje, 
resuelva que debe tener lugar el cese del trabajador. 
 
En cuanto a los trabajadores que tengan encomendado manejo de fondos, 
valores o bienes, y apareciera alguna irregularidad el titular de la dependencia 
podrá suspenderlo hasta por sesenta días mientras se practica la investigación 
y se resuelve sobre su cese. 
 
Las consecuencias de la suspensión  son la no prestación del servicio y el no 
pago de salario, sin responsabilidad para el trabajador ni para el titular. 
Además de darse otras consecuencias como: 
 
A) La continuidad de los beneficios de la seguridad social; suspensión de la 
relación laboral como es el caso de la licencia sin goce de sueldo. 
B) Temporalidad. La suspensión implica el carácter temporal ya que de son 
ser aso se dará la disolución de la relación laboral. 
C) Reserva de plaza del trabajador  
D) Inalterabilidad del nombramiento. Se traduce en el derecho de permanecer 
en el mismo, en tanto exista la materia del trabajo y percibir los beneficios 
que de ella emanen, proporciona la trabajador la seguridad de que la 
relación de trabajo subsistirá. (Acosta Romero, 1999) 
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Uno de los principios sobre los cuales se apoya el derecho burocrático es la 
estabilidad en el empleo de los Servidores Públicos, sin embargo existen algunas 
excepciones establecidas en la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del 
Estado y Municipios en vigor que hacen que la relación laboral se pueda terminar, 
suspender y rescindir. 
 
En primer lugar nos referimos a la suspensión, sin embargo la citada Ley 
Burocrática local no hace referencia a la conceptualización del término 
suspensión, puesto que solo refiere en su artículo 90 a las causas que le dan 
origen siendo causas de la suspensión de la relación laboral: 
 
I. Padecer el servidor público alguna enfermedad contagiosa, que implique 
un peligro para las personas que laboran con él; 
II. Tener licencia sin goce de sueldo por incapacidad temporal ocasionada 
por un accidente o enfermedad que no constituya un riesgo de trabajo; 
III El arresto del servidor público; 
IV. La prisión preventiva del servidor público, seguida de sentencia 
absolutoria; 
V. Las previstas por otros ordenamientos aplicables e impuestas por la 
autoridad competente; o 
VI. Las que se determinen en las condiciones generales de trabajo de las 
instituciones públicas o dependencias; 
VII. Las licencias otorgadas sin goce de sueldo para desempeñar cargo de 
elección popular. 
VIII. La designación hecha de los servidores públicos, como representantes, 
ante los organismos estatales, tales como el Instituto de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, Comisión Estatal de Derechos Humanos y 
otros semejantes, durante el periodo en que dure el cargo o comisión, 
siempre y cuando el cargo sea incompatible, o se perciba una remuneración 
económica. 
El tiempo de suspensión de la relación laboral en los casos previstos por las 
fracciones I y II se sujetará a lo que establezca la incapacidad expedida por 
el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios. 
 
Por otra parte el artículo 91 del citado ordenamiento legal dispone que, la 
suspensión surtirá sus efectos legales a partir de la fecha en que se produzca 
alguna de las causales que anteceden, o bien desde la fecha en que se 
comunique a la institución pública o dependencia correspondiente la causa de la 
misma, y dada la naturaleza temporal de la suspensión y para efecto de que 
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persista la estabilidad en el empleo  del Servidor Público, es necesario que se 
reincorpore a sus actividades al día hábil siguiente que desaparezca la causa que 
dio origen a la suspensión, salvo en la causal IV referente a la prisión preventiva 
del servidor público, seguida de sentencia absolutoria, en la que lo podrá hacer 
dentro de los quince días siguientes. 
 
Finalmente existe la obligación del Servidor Público de entregar a su superior 
jerárquico la documentación probatoria de que ha finalizado la causal de 
suspensión, bajo el apercibimiento de que en caso de no entregarla o no 
incorporarse en los plazos que señala la ley, los días de inasistencias se tendrán 
por faltas injustificadas. 
 
3.7.8. Terminación de la Relación Laboral Burocrática. 
 
 La doctrina explica que la terminación de la relación laboral burocrática 
consiste en dejar sin efecto el nombramiento, en virtud de causa justa que así lo 
amerite, sin responsabilidad para los titulares de las dependencias. Las causas 
por las que ya no surtirá efectos el nombramiento son:  
 
“I. Por renuncia, por abandono de empleo o por abandono o repetida falta 
injustificada a las labores técnicas relativas al funcionamiento de maquinaria 
o equipo, o a la atención de personas, que pongan en peligro esos bienes o 
que cause la suspensión o deficiencia de un servicio, o que pongan en 
peligro la salud o vida de las personas, en los términos que señalen los 
reglamentos de trabajo aplicables a la dependencia respectiva.  
II. Por conclusión del término o de las determinantes de la designación. 
III. Por muerte del trabajador. 
VI. Por incapacidad permanente del trabajador. 
VII. Por incapacidad permanente del trabajador, física o mental que le impida 
el desempeño de sus labores;  
V. Por resolución del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, en los 
casos siguientes: 
a) Cuando el trabajador incurriera en faltas de probidad u honradez o actos de 
violencia, amagos injurias, o malos tratamientos contra sus jefes o 
compañeros o contra los familiares de unos u otros, ya sea dentro o fuera de 
las horas de servicio.  
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b) Cuando faltare por más de tres días consecutivos a sus labores sin causa 
justificada. 
c) Por destruir internacionalmente edificios, obras, maquinaria, instrumentos, 
materias primas y demás objetos relacionados con el trabajo. 
d) Por cometer actos inmorales durante el trabajo. 
e) Por revelar los asuntos secretos o reservados de que tuviere conocimiento 
con motivo de su trabajo. 
f) Por comprometer con su imprudencia, descuido o negligencia la seguridad 
del taller, oficina o dependencia donde preste sus servicios o de las 
personas que allí se encuentran. 
g) Por desobedecer reiteradamente y sin justificación las ordenes que reciba 
de sus superiores.  
h) Por concurrir, habitualmente, al trabajo en estado de embriaguez o bajo la 
influencia de algún narcótico o drogo enervante. 
i) Por falta comprobada de cumplimiento de las condiciones generales de 
trabajo de la dependencia respectiva.  
j) Por prisión que sea el resultado de una sentencia ejecutoria.” (Ley de los 
Trabajadores al Servicio del Estado) 
 
En el caso que se incurra en alguna de las causales mencionadas anteriormente 
el Titular de la dependencia levantara el acta administrativa con intervención del 
trabajador y un representante del Sindicato respectivo, y en la que se asentarán 
los hechos, tanto la declaración del trabajador afectado  como la de los testigos de 
cargo y descargo que se propongan, dicha acta se firmará por los que en ella 
intervengan y por dos testigos de asistencia, debiendo entregarse una copia al 
trabajador y otra al representante sindical en el acto. 
 
Ahora bien, es el artículo 89 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del 
Estado y Municipios la que expresa las causas de terminación de la relación 
laboral sin responsabilidad para las instituciones públicas;  
 
I. La renuncia del servidor público; 
II. El mutuo consentimiento de las partes; 
III. El vencimiento del término o conclusión de la obra determinantes de 
la contratación; 
IV. El término o conclusión de la administración en la cual fue contratado 
el servidor público a que se refiere el artículo 8 de ésta ley: 
V. La muerte del servidor público; y 
VI. La incapacidad permanente del servidor público que le impida el 
desempeño de sus labores. 
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Luego entonces, una de las características fundamentales de la terminación de la 
relación laboral es que se puede dar en general por dos supuestos, en el primero 
el mutuo consentimiento, mediante la manifestación de la voluntad del servidor 
público de ya no seguir obligado a través del nombramiento en la prestación del 
servicio personal y subordinado, y del patrón de ya no seguir recibiendo el servicio 
por parte del trabajador.  En el segundo supuesto se da por causas ajenas al 
Estado, tales como la voluntad del servidor público de ya no seguir bajo la 
subordinación del Estado mediante la renuncia, la muerte del servidor público, la 
conclusión de la obra para la cual fue contratado, y la incapacidad permanente del 
servidor, razones por las cuales se hace ya imposible la prestación del servicio, en 
virtud de que para la prestación del mismo deberá existir la necesidad de prestar 
el servicio, de manera voluntaria, y personal.  Derivado de lo expresado con 
antelación, es menester resaltar que al darse los supuestos citados es imposible 
que subsista la relación laboral, razón por la cual se justifica la existencia de la 
terminación de la relación laboral. 
 
3.7.9. Cese de los efectos del nombramiento. 
 
El derecho burocrático ha incluido como el mecanismo de ruptura de la relación 
laboral al denominado “cese”; sin embargo dicho término aparece como la figura 
equivalente al despido o a la de rescisión de la relación laboral establecida en la 
Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios en vigor para 
el Estado de México. 
 
El nombramiento de un trabajador puede ser cesado  mediante dos 
procedimientos uno puedes ser por conducto del Tribunal Federal de Conciliación 
y Arbitraje y otro por el Titular de la dependencia. 
En el primer caso, En cuanto sea levantada el acta administrativa de hechos y 
tratándose de las causas previstas en el artículo 46 fracción V; el jefe superior de 
la oficina podrá ordenar la remoción del trabajador que diere motivo a la 
terminación de los efectos de su nombramiento de igual manera el Titular de la 
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dependencia puede suspender los efectos del nombramiento si está de acuerdo el 
sindicato; pero dado el caso de que éste último no estuviera de acuerdo y se trate 
de alguna causa grave, el Titular podrá demandar  la conclusión de los efectos del 
nombramiento, ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, el cual 
proveerá de plano en incidente por separado. 
 
El procedimiento para resolver las controversias relativas a la terminación de los 
efectos del nombramiento de los trabajadores ante el Tribunal Federal de 
Conciliación y Arbitraje se desarrollara de la siguiente manera: En primer lugar la 
dependencia presentará por escrito su demanda debidamente acompañada de los 
documentos que señala el artículo 46 bis, solicitando en el mismo acto el 
desahogo de las demás pruebas que sea posible presentar durante la audiencia; 
dentro de los tres días siguientes a la presentación de la demanda se correrá 
traslado de la misma demanda y se contara con nueve días hábiles para dar 
contestación por escrito, acompañado de las pruebas que obren en su poder o 
señalando el lugar o lugares en donde se encuentran los documentos que no 
estén en su poder, para el efecto de que el Tribunal los solicite, y proponiendo la 
práctica de pruebas durante la audiencia. 
 
Una vez que son fijados los términos de las controversias y reunidas las pruebas 
que se hubiesen presentado con la demanda y la contestación el Tribunal citara a 
una audiencia la cual tendrá lugar dentro de los quince días siguientes de recibida 
la contestación, en ella se desahogarán las pruebas, se escucharan los alegatos 
de las partes y se dictarán los puntos resolutivos del laudo, que se engrosarán 
dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la celebración de la audiencia, 
excepto en los casos en los que el Tribunal considere necesarias la práctica de 
otras diligencias y una vez llevadas a cabo y desahogadas, se dictará el laudo 
dentro de los quince días siguientes. 
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En el segundo caso que es por determinación del titular de la dependencia, no es 
necesario que dicho titular acuda ante el tribunal para demandar el cese de los 
efectos del nombramiento, sino que puede determinarlo este en el momento en 
que la causal se determine de manera fehaciente; ya que, en el supuesto de que 
el trabajador afectado interpusiera la demanda respectiva ante el tribunal, el 
apoderado o representante del titular haría valer dicha causal en vía de excepción. 
 
La consecuencia del cese del nombramiento es la terminación de la relación 
laboral burocrática y consecuentemente se deja de percibir el salario 
correspondiente.  Es importante señalar que si el Tribunal determina que el cese 
fue justificado, el trabajador no tiene derecho al pago de salarios caídos; pero si 
este fue despedido sin causa justa tendrá el titular la obligación de reinstalarlo y 
pagar los salarios caídos, en este mismo caso pero  si el trabajador opto por 
ejercer la acción de indemnización constitucional entonces procede el pago de 
ésta y el de los salarios caídos también. 
 
El cese como mecanismo de ruptura del vinculo laboral, tiene requisitos, como 
serian las denominadas justas causas que son aquellas en las que el Servidor 
Público puede tomar la iniciativa, como lo es la renuncia y aquellas ajenas a la 
voluntad de las partes tales como la muerte del Servidor Público y finalmente 
aquellas que son causadas por el mismo trabajador como las faltas injustificadas 
al cumplimiento a sus labores o aquellas derivadas de la falta de probidad u 
honradez, la comisión de actos inmorales y desobediencia. 
 
El primer supuesto para rescindir y/o cesar la relación laboral lo encontramos 
establecido en el artículo 92 de la Ley Burocrática Local en vigor, precepto en el 
cual se manifiesta como elemento fundamental la voluntad de las partes de 
rescindir la relación laboral, esta se puede dar en cualquier tiempo a través de una 
causa justificada. 
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 El segundo supuesto para rescindir la relación laboral expresamente establece 
causales a través de las cuales se puede dar el cese sin responsabilidad para las 
instituciones públicas; 
 
I. Engañar el servidor público con documentación o referencias falsas 
que le atribuyan capacidad, aptitudes o grados académicos de los 
que carezca.  Esta causa dejará de tener efecto después de treinta 
días naturales de conocido el hecho; 
II. Tener asignada más de una plaza en la misma o en diferentes 
instituciones públicas o dependencias, con las excepciones que esta 
ley señala, o bien cobrar un sueldo sin desempeñar funciones: 
III. Incurrir durante sus labores en faltas de probidad u honradez, o bien 
en actos de violencia, amenazas, injurias o malos tratos en contra de 
sus superiores, compañeros o familiares de unos u otros, ya sea 
dentro o fuera de las horas de servicio, salvo que obre en defensa 
propia; 
IV. Incurrir en cuatro o más faltas de asistencia a sus labores sin causa 
justificada, dentro de un lapso de treinta días; 
V. Abandonar las labores sin autorización previa o razón plenamente 
justificada, en contravención a lo establecido en las condiciones 
generales de trabajo; 
VI. Causar daños intencionalmente a edificios, obras, equipo, 
maquinaria, instrumentos, materias primas y demás objetos 
relacionados con el trabajo, o por sustraerlos en beneficio propio; 
VII. Cometer actos inmorales durante el trabajo; 
VIII. Revelar los asuntos confidenciales o reservados así calificados por la 
institución pública o dependencia donde labore, de los cuales tuviese 
conocimiento con motivo de su trabajo; 
IX. Comprometer por su imprudencia, descuido o negligencia, la 
seguridad del taller, oficina o dependencia donde preste sus servicios 
o de las personas que ahí se encuentren; 
X. Desobedecer sin justificación, las ordenes que reciba de sus 
superiores, en relación al trabajo que desempeñe; 
XI. Concurrir al trabajo en estado de embriaguez, o bien bajo la 
influencia de algún narcótico o droga enervante, salvo que en éste 
último caso, exista prescripción médica, la que deberá presentar al 
superior jerárquico antes de iniciar las labores; 
XII. Portar armas de cualquier clase durante las horas de trabajo, salvo 
que la naturaleza de éste lo exija; 
XIII. Suspender las labores en el caso previsto por el artículo 176 de esta 
ley o suspenderlas sin la debida autorización; 
XIV. Incumplir reiteradamente disposiciones establecidas en las 
condiciones generales de trabajo de la institución pública o 
dependencia respectiva que constituyan faltas graves; 
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XV. Ser condenado a prisión como resultado de una sentencia 
ejecutoriada; 
XVI. Portar y hacer uso de credenciales de identificación no autorizadas 
por la autoridad competente; 
XVII. Sustraer tarjetas o listas de puntualidad y asistencia del lugar 
destinado para ello, ya sea la del propio servidor público o la de otro, 
utilizar o registrar asistencia con gafetecredencial o tarjeta distinto al 
suyo o alterar en cualquier forma los registros de control de 
puntualidad y asistencia; siempre y cuando no sea resultado de un 
error involuntario; 
XVIII. Las análogas a las establecidas en las fracciones anteriores, de igual 
manera graves y de consecuencias semejantes en lo que al trabajo 
se refiere; e 
XIX. Incurrir en actos de violencia laboral, entendiendo por éstos los 
relativos a discriminación, acoso u hostigamiento sexual. 
 
           Para los efectos de la presente fracción se entiende por: 
a) Acoso sexual, es una forma de violencia en la que, si bien no existe 
subordinación, hay un ejercicio abusivo de poder que conlleva a un estado 
de indefensión y de riesgo para la víctima, independientemente de que se 
realice en uno o varios eventos; y  
b) Hostigamiento sexual, es el ejercicio del poder, en una relación de 
subordinación real de la víctima frente a la persona agresora en los ámbitos 
laboral y/o escolar.  Se expresa en conductas verbales o no verbales, 
físicas o ambas, relacionadas con la sexualidad de connotación lasciva. 
 
Por otra parte el artículo 94 del citado ordenamiento legal establece el 
procedimiento a través del cual el Estado en su calidad de patrón representado 
por medio de la institución pública y/o sus titulares podrá rescindir la relación de 
trabajo sin responsabilidad inherente para él; debiendo dar aviso por escrito y de 
manera personal al Servidor Público de la fecha y la causa y/o causas de la 
rescisión de la relación laboral.  Ahora bien en el supuesto de que exista 
imposibilidad debidamente comprobada de entregar el aviso, o que el Servidor 
Público se negare a recibirlo, la institución pública o dependencia, dentro de los 
cinco días hábiles siguientes a la fecha de la rescisión, deberá hacerlo del 
conocimiento del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, proporcionando al 
juzgador el último domicilio que tenga registrado y solicitar le sea notificado al 
Servidor Público dicha recisión y sus causas, bajo el apercibimiento de que en 
caso de no dar aviso al Servidor Público o al Tribunal Estatal de Conciliación y 
Arbitraje se considerara que el despido fue injustificado. 
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CAPÍTULO  IV 
EL PROCEDIMIENTO LABORAL REGULADO POR LA LEY DEL TRABAJO DE 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS 
 
4.1. Concepto de Proceso y Procedimiento. 
 
 En la mayoría de los Estados modernos, la prohibición de la autodefensa 
supone una ordenación adecuada que salvaguarda el interés general y el 
particular, en el mantenimiento de la legalidad. 
 
Las leyes se cumplen ordinariamente de manera espontánea, pero el Estado 
deberá prever el evento contrario y establecer la garantía de cumplimiento del 
derecho, mediante órganos específicos a cargo de la función jurisdiccional, que la 
reglamentan con sujeción a las normas establecidas. El proceso supone una 
actividad generadora de actos jurídicamente regulados, encaminados todos a 
obtener una determinada resolución jurisdiccional. 
 
El término proceso equivale a dinamismo o actividad, por lo que puede hablarse 
de procesos biológicos, físicos y químicos. Al aplicar esta locución al ámbito 
jurisdiccional, implica la actividad jurídica de las partes y del juzgador para la 
obtención de una resolución vinculatíva. 
 
Al referirnos al proceso nos encontramos con nociones que operan como premisas 
del mismo: cómo se origina, cuál es su motivación y cuál es su característica. El 
antecedente que lo origina, es el conflicto de intereses. El interés reside en la 
posesión de un bien pretendido por dos personas, las cuales pueden ser físicas o 
morales, por lo que ese interés puede ser individual o colectivo; de donde derivan 
los procesos simples y los procesos complejos. 
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El conflicto de intereses puede resolverse por acuerdo espontáneo entre las 
partes; pero se convierte en litigio cuando se plantea ante el tribunal. En el litigio 
hay un interés interno que es de las partes, y un interés externo que es el del 
Estado; y en éste radica la causa del derecho, en el interés objetivo, imparcial, del 
Estado para componer el litigio. De ahí la frase afortunada de Carnelutti en el 
sentido de que el proceso no se ventila en interés de las partes, sino mediante el 
interés de las partes. Agrega que el interés de las partes está en tener razón y el 
interés del juez es darle la razón a quien la tenga. 
 
El proceso abarca tanto la actividad tendiente a la declaración de un derecho, en 
un caso controvertido, como los actos posteriores para ejecutar la sentencia que 
se dicte, es decir, comprende el aspecto puramente declarativo como el ejecutivo, 
ya que la sentencia carecería de toda razón de ser si las partes y el juez no 
tuvieran los medios adecuados para ejecutarla y obtener, de esta manera, la 
completa satisfacción del derecho declarado. 
 
Se entiende por proceso la serie de actos que se realizan por las partes y el juez 
para la composición del litigio. En el proceso intervienen como órgano agente 
impulsor las partes, que son los sujetos de la acción; y como órgano agente 
juzgador el juez. 
 
Por tal motivo, dentro de las múltiples clasificaciones (contencioso, voluntario, 
cognoscitivo, tutelar, individual y colectivo) para establecer una relación jurídica 
procesal, es necesario que se cumplan determinados requisitos que hagan posible 
la sentencia, los cuales se denominan presupuestos procesales y son los 
siguientes: 
 
a) El órgano jurisdiccional competente; 
 
b) La petición del interesado, solicitando a la autoridad la solución del caso 
controvertido; 
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c) El acto formal del emplazamiento al demandado, dándole a conocer los 
términos de la reclamación; y  
 
d) Las partes con intereses jurídicamente válidos en el conflicto. 
 
Piero  Calamandrei nos dice que: “Proceso es la serie de actividades que se 
deben llevar a cabo con el propósito de obtener la providencia jurisdiccional”. 
(Calamandrei, 1962) 
 
Por su parte, Jaime Guasp nos dice que el proceso “es una serie de sucesión de 
actos que tienden a la actuación de una pretensión, mediante la intervención de 
los órganos del Estado instituidos especialmente para ello”. (Pallares, 1963) 
 
Carlos Arellano García, como un concepto a priori de la palabra “proceso”, nos 
dice que: “La expresión “proceso” se alude a una sucesión de actos, vinculados 
entre si, respecto de un objeto común”. (Arellano García, 2007) 
  
Particularmente, Cipriano Gómez Lara, conceptualiza a la palabra proceso desde 
la connotación jurisdiccional como: “… un conjunto complejo de actos del Estado 
como soberano, de las partes interesadas y de los terceros ajenos a la relación 
sustancial, actos todos que tienden a la aplicación de una ley general a un caso 
concreto controvertido para solucionarlo o dirimirlo”. (Bolaños Linares, Derecho 
Laboral Burocrático, 2007)   
 
Rafael de Pina lo define como: “El conjunto de normas relativas a la aplicación del 
Derecho del Trabajo por vía del proceso” o simplemente aplicando el concepto de 
proceso de Jaime Guasp como “un instrumento de satisfacción de pretensiones”. 
(De Buen Lozano, Derecho del Trabajo, 2009) 
 
 
  
81 
 
Para los fines de esta investigación y desde mi perspectiva personal el proceso es 
el conjunto de pasos o actividades desarrolladas por la autoridad jurisdiccional, 
determinadas expresamente por la legislación de la materia, para la solución de un 
conflicto entre las partes y determinar si la pretensión  de una de ellas en la acción 
ejercitada, está fundada o no en derecho. 
 
Carlos Arellano García, nos dice que al referirnos al procedimiento hablamos de la 
acción o modo de obrar. Es decir, marca una serie de actos acaecidos en la 
realidad como consecuencia del desenvolvimiento del proceso en la actuación 
concreta. 
 
De cierto modo, el procedimiento también se puede definir como la forma exterior 
y armónica del proceso, a través de actos concatenados entre sí, que se impulsan 
desde que aparece el conflicto litigioso, hasta su resolución. 
 
Jaime Guasp nos dice que: “La actividad que supone la satisfacción de 
pretensiones se muestra siempre como una actividad múltiple, por lo tanto 
compuesta por varios actos, los cuales reciben el nombre de actos procesales, el 
encadenamiento de esos actos “recibe el nombre técnico de procedimiento”. 
(Pallares, 1963) 
 
De lo anterior podemos concluir, que ambas palabras comprenden significados 
similares; sin embargo, entre el procedimiento y el proceso no hay, una relación 
necesaria. 
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4.2. Diferencia entre Proceso y Procedimiento. 
 
A lo largo del tiempo han existido infinitos debates de tratadistas del Derecho para 
distinguir las palabras “proceso” y “procedimiento” jurisdiccional, de una y otra, ya 
que en ambas su connotación se dirige a definir  la solución de una controversia 
entre las partes, la pretensión de una de ellas contra la resistencia de la otra; 
frente a un órgano jurisdiccional. 
 
El derecho procesal hasta mediados del siglo XX se reducía únicamente al 
procedimiento. Había procedimentalistas, no procesalistas. A partir del jurista 
alemán Oskar Von Bulöw, se introduce la ciencia del derecho procesal. 
  
Al respecto, expresa Guillermo Floris Margadant: “El camino que va desde la 
acción a la sentencia y su ejecución es el proceso; y el conjunto de formalidades 
que se deben observar durante el mismo es el procedimiento. Esta terminología, 
empero, no es fielmente observada, ni en la teoría, ni tampoco en la práctica, 
antigua o moderna”. (Floris Margadnt, 1978) 
 
La doctrina contemporánea distingue entre proceso y procedimiento. El proceso 
como relación o como situación, es principio o idea jurídica directriz. El 
procedimiento es la realización plena, concreta y sucesiva de los actos jurídicos 
del proceso. 
 
En el proceso, el procedimiento solo es la forma extrínseca de manifestarse la 
figura, no su verdadera e íntima sustancia. Se podría decir que el proceso es 
abstracto y el procedimiento es concreto. 
 
Si bien, proceso desde el punto de vista jurisdiccional “Es el desarrollo regulado 
por la ley de todos los actos concatenados cuyo objetivo es que se diga el derecho 
a favor de quien tenga la razón total o parcial”. Y procedimiento “es el desarrollo 
real de un caso en que se ha planteado una determinada controversia”. 
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Respecto de este debate el procesalista Eduardo Pallares dice: “No hay que 
identificar el procedimiento y el proceso. Este último es un todo o si se quiere una 
institución. Está formado por un conjunto de actos procesales que se inician con la 
presentación y admisión de la demanda, y terminan cuando concluye por las 
diferentes causas que la ley admite. El procedimiento es el método como va 
desenvolviéndose el proceso, los tramites a que está sujeto, la manera de 
sustanciarlo, que puede ser ordinaria, sumaria, sumarísima, breve o dilatada, 
escrita o verbal, con una o varias instancias, con periodo de prueba o sin el, y así 
sucesivamente”. (De Buen Lozano, Derecho del Trabajo, 2009, pág. 16) 
 
Habiendo conceptualizado las palabras proceso y procedimiento, se puede 
concluir que la diferencia entre uno y otro, es simplemente cuestión de contenido, 
el proceso se refiere a la regulación como un todo de forma general; mientras que 
el procedimiento, se restringe a un caso en concreto, en el desarrollo del método; 
es decir,  la sustancia del proceso. 
 
La esencia del proceso es totalmente aplicable al derecho Procesal Laboral 
Burocrático, ya que pertenece a la ciencia jurídica, sin embargo, se diferencia de 
los demás por tener características y principios propios que el confieren 
autonomía. 
 
¿Cuál es la diferencia entre proceso y procedimiento? Proceso viene de 
procederé, avanzar, expresión que también es extensiva al procedimiento. El 
proceso, es el conjunto de actos coordinados de las partes y el juez, conducentes 
al ejercicio de la jurisdicción. Tiene una finalidad que reside en el efecto jurídico de 
obtener una decisión o sentencia. El procedimiento lo constituye el conjunto de 
formalidades o reglas que atañen a la exterioridad del proceso, esto es, a su 
desarrollo, y no tiene una finalidad de efectos jurídicos; de manera que puede 
haber un procedimiento administrativo que no conduzca a una resolución 
jurisdiccional.  
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En suma, el proceso atañe a las reglas de orden interno que rigen los actos de las 
partes y el juez; en tanto que el procedimiento concierne al orden externo que 
regula las actuaciones que exteriorizan el desarrollo del proceso, como la forma de 
las notificaciones, los términos, las normas para la realización de las audiencias, 
etcétera. 
 
4.3. Derecho Procesal Laboral Burocrático. 
 
4.3.1. Concepto.  
 
Conceptualizar de manera limitativa al derecho procesal laboral burocrático, 
implica una problemática social más que jurídica, ya que en los últimos tiempos se 
ha olvidado el sentido peyorativo de la palabra burocracia para dirigirse al estrato 
de la población subordinado que dedica su labor diaria a las tareas que le confiere 
el Estado para servir a la sociedad, y ha pasado a ser una clase digna de ser 
protegida por el Derecho, por lo cual encontramos su origen en el Derecho Social. 
 
Bolaños Linares define al derecho procesal laboral burocrático, como “la rama del 
Derecho Procesal encargada de solucionar o dirimir los conflictos laborales entre 
el Patrón- Estado y sus trabajadores, que por la vía del ejercicio de la acción 
conozca el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, litis que desahogado el 
proceso se resolverá mediante laudo que emita dicho órgano jurisdiccional 
aplicando principalmente la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 
Estado, Reglamentaria del Apartado “B” del artículo 123 Constitucional, la Ley 
Federal del Trabajo y el Código Federal de Procedimientos Civiles, según 
corresponda, con apego a las garantías individuales establecidas por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, que deberá ser acatado 
por las partes cuando se convierta en res iudicata, cosa juzgada o laudo firme”. 
(Bolaños Linares, Derecho Burocrático, 2007)  
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León Magno nos dice  que el derecho procesal  burocrático, podría ser definido 
como “el conjunto de principios jurídicos que regulan la actividad jurisdiccional 
respecto a la solución de los conflictos surgidos entre el Estado y sus 
trabajadores”. (Meléndez George, Derecho Burocrático, 2011) 
 
4.3.2. Características. 
 
Hablar de las características del Derecho Procesal Laboral Burocrático, nos 
lleva indudablemente a las características del Derecho Procesal Laboral por su 
carácter proteccionista de un estrato social subordinado, sin que interfiera la 
naturaleza de la relación laboral. 
 
Mencionar las características del Derecho Procesal del Trabajo, es determinar 
aquellos atributos que permiten distinguirlo de otras disciplinas. Las características 
en cierto modo son el resultado de los principios vertidos en disposiciones 
concretas por el legislador que expresan las políticas seguidas para la creación de 
las normas. 
 
Para Ross Gámez  las características del Derecho Procesal del Trabajo son: 
 
a) Autonomía científica; 
b) Oralidad de la forma; 
c) Sencillez en las formalidades; 
d) Flexibilidad de la Ley; 
e) Laudos a verdad sabida y buena fe guardada. 
 
Mientras tanto Alberto Trueba Urbina, con respecto a las características señala 
que el Derecho Procesal del Trabajo, es un derecho de lucha de clase, 
proteccionista y reivindicatorio de los trabajadores. Es un instrumento de lucha de 
los trabajadores en el proceso. 
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La condición reivindicatoria, por último, habrá de derivar de la obligación que 
tienen las Juntas de Conciliación y Arbitraje, así como los Tribunales burocráticos 
de redimir a los trabajadores. 
 
Néstor de Buen Lozano por su parte enuncia así mismo características que 
distinguen al Derecho Procesal del Trabajo las cuales son: 
 
a) Es derecho tutelar de una de las partes de una de las partes en proceso. 
b) Las resoluciones de los tribunales de trabajo no solamente declaran la 
inobservancia de un derecho y determinan sus consecuencias sino que, 
además dan nacimiento a nuevas condiciones que deberán ser 
cumplidas en una determinada comunidad laboral. Esto pone de 
manifiesto el propósito constitutivo de las denominadas sentencias 
colectivas que ponen fin a los conflictos colectivos de carácter 
económico. 
 c)  Las autoridades laborales deben de apreciar los hechos en conciencia al        
      dictar sus resoluciones. 
 d)  La integración de los tribunales del trabajo es esencialmente sectorial. 
 
Si bien es cierto que el Derecho Procesal Laboral Burocrático, sigue la misma 
línea de principios que el Derecho Procesal del Trabajo Laboral, encuentra sus 
propias singularidades que la hacen una disciplina autentica y autónoma por su 
extensión tutelar a un sector social, burocracia, parte de la clase trabajadora 
 
4.3.3. Principios. 
 
La convivencia social del hombre como un ente indudablemente social, y en 
consecuencia dependiente de otros, para lograr su supervivencia y desarrollo, el 
ser humano ha encontrado la manera de llevar situaciones cotidianas a fórmulas 
de entendimiento, figuras jurídicas que le permitan el avance e intercambio de 
ideas, conocimiento, cultura, riqueza; y en el fomento del Estado como 
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organización social, política, económica y jurídica, el cual, es muy valiosa la 
aportación del Derecho hacia la sociedad, así como los principios generales del 
derecho, aportaciones culturales, una alternativa racional para hacer de los 
canales de comunicación y las relaciones humanas, menos arbitrarias y sujetas de 
caprichos individuales. 
 
El Derecho de un pueblo es la expresión particular de exigencias universales 
de la naturaleza humana, es por consiguiente, una especificación de una 
cosa más general y profunda. Donde las formulaciones particulares no 
bastan, es menester recurrir a las raíces mismas del sistema, las cuales, no 
son propiamente hablando, únicamente del sistema, por tanto, si una es la 
razón humana, una es, por consiguiente, en su principio, la lógica del 
derecho (naturalis ratio). (De Buen Lozano, Derecho del Trabajo, 2009, pág. 
52) 
 
 Es de ahí donde devienen los Principios Generales del Derecho en palabras 
de Del Vecchio. 
 
Los Principios Generales del Derecho como pautas directivas de normatividad 
jurídica que, en virtud de su propia fuerza de convicción, pueden justificar 
resoluciones jurídicas crean estándares de impartición de la norma dentro de una 
valoración sustentada en pilares de justicia y equidad. 
  
En su acepción filosófica, los principios del derecho procesal del trabajo, son las 
máximas o verdades universales de éste, que han servido para orientar la ley 
positiva. 
 
De acuerdo con la escuela histórica, los principios del derecho son los que han 
nacido de los pueblos en su devenir histórico, en el tiempo y en el espacio, y que 
igualmente han sido fuente de inspiración para los legisladores, al crear el acto 
legislativo, es decir, han servido para orientar al derecho mismo. 
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Para Lino Rodríguez, los Principios Procesales del Derecho del Trabajo son “las 
ideas fundamentales e informadoras del procedimiento laboral” (De Buen Lozano, 
Derecho del Trabajo, 2009, pág. 65), ideas cuyo único fin es la realización de la 
justicia social y el equilibrio entre trabajadores y patrones. 
 
Dogmas que en el Derecho Procesal del Trabajo reconocen que el trabajador 
debe de ser auxiliado durante el proceso por la propia autoridad juzgadora, 
mediante normas que puedan hacer efectivos sus derechos cuando no les son 
reconocidos.  
 
Los Principios Procesales requieren de precisiones científicas, y por lo tanto 
observables en el proceso, de lo contrario no serían más que buenos deseos 
insertados por el legislador en la norma, aspiraciones sin un real ejercicio. 
 
 De manera general Néstor de Buen Lozano expone que los “Principios 
Generales del Derecho de mayor uso, en la aplicación de la justicia son: 
 
1. Inquisitivo, dispositivo o mixto. 
2. De actuación escrita u oral. 
3. Solemnidad, formalidad o sencillez. 
4. Onerosidad o gratuidad. 
5. Dispersión o concentración de las etapas procesales. 
6. De  prueba  tasada, de  libre  apreciación  de  las  pruebas o de apreciación  
    de las pruebas en conciencia. 
7. De paridad o desigualdad procesal. 
8. De foro o de libre elección de foro. 
9. De mediatez o inmediatez.” (De Buen Lozano, Derecho del Trabajo, 2009, pág. 
68) 
 
El Procedimiento Laboral Burocrático también se rige por sus propios principios 
rectores, los cuales tienen como fin primordial respaldar y dirigir el bien jurídico 
tutelado directo, la estabilidad y el buen funcionamiento de los procedimientos que 
se tramitan ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje y sus Salas 
Auxiliares, y se encuentran enunciados principalmente en los artículos 191 y 191 
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BIS de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, que 
por su importancia se transcriben: 
 
Artículo 191. El proceso será público, gratuito, inmediato, 
predominantemente oral y se iniciará a instancia de parte. El Tribunal o las 
Salas tendrán la obligación de tomar las medidas necesarias para lograr la 
mayor economía, concentración y sencillez del proceso. 
 
Artículo 191 BIS. El procedimiento se regirá por los siguientes principios 
rectores que fijarán el trámite de los asuntos: 
 
Oralidad: Las actuaciones se cumplirán en forma oral, pública y en 
audiencias, salvo las que expresamente se autorice realizar por escrito o 
estén amparadas por reserva. 
 
Gratuidad: El servicio de justicia será gratuito, sin perjuicio de los costos y 
erogaciones fijadas por la ley que se produzcan. 
 
Inmediación: La autoridad garantizará la realización de actuaciones de forma 
personal y directa. 
 
Concentración: En los procesos se deberá evitar la suspensión de 
actuaciones. 
 
El Tribunal y las Salas tendrán la obligación de tomar las medidas necesarias 
para lograr la mayor economía, concentración y sencillez del proceso. 
 
De dichos preceptos se desprenden los siguientes principios: 
 
Principio de Publicidad. El cual tiene por meta garantizar que el negocio será 
resuelto en forma limpia y honesta, se pretende que los terceros presentes en las 
audiencias, intervengan en el buen comportamiento de la autoridad. 
 
Principio de Gratuidad. Encuentra su fundamento en la garantía consagrada en el 
artículo 17 Constitucional, el cual señala que la administración de justicia será 
gratuita; así como en el artículo 685 de la Ley Federal del Trabajo, quedando 
prohibidas las costas judiciales; en el artículo 144 de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, y el artículo 191 de la Ley del Trabajo de los 
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Servidores Públicos del Estado y Municipios, en consecuencia, el procedimiento 
burocrático será gratuito. 
 
Principio de Inmediación. Se refiere a que el juzgador estará en contacto directo 
con las partes en conflicto, conociendo del asunto en forma personal, presidiendo 
de ser posible todas las audiencias, para estar en posibilidad de dictar resolución 
de una manera más justa, en atención a que el Derecho del Trabajo  y el Derecho 
Laboral Burocrático es profundamente dinámico y humano, por la naturaleza de 
los intereses en juego 
 
Principio de Oralidad. Se observa en el desarrollo verbal del procedimiento, es 
decir, las partes interesadas exponen de manera verbal sus derechos, y en caso 
de presentar escritos estos deben ser ratificados verbalmente, haciendo posible 
una mejor comunicación entre las partes y el juzgador.  
 
Principio de Instancia de Parte. Acerca de este principio Climent Beltrán, nos dice 
que “este principio dispositivo se manifiesta casi exclusivamente con la 
presentación de la demanda, pues a partir de la radicación de la misma, el 
proceso se convierte en inquisitivo, no solo en cuanto al impulso de oficio del 
procedimiento, sino a la participación activa del Tribunal en el proceso”.  
 
Principio de Economía y Concentración. Tal principio se ve integrado en el 
procedimiento burocrático, ya que los juicios deben de ser breves en su trámite, el 
cual se encuentra precisado, según nos dice León Magno, en la Ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado, y que  a su vez se plasma en la Ley del 
Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios: 
 
1. Los incidentes que se tramiten serán resueltos de plano. 
 
2. Los miembros del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje no podrán ser 
recusados. 
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3. Las resoluciones dictadas por el Tribunal Burocrático serán inapelables. 
 
4. El   procedimiento   se   reducirá   a   la   presentación  de  la  demanda, 
contestación de esta y a dos etapas conciliación, ofrecimiento y admisión de 
pruebas; en el caso de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios. 
 
Principio de Suplencia de la deficiencia en la demanda del trabajador. Implica la 
obligación del Tribunal de apoyar al trabajador para el correcto ejercicio de sus 
acciones; siempre con base en los hechos planteados por el trabajador en la litis; 
tal postura ha llevado a la doctrina a estimar una doble naturaleza en la conciencia 
del juzgador, ya que lo convierte en juez y parte en el conflicto. 
 
En la búsqueda de la justicia social, y en caso de duda debe estarse a lo más 
favorable al trabajador, ubica al Derecho Burocrático dentro del Derecho Social, 
cuyas instituciones, principios y disposiciones están encaminadas a proteger a los 
económicamente débiles, asegurándoles un mínimo de bienestar que les permita 
a su vez una existencia digna y mejores condiciones de vida.  
 
Principio que no en pocas ocasiones ha sido cuestionado por los tratadistas y 
abogados litigantes de la materia, que ven en el carácter proteccionista, un doble 
carácter de la autoridad, actuando como juez y parte dentro del conflicto. 
 
4.4. El  Tribunal  Federal  y  el Estatal  de  Conciliación  y  Arbitraje  y  
las Salas Auxiliares. 
 
 El artículo 123 Constitucional en su apartado “B” establece la base del 
Derecho Laboral Burocrático, que regula a los Poderes de la Unión y al Gobierno 
del Distrito Federal y sus trabajadores, señalando en su fracción XII que en el caso 
de que surjan conflictos individuales, colectivos o intersindicales, serán sometidos 
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a un Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, integrado según lo prevenido por 
la ley reglamentaria. 
 
Por su parte, la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios, señala que el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, es un órgano 
autónomo y dotado de plena jurisdicción, que conocerá y resolverá los conflictos 
laborales individuales y colectivos que se presenten entre los sujetos de esta ley. 
 
A su vez, dicha Ley Burocrática Local señala que las Salas Auxiliares del Tribunal 
Estatal de Conciliación y Arbitraje, serán competentes para conocer y resolver, en 
conciliación y arbitraje, de los conflictos individuales con motivo de la relación 
laboral que se susciten entre las instituciones públicas o dependencias 
municipales y sus servidores públicos; así como de los procedimientos necesarios 
para la determinación de la dependencia económica de los familiares de los 
servidores públicos fallecidos. 
 
En materia burocrática federal, conforme a la fracción XII de apartado “B” del 
artículo 123 Constitucional “los conflictos individuales, colectivos o intersindicales 
serán sometidos a un Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, integrado según 
lo proveído en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
Reglamentaria del Apartado “B” del Artículo 123 Constitucional. 
  
Sin embargo, las reformas a los artículos 115 y 116 Constitucionales establecieron 
la facultad expresa de las Legislaturas Estatales, para expedir leyes que regularan 
las relaciones de trabajo entre el Estado y sus trabajadores. En el caso particular 
del Estado de México, es a través de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos 
del Estado y Municipios, en primera instancia, donde se estableció que el Tribunal 
Estatal de Conciliación y Arbitraje, es el órgano competente que dirime las 
controversias que se suscitan con motivo de la observancia de esta ley, al cual se 
le regula su marco de actuación para mejorar su funcionamiento y atender de 
manera pronta y expedita los conflictos que se presenten entre las instituciones 
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públicas y sus servidores públicos, así como los conflictos internos sindicales y los 
intersindicales. 
 
Para efectos particulares, únicamente me referiré al Tribunal Estatal de 
Conciliación y Arbitraje y a sus Salas Auxiliares, como las autoridades reconocidas 
por nuestros ordenamientos jurídicos laborales burocráticos en el Estado de 
México, para impartir y administrar la justicia en materia laboral, a los trabajadores 
que presten sus servicios en las instituciones públicas. 
 
El Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, es el órgano autónomo  dotado de 
plena jurisdicción, para conocer y resolver los conflictos laborales individuales y 
colectivos que se presenten entre los sujetos  que señala la Ley Burocrática del 
Estado de México, y se integrará por un representante de cada uno de los poderes 
públicos del Estado, en caso de que alguno no designe, se tendrá integrado el 
Tribunal con los que se hayan designado, un representante de cada uno de los 
sindicatos mayoritarios a que se refiere el segundo párrafo del artículo 138 de esta 
ley, un representante de los ayuntamientos de la entidad que será el del Municipio 
de residencia del Tribunal y un árbitro, designado por la mayoría de los 
representantes a propuesta del Titular del Ejecutivo, quien fungirá como 
Presidente, y su cargo concluirá al mismo tiempo que el de la administración 
pública en la cual fue designado, pudiendo ser ratificado a propuesta del Titular del 
Ejecutivo entrante. 
 
La competencia de este Tribunal se encuentra determinada por el artículo 185 de 
la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, cuyo tenor 
literal es el siguiente: 
 
El Tribunal será competente para: 
 
I. Conocer y resolver, en conciliación y arbitraje, de los conflictos individuales 
que se susciten entre las instituciones públicas, dependencias, organismos 
descentralizados, fideicomisos de carácter Estatal y Municipal, y organismos 
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autónomos que sus leyes de creación así lo determinen y sus servidores 
públicos que no conozcan las Salas; 
 
II. Conocer  y  resolver,  en conciliación y arbitraje, los conflictos colectivos 
que surjan entre las instituciones  públicas o dependencias y las 
organizaciones sindicales; 
 
III. Conceder del registro de los  sindicatos y, en su  caso, dictar la 
cancelación de los mismos; 
 
IV. Conocer y resolver, en conciliación y arbitraje, de los conflictos internos 
de los sindicatos y de los intersindicales; 
 
V. Efectuar  el  registro  de   las   condiciones   generales   de   trabajo, de   
los estatutos de los sindicatos, así como de aquellos otros documentos que 
por su naturaleza deban obrar en los registros del Tribunal; y 
 
VI. Llevar    los    procedimientos   para    la   determinación   de   
dependencia económica de los familiares de los servidores públicos; 
 
VII. Dictar la resolución que ordene la suspensión temporal de su cargo de 
un servidor público en términos de lo dispuesto por el artículo 209 y 253 de 
esta ley; y 
 
VIII. Conocer  de  cualquier   otro   asunto   relativo,  derivado  o   
directamente vinculado con las relaciones de trabajo. 
 
 La capacidad de atención de los juicios laborales por parte del Tribunal Estatal de 
Conciliación y Arbitraje, resulto rebasada, debido a la insuficiente infraestructura 
de organización que actualmente tiene, por lo que ante esta problemática, resultó 
necesario y conveniente que se procediera a su desconcentración, para atender 
de manera pronta y expedita los requerimientos de la justicia laboral, a través de la 
creación de dos Salas Auxiliares, que sólo conocen de los conflictos individuales 
que se susciten con motivo de las relaciones burocráticas en el ámbito municipal; 
ello derivado del número de demandas laborales que en los últimos años se han 
presentado por los servidores públicos. 
 
Es así como el artículo 186, párrafo segundo de la Ley del Trabajo de los 
Servidores Públicos del Estado y Municipios, establece que:  
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Se podrán instalar en el territorio de la entidad, las Salas Auxiliares del 
Tribunal que el presupuesto de egresos permita, se integrarán cada una por 
un representante del sindicato mayoritario, que represente a los servidores 
públicos municipales, un representante de los ayuntamientos, que será el del 
municipio de residencia de la Sala y un árbitro que fungirá como presidente, 
a propuesta del Secretario del Trabajo, que será nombrado por mayoría de 
los integrantes del Pleno y podrá durar en su cargo el mismo tiempo que el 
de la administración pública en la cual fue designado. 
 
Con excepción de los presidentes, cada uno de los representantes contará 
con un suplente. 
 
En razón de lo anterior, y con base en el Decreto Número 31, de fecha 30 de 
Enero del 2007, aprobado por la H. LVI Legislatura del Estado de México, se 
reformaron y adicionaron diversas disposiciones de la Ley del Trabajo de los 
Servidores Públicos del Estado y Municipios, y de entre las que se adicionaron 
encontramos al artículo 186 bis, el cual establece que: 
 
Las Salas Auxiliares del Tribunal serán competentes para: 
  
I. Conocer  y  resolver, en  conciliación y arbitraje, de los conflictos 
individuales con motivo de la relación laboral  que  se susciten entre las 
instituciones públicas o dependencias municipales y sus servidores públicos; 
 
II. De  los  procedimientos  necesarios  para  la determinación de 
dependencia económica de los familiares de los servidores públicos 
fallecidos. 
 
La  competencia  territorial  de las Salas Auxiliares se determinará por el 
Pleno del Tribunal, en el acuerdo de creación que corresponda. 
 
Las resoluciones de las Salas Auxiliares no admiten ningún recurso. 
 
Cuando se demande conjuntamente  al  Municipio y algún Poder del Estado 
u órgano sujeto de esta ley de carácter estatal, el Tribunal será el 
competente”. 
  
Acorde a la ubicación de cada uno de estos municipios y de la infraestructura 
física de la que dispone el Gobierno Estatal, dichas Salas se instalaron en 
Tlalnepantla y Ecatepec.  
 
A la Sala Auxiliar de Tlalnepantla le corresponde la atención de los conflictos 
laborales que se susciten entre las instituciones públicas o dependencias 
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municipales y sus servidores públicos, dentro de los municipios de Tlalnepantla, 
Atizapán de Zaragoza, Coacalco de Berriozábal, Cuautitlán, Huehuetoca, Isidro 
Fabela, Jilotzingo, Naucalpan de Juárez, Nicolás Romero, Tepotzotlán, Tonanitla, 
Tultitlán, Zumpango, Apaxco, Chapa de Mota, Coyotepec, Cuautitlán Izcalli, 
Hueypoxtla, Jaltenco, Melchor Ocampo, Nextlalpan, Teoloyucan, Tequixquiac, 
Tultepec y Villa del Carbón. 
 
A la de Ecatepec, los que se susciten dentro de los municipios de Amecameca, 
Axapasco, Chiautla, Chimalhuacán, Ixtapaluca, Nezahualcóyotl, Ozumba, 
Tecámac, Tenango del Aire, Tepetlixpa, Tlalmanalco, Valle de Chalco Solidaridad, 
Ecatepec, Atenco, Ayapango, Chicoloapan, Cocotitlán, Juchitepec, Nopaltepec, 
Papalotla, Temamatla, Teotihuacán, Texcoco, Acolman, Atlautla, Chalco, 
Chinconcuac, Ecatzingo, La Paz, Otumba, San Martín de las Pirámides, 
Temascalapa, Tepetlaoxtoc y Tezoyuca. 
 
Estas Salas Auxiliares fueron creadas con la finalidad de acercar la justicia laboral 
burocrática a las partes involucradas, con los consiguientes beneficios de ahorro 
económico y tiempo, para propiciar el equilibrio de las cargas de  trabajo de los 
servidores públicos del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, lo que en 
teoría, contribuiría a dar mayor agilidad a la impartición de la justicia laboral 
burocrática y con ello, abatir los rezagos que en esta materia existían, sin 
embargo, a siete años de su creación estas Salas Auxiliares no han dado los 
resultados esperados, ya que existe un gran rezago en los juicios laborales que se 
tramitan ante las mismas. 
 
El Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje funcionará en pleno, y la resolución 
que pone fin al juicio se tomará por mayoría de votos de sus integrantes. En caso 
de ausencia de alguno de ellos, los votos de los ausentes se sumarán al del 
Presidente. Bastará con la certificación del secretario para acreditar la ausencia de 
alguno de los representantes, sin citatorio previo. 
 
Por su parte, la resolución de las Salas que pone fin al juicio, se tomará por 
mayoría, en caso de ausencia de alguno de los representantes o falta 
debidamente certificada por el secretario de la Sala respectiva, sin que conste 
citatorio previo, el voto del ausente se sumará al del Presidente. 
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Para su  funcionamiento el Tribunal contará con secretarios generales, secretarios 
auxiliares, secretarios de acuerdos, actuarios, conciliadores; además de los 
servidores públicos que sean necesarios y las Salas con secretarios auxiliares, 
secretarios de acuerdos, actuarios, conciliadores y demás servidores públicos que 
sean necesarios para el desarrollo de sus funciones. 
 
Los integrantes y demás servidores públicos del Tribunal o de las Salas tendrán 
las facultades y obligaciones que se determinen en su Reglamento Interior.  
 
Los integrantes del Tribunal durarán en su encargo como término máximo seis 
años, tratándose de los poderes públicos del Estado; los representantes de los 
sindicatos y de los ayuntamientos lo serán por un período máximo de tres años, 
pudiendo ser redesignados por sus representados. En todo caso, la designación 
se hará de conformidad con sus normas internas. 
 
4.5. El Procedimiento Laboral Burocrático. 
 
El Procedimiento Laboral Burocrático, se encuentra regulado por el Capítulo 
X, del Título Séptimo de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios. 
 
Este procedimiento es el básico en la actividad procesal de las partes en un 
conflicto, es el medio para la tramitación y resolución de los conflictos individuales 
y colectivos, que no tengan señalada en la Ley una tramitación especial, según lo 
precisa el artículo 225 de la Ley Burocrática en cita, y tiene como finalidad 
esencial facilitar una justicia pronta y expedita, a efecto de lograr su mayor 
armonía en las relaciones laborales entre los servidores públicos y las 
instituciones públicas. 
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4.5.1. La Demanda. 
 
 Como todo procedimiento éste se inicia “con la presentación del escrito de 
demanda ante la Oficialía de Partes del Tribunal o la Sala que lo turnará a la Sala 
oral correspondiente el mismo día antes de que concluyan las labores”, según lo 
establece el artículo 225 de la Ley Burocrática Local, disposición que es 
concordante con lo establecido en la fracción I del artículo 182 de la ley en cita, de 
acuerdo con el cual: “La prescripción se interrumpe: I. Por la presentación de la 
demanda respectiva ante el Tribunal o en la Sala”. 
 
Demanda, señala la Real Academia Española es “la petición que un litigante 
sustenta en un juicio”. (De Buen Lozano, Derecho del Trabajo, 2009) 
 
Para León Magno Meléndez George, es “el acto procesal que da inicio al 
procedimiento jurisdiccional, en el sentido práctico, es el escrito donde están 
manifestados los hechos que el trabajador somete a la consideración del Tribunal, 
para que este resuelva, conforme a la legislación aplicable, el caso concreto”. 
(Melendez George, 2011) 
 
La demanda, es un vehículo de pretensiones por virtud del cual se ejercita el 
derecho de acción, la cual en el caso de un juicio laboral burocrático deberá 
contener, por lo menos, los siguientes requisitos: 
 
a) Nombre y domicilio del promovente; 
b) Nombre y domicilio del demandado o demandados;  
c) Objeto de la demanda; 
d) Relación de los hechos; 
e) Documentos probatorios; o 
f) Indicación del lugar en que puedan obtenerse los  que el actor no 
pudiese aportar directamente. 
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A la demanda, el actor acompañará las pruebas de que disponga y los 
documentos que acrediten la personalidad del representante, en caso de que 
aquel no pudiera concurrir personalmente, esto es carta poder simple o poder 
notarial en el caso de la demanda interpuesta por los servidores públicos, y en el 
caso de las instituciones públicas o dependencias o de sus titulares, el 
nombramiento correspondiente así como el oficio o carta poder debidamente 
firmada por quien tenga facultades para ello, adjuntando el documento 
correspondiente que acredite la personalidad de quien la otorga, por el cual 
designe a sus apoderados, los que deberán de exhibirse en original o, en su caso, 
en original y copia fotostática simple, solicitando que esta sea cotejada para que le 
sea devuelto el original, obrando en autos copia debidamente certificada. 
 
Aunque la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios y la 
Ley Federal del Trabajo, disponen que la demanda debe ser firmada  por el 
demandante, en tanto la firma es “el medio adecuado para imputar a una persona 
física determinada, el acto de voluntad que contiene el respectivo documento”, y 
en el supuesto de que no sepa o no pueda firmar, asentará la huella digital y se 
acompañaran tantas copias de la misma como demandados haya.  
 
La interposición de la demanda tiene por efecto interrumpir la prescripción de la 
acción o acciones que tenga a su favor el demandante. 
 
La presentación de la demanda, señala el principio de la instancia, lo que obliga a 
la autoridad jurisdiccional, como contrapartida al derecho de acción, a dictar el 
acuerdo de admisión y si fuera preciso, a señalar los defectos de la demanda para 
que el actor si es trabajador, los corrija, tal y como lo establece el artículo 229 de 
la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, el cual 
dispone en lo que interesa a este apartado lo siguiente:  
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“El Tribunal o la Sala dentro de tres días siguientes a la presentación de la 
demanda, prevendrá al actor para que en un plazo de tres días corrija su demanda 
por ser obscura e imprecisa, en caso de que no lo haga se tendrá por 
ratificada….”. 
 
Dentro de las acciones más comunes en el Derecho Laboral Burocrático, se 
pueden mencionarse las siguientes: 
 
1. La reinstalación. 
2. Indemnización constitucional. 
3. Pago de prestaciones devengadas. 
4. Indemnizaciones por incapacidad provenientes de riesgos profesionales 
realizados. 
5. Retabulaciones escalafonarias, entre otras. 
 
Las acciones contradictorias no pueden proceder de manera simultánea, se 
excluyen mutuamente, en este sentido, el artículo 873 último párrafo de la Ley 
Federal del Trabajo, de aplicación supletoria en materia burocrática, señala que: 
 
“cuando el actor sea el trabajador o sus beneficiarios, la Junta, en caso de 
que notare alguna irregularidad en el escrito de demanda, o que estuviere 
ejercitando acciones contradictorias o no hubiere precisado el salario base 
de la acción, en el acuerdo le señalara los defectos u omisiones en que haya 
incurrido y la prevendrá para que los subsane dentro de un término de tres 
días. Dicho acuerdo deberá notificarse personalmente al actor”. 
 
4.5.2. Contestación a la demanda (Excepciones y Defensas). 
 
 Como el acuerdo de admisión de la demanda es de notificación personal, 
según lo previsto por el artículo 214 de la Ley Burocrática, por tratarse del 
emplazamiento a juicio y del primer proveído dictado en él, tenemos que admitida 
la demanda y el escrito de pruebas por parte del Tribunal Estatal de Conciliación o 
la Sala, según corresponda, se correrá traslado de ella a la institución pública 
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demandada, así como de las pruebas, en un plazo no mayor de cinco días hábiles, 
emplazándola para que la conteste dentro del plazo de diez días hábiles contados 
a partir del día siguiente al del emplazamiento, ésta deberá contener copia 
cotejada de la demanda y de los acuerdos que le recayeron, apercibiéndola que 
para el caso de no contestarla en el término señalado, se tendrá por contestada en 
sentido afirmativo, sin perjuicio de que en la etapa de ofrecimiento y admisión de 
pruebas, ofrezca pruebas en contrario con las que acredite que el actor no era 
servidor público, que no existió el despido o que no son ciertos los hechos 
afirmados en la demanda, dando de ésta manera cumplimiento al artículo 229 de 
la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios. 
 
La contestación de la demanda, en términos simples, no es más que la afirmación 
o negación de todas y cada una de las prestaciones, hechos y la interposición de 
defensas y excepciones con respecto a la demanda instaurada en contra de la 
institución pública. 
 
Para la realización de una contestación a la demanda hay que tener en cuenta, 
que en la materia de análisis,  no existe la posibilidad de ampliar, modificar o 
precisar la demanda, motivo por el cual deben de contestarse  uno por uno todos 
los hechos de la demanda, si éstos no fueran ciertos, deben señalarse de manera 
expresa las causas, motivos o razones por las cuales se niega, así como los 
supuestos verdaderos y circunstancias que lo acreditan. 
 
Después de haber dado contestación a todos y cada uno de los hechos de la 
demanda, se establecerá un capítulo de “excepciones y defensas” que apoyen los 
argumentos vertidos. 
 
La excepción en sentido amplio es la oposición que el demandado formula frente a 
la demanda, esto es, el derecho de contradicción, es el género que abarca a la 
excepción en estricto sentido y la defensa propiamente dicha. 
 
  
102 
 
La excepción en “estricto sensu”, se refiere concretamente a destruir la acción por 
falta de los presupuestos o requisitos necesarios para que puedan entablarse una 
relación procesal perfecta o en cuanto a la procedencia de la acción, la defensa es 
una oposición no a la actividad del órgano jurisdiccional, sino al reconocimiento del 
derecho material pretendido en la demanda, como serían los hechos y argumentos 
que hace valer el demandado en juicio, para impedir el ejercicio de la acción. 
 
Las excepciones pueden ser dilatorias y perentorias, las primeras tienen por objeto 
retardar, detener las acciones ejercitadas por las partes, tales como la falta de 
personalidad, falta de personería, la incompetencia, la oscuridad o imprecisión de 
la demanda y la litispendencia; en cambio, las perentorias son aquellas que atacan 
directamente la acción, en cuanto a la esencia misma del derecho ejercido en 
ellas, tales serían las excepciones de pago, compensación, subrogación, 
sustitución patronal, de prescripción, de ausencia de la relación laboral, 
cumplimiento de la obligación, laudo firme y de cosa juzgada. 
 
Es importante mencionar en este apartado, que la Ley Burocrática Local, 
únicamente reconoce como excepciones perentorias la de prescripción y cosa 
juzgada, y curiosamente sin que lo sea, también reconoce como tal la de 
“trabajador de confianza”, por lo que habrá que reformar dicha ley en este sentido. 
 
En la contestación a la demanda también existe un capítulo de derecho, en donde 
se enuncien los preceptos legales en que se sustenten, finalizando con los 
llamados “puntos petitorios”, por lo que en general, en términos generales, se 
solicita al Tribunal o las Salas, que sea reconocida la personalidad de quien 
promueve, se tenga por hecha en tiempo y forma la contestación de la demanda, 
se señale día y hora para la audiencia de ley y previa la secuela procesal, se dicte 
un laudo favorable a los intereses de la institución pública demandada. 
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A la contestación de la demanda debe de ser anexado el documento o 
documentos con el que se acredite la personalidad de quien promueve en 
representación de las instituciones públicas o dependencias o de sus titulares, tal 
y como lo establecen los artículos 196 fracciones II y VI y 197 de la Ley en cita.  
 
4.5.3. Audiencia de Conciliación, Ofrecimiento y Admisión de Pruebas. 
 
Recibida la contestación de la demanda o transcurrido el término para 
contestarla, el Tribunal o la Sala dentro de los tres días hábiles siguientes al que 
reciba la contestación, dictará acuerdo en el que señalará día y hora para la 
celebración de la audiencia de conciliación, ofrecimiento y admisión de pruebas, la 
cual deberá realizarse dentro de los diez días hábiles posteriores al acuerdo; 
apercibiendo a las partes de tenerlos por inconformes con todo arreglo 
conciliatorio y por perdido el derecho de ofrecer pruebas si no concurren a la 
audiencia, tal y como lo establece el artículo 229 de la Ley del Trabajo de los 
Servidores Públicos del Estado y Municipios. Dicho acuerdo deberá ser notificado 
personalmente a las partes. 
 
La falta de notificación de alguno de los demandados obliga al Tribunal o a la Sala 
a señalar de oficio, nuevo día y hora para la celebración de la audiencia, la cual 
deberá desahogarse dentro de los siguientes tres días hábiles, salvo que las 
partes concurran a ella o cuando el actor se desista de las acciones intentadas en 
contra de los demandados que no hubieren sido notificados. 
 
Las partes que comparezcan a la audiencia quedarán notificadas de la nueva 
fecha para su celebración. A las partes que habiendo sido notificadas no 
concurran a la audiencia, se les notificara por estrados o por boletín la nueva 
fecha de la audiencia, y a las que no fueron notificadas se les hará personalmente.  
 
 
  
104 
 
Es necesario precisar en este apartado, que durante la tramitación de los 
conflictos individuales y colectivos bastará la presencia del Presidente del Tribunal 
o de la Sala o del Auxiliar, quien llevará a cabo la audiencia hasta su terminación y 
dictará las resoluciones que procedan, salvo los laudos, caso en que citará a los 
integrantes del Tribunal o de la Sala para dictar la resolución correspondiente. 
 
Sin embargo, en la realidad practica esto no se da, ya que en la mayoría de los 
casos los Auxiliares del Tribunal o las Salas no se encuentran presentes en las 
audiencias, ya que muchas de ellas son llevadas únicamente  por los Secretarios 
de Acuerdos, quienes inclusive son quienes dictan los acuerdos correspondientes, 
violentando con ello lo dispuesto por la Ley Burocrática, ya que ésta claramente 
establece en el artículo 204, así como en el artículos 24 y 25 del Reglamento 
Interior del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, cuáles son sus facultades y 
obligaciones. 
 
La audiencia a que se refiere el artículo 229 de la Ley Burocrática, constará de 
tres etapas: 
 
I. De conciliación; y 
II. De depuración procesal; 
III. De ofrecimiento y admisión de pruebas. 
 
Etapa de conciliación. 
 
Conciliación, dice el Diccionario de la Lengua Española es: “Acción y efecto de 
conciliar” y conciliar: del latín conciliare.- Componer y ajustar los ánimos de los 
que están opuestos entre sí”. 
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Para Cipriano Gómez Lara, la conciliación “es una figura jurídica que no tiene vida 
propia, pues si llega a triunfar, es decir, si a través de la conciliación se resuelve el 
litigio, entonces llegaríamos a una figura autocompositiva; y, si fracasa el intento 
conciliador, entonces ya una conciliación frustrada no vendría a ser un equivalente 
jurisdiccional”. (Gómez Lára, 2007, pág. 26) 
 
 La conciliación, es una institución que ha adquirido especial importancia en los 
procedimientos laborales, y esto se explica, si consideramos, que el Derecho 
Social protege primordialmente los intereses de grupo sobre los del individuo, 
debiéndose tener presente que el Derecho Burocrático es una rama de aquél, y 
con los conflictos de trabajo, de un modo u otro, se afectan intereses de la 
sociedad, por lo cual la solución de éstos adquiere prioridad especial, sobre todo 
en tiempo, la conciliación permite que los conflictos se solucionen con prontitud, ya 
que con ella se evita el desarrollo de un proceso que, por mucho empeño legal y 
personal, siempre es tardado y, lógicamente, costoso. 
 
Procesalmente la etapa conciliación está regulada por el artículo 233 de la Ley 
Burocrática, en los términos siguientes: 
  
I. Las  partes  podrán  comparecer  ante  el Tribunal o la Sala personalmente 
o por medio de su apoderado o representante legal; 
 
         II. El Tribunal o la Sala intervendrán para la celebración de pláticas entre las         
partes y las exhortarán, para que procuren llegar a un arreglo conciliatorio; 
 
III. Si  las  partes  llegan  a  un  acuerdo, se  dará  por terminado el conflicto. 
El convenio  respectivo, aprobado  por  el  Tribunal  o la Sala, producirá 
todos  los efectos jurídicos inherentes a un laudo; 
 
IV. Las partes, de común  acuerdo, podrán solicitar  por  una sola ocasión, 
que se suspenda la audiencia con el objeto de conciliarse. El Tribunal o la 
Sala podrán suspenderla y fijarán su reanudación, dentro de los diez días 
hábiles siguientes, quedando notificadas las partes de la nueva fecha con los 
apercibimientos de ley; y 
 
V. Sí  las  partes  no  concurren  o  no  llegaren  a  un  acuerdo, se   les  
tendrá     
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por  inconformes con  todo  arreglo  conciliatorio  y  se pasará a la etapa de 
depuración procesal y posteriormente, a la etapa de ofrecimiento y admisión     
de pruebas. 
 
VI. Si el demandado reconviene al actor, el Tribunal o la Sala Auxiliar, le 
concederá un término de tres días hábiles contados a partir del día siguiente 
de la notificación, con los apercibimientos que señala el Artículo 229 de esta 
Ley. 
 
La audiencia se iniciará con o sin la comparecencia de las partes. Las ausentes 
podrán intervenir cuando se presenten, siempre que el Tribunal o la Sala no haya 
emitido el acuerdo correspondiente. 
 
De las pláticas conciliatorias se pueden derivar las siguientes consecuencias: 
 
a) Primera. Las partes llegan a un acuerdo, caso en el que deberán celebrar 
un convenio en el que se precisen los términos del acuerdo y se apruebe y 
sancione por el Tribunal o la Sala, terminándose con ello el conflicto. Este 
convenio se redacta de inmediato como parte del acta de celebración de la 
Audiencia, precisándose en su clausulado: 
 
 
 
1. El desistimiento del actor de las acciones intentadas, señalando la fecha 
del escrito de demanda y el nombre de los demandados, a fin de que 
exista, efectivamente, el desistimiento de la acción, porque de otro 
modo, respecto de los omitidos, el desistimiento es solo de la demanda, 
por tanto, a estos, se les puede volver a demandar. 
 
2. La conformidad de la parte demandada con el desistimiento hecho por la 
actora. 
 
3. Terminación voluntaria y finiquito del contrato y la relación individual de 
trabajo, por parte del actor, dándose por pagado de sus prestaciones 
legales y contractuales totalmente (si la acción fue por despido). 
 
4. Cantidades que el o los demandados se comprometen a pagar al 
servidor público, monto y conceptos, debiéndose de tener presente por 
éstos que los derechos de los trabajadores son irrenunciables. 
 
5. Forma y tiempo de pago de las cantidades estipuladas. 
 
6. Conformidad del actor con las cantidades precisadas y con su forma y 
tiempo de pago, otorgando finiquito al respecto. 
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7. Solicitud de certificación por parte del Tribunal o la Sala de las 
cantidades entregadas, en el momento, por la institución pública y 
recibidas por el actor. 
 
8. Ratificación del convenio y solicitud para que el Tribunal o la Sala lo 
apruebe y sancione. 
 
Legalmente basta con que se solicite se apruebe el convenio una vez ratificado, 
sin embargo, es costumbre de los postulantes el uso de fórmulas como las 
siguientes: Ambas partes solicitan a este H. Tribunal o Sala que apruebe el 
presente convenio por no tener clausulas contrarias al Derecho, a la moral, o a las 
buenas costumbres, ni renuncia alguna a los derechos del servidor público, 
elevándolo a la categoría de laudo ejecutoriado, condenando a las partes a pasar 
por él en todo tiempo y lugar. Tener al actor por desistido de todas y cada una de 
las acciones intentadas, y cumplimentado que sea en su contenido, archivar el 
presente asunto como total y definitivamente concluido. 
 
b) Segunda. Las partes de común acuerdo, podrán solicitar por una sola 
ocasión, que se suspenda la audiencia con el objeto de conciliarse y buscar 
un arreglo al conflicto, en cuyo caso, el Tribunal o la Sala la suspenderán, 
señalando día y hora para su reanudación, dentro de los diez días hábiles 
siguientes, quedando notificadas las partes desde ese momento de la 
nueva fecha con los apercibimientos de ley. 
 
c) Tercera. Si las partes no concurren o no se ponen de acuerdo para terminar 
el conflicto, se les tendrá por inconformes con todo arreglo conciliatorio, 
declarando cerrada la etapa conciliatoria, procediendo a abrir de inmediato 
la etapa de depuración procesal y posteriormente  la de ofrecimiento y 
admisión de pruebas. 
 
Si el demandado reconviene al actor, el Tribunal o la Sala, le concederá un 
término de tres días hábiles contados a partir del día siguiente de la notificación, 
con los apercibimientos que señala el Artículo 229 de la Ley Burocrática Local. 
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Etapa de Depuración Procesal. 
 
En términos de lo dispuesto por el artículo 233, esta etapa se desarrollará de 
la manera siguiente: 
 
I. El Tribunal o las Sala, dispondrán de amplias facultades de dirección 
procesal para examinar, en su caso, las excepciones de trabajador de 
confianza, prescripción y cosa juzgada; 
II. El Tribunal o la Sala tomando en consideración las pruebas ofrecidas 
respecto a las excepciones perentorias opuestas determinará respecto a 
su procedencia o improcedencia, circunstancia que se tomará en 
consideración al momento de emitirse el laudo correspondiente para el 
efecto de determinar sobre la absolución o condena de la acción o 
prestaciones en contra de las cuales se opuso la excepción perentoria 
respectiva; 
III. El Tribunal o la Sala, en su caso certificará la no oposición de 
excepciones perentorias que ameriten depuración procesal. 
 
Si las partes no concurren a la etapa de depuración procesal, se les tendrá por 
perdido su derecho para ofrecer pruebas y alegar lo que a sus intereses 
convengan respecto de las excepciones perentorias opuestas. 
 
Etapa de Ofrecimiento y Admisión de Pruebas. 
 
Como en las etapas anteriores, en ésta, también se pueden presentar diversas 
situaciones con consecuencias procesales expresas: 
 
a) Que solo comparezca una sola de las partes, sea la actora o demandada, 
quien en uso de su derecho ofrecerá sus pruebas, y la ausente o no 
representada, perderá su derecho a ofrecer pruebas. 
b) Que comparezcan ambas partes o su representantes, en este caso el 
Tribunal o la Sala, en cumplimiento a lo ordenado por el artículo de la Ley 
del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, le 
concederá el uso de la palabra a la parte actora para que ofrezca sus 
pruebas, en relación con los hechos controvertidos, que no tengan relación 
con las excepciones perentorias que hubieren sido declaradas procedentes, 
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lo cual puede hacer en forma verbal o escrita, en este último caso debe 
exhibir copia de este escrito para su contraparte; inmediatamente el 
demandado ofrecerá sus pruebas y podrá objetar las de su contraparte, y 
aquél, a su vez, podrá objetar las del demandado, en ambos casos las 
pruebas deberán listarse, nominarse y relacionarse con los hechos 
controvertidos. 
c) Que no coqmparezca a la audiencia ninguna de las partes, en este caso 
actor y demandado, perderán su derecho de ofrecer pruebas 
 
Cuando el actor o el demandado adjuntaron documentos probatorios a sus 
escritos iniciales respectivos, deben de ofrecerlos como prueba en esta etapa, en 
atención al principio probatorio de oportunidad de ofrecimiento. 
 
De igual manera, las partes podrán ofrecer nuevas pruebas siempre que se 
relacionen con las ofrecidas por la contraparte y que no se haya cerrado la etapa 
de ofrecimiento de pruebas. 
 
Concluido el ofrecimiento de pruebas, el Tribunal o la Sala resolverán 
inmediatamente sobre las pruebas que admitan y las que desechen. En caso 
contrario, el Tribunal o la Sala se podrán reservar para resolver dentro de los tres 
días hábiles siguientes. 
 
Concluida esta etapa, no se admitirán nuevas pruebas, sólo las relativas a hechos 
supervinientes o las que se ofrezcan para probar las tachas hechas a los testigos. 
  
La etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas se llevará a cabo aún cuando no 
concurran las partes. Si las partes no comparecen a la audiencia se les tendrá por 
perdido su derecho para ofrecer pruebas, otorgándoles a las partes un término de 
48 horas para formular sus alegatos. 
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El Tribunal o la Sala podrán ordenar se desahoguen las pruebas que consideren 
necesarias para mejor proveer hasta el cierre de la instrucción. 
 
El Tribunal o la Sala, una vez agotada la etapa de ofrecimiento y admisión de 
pruebas, señalará en el mismo acuerdo, el día y la hora para la celebración de la 
audiencia de desahogo de pruebas la que deberá efectuarse dentro de los quince 
días hábiles siguientes, y ordenará, en su caso, que se giren los oficios y exhortos 
necesarios para recabar los informes o copias que deba expedir alguna autoridad 
o exhibir persona ajena al juicio y que haya solicitado el oferente, con los 
apercibimientos de ley. 
 
En la admisión de la pruebas, al Tribunal o a la Sala, también les corresponde 
tomar en consideración las objeciones que una de las partes formula respecto de 
las pruebas que ofrece la contraparte. Debiendo razonar los elementos de 
objeción para estar en posibilidad de aceptar o desechar los medios probatorios, 
aceptadas las pruebas, se ordenará la práctica de las diligencias necesarias y 
citará a las partes y, en su caso, a los testigos y peritos, para la audiencia de 
desahogo de pruebas. 
 
En el desahogo de las pruebas se procurará que se desahoguen primero las del 
actor y después las del demandado, aunque no guarden el orden en que fueron 
ofrecidas y dictarán las medidas necesarias para procurar que el día de la 
audiencia se desahoguen todas las pruebas ofrecidas y las que por su naturaleza 
no sean posibles de desahogarse, se señalará día y hora en que se efectuará la 
audiencia respectiva. 
 
Cuando las pruebas sean documentos que se hayan solicitado a autoridades 
diversas y no se hubieran remitido, el Tribunal o la Sala las requerirán para que las 
envíen, con el apercibimiento, de que se les aplicarán los medios de apremio que 
establece la ley si no lo hacen. 
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Desahogadas las pruebas se les concederá a las partes un término de 48 horas, 
para que por escrito formulen sus alegatos. 
 
4.5.4. Medios de Prueba. 
 
A que le llamamos prueba o probar, en palabras de León Magno, probar es 
“producir un estado de certidumbre en la mente de una o varias personas al 
respecto de la existencia o inexistencia de un hecho o de la verdad o falsedad de 
una proposición”. (Melendez George, 2011, pág. 264)  
 
Si nos basamos sobre el punto de vista etimológico, prueba, proviene del latín 
“probadum”, que significa patentizar, experimentar o dar fe. 
 
También puede definirse a la prueba como el conjunto de actividades que se 
llevan a cabo ante los órganos jurisdiccionales, promovidas por el juez o por las 
partes que intervienen en el proceso, y que tienen por objeto producir certeza de 
un hecho o una cosa de los cuales se infiera la existencia de los hechos 
controvertidos. 
 
Por mi parte, puedo definir a la prueba como “el medio idóneo para acreditar un 
extremo de la controversia planteada ante un órgano jurisdiccional, e inferir 
certeza sobre la existencia o veracidad de un acontecimiento u objeto, al 
juzgador”. 
 
La Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, en el 
artículo 219 dispone que: 
 
Son admisibles en el proceso todos los medios de prueba que no sean 
contrarios a la moral, al derecho o a las buenas costumbres, y en especial los 
siguientes: 
I. Confesional; 
II. Documental; 
III. Testimonial; 
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IV. Pericial; 
         V. Inspección; 
VI. Las fotografías, medio de información magnética o electrónica que sea 
utilizada para el registro y control de asistencia y puntualidad, pago de 
salarios, prima vacacional, aguinaldo, demás prestaciones establecidas en la 
presente ley; 
VII. Instrumental de actuaciones y Presuncional; y 
VIII. Cualquier otro medio de prueba que aporten los descubrimientos de la 
ciencia y de la técnica”. 
 
A su vez el artículo 220 de la Ley Burocrática citada, dispone que: 
 
“Las pruebas deben referirse a los hechos controvertidos cuando no hayan sido 
confesados por las partes, y se ofrecerán acompañadas de todos los elementos 
necesarios para su desahogo”. 
 
Uno de los principios procésales fundamentales se refiere a que, corresponde a 
cada una de las partes probar sus afirmaciones, en el procedimiento laboral, dada 
su naturaleza protectora y tutelar de los derechos de la clase trabajadora, el 
legislador decidió imponer a las instituciones públicas, la obligación procesal de 
probar ciertos hechos.  
 
De acuerdo con el artículo 221 de la Ley del Trabajo de los Servidores 
Públicos del Estado y Municipios, El Tribunal o la Sala eximirán de la carga 
de la prueba al servidor público, cuando por otros medios esté en posibilidad 
de llegar al conocimiento de los hechos, salvo lo relativo al reclamo de 
tiempo extraordinario. Para tal efecto, requerirá a las instituciones públicas o 
dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos de carácter Estatal 
y Municipal, para que exhiban los documentos que, de acuerdo a esta ley, 
tienen la obligación legal de conservar, bajo el apercibimiento de que de no 
presentarlos, se presumirán ciertos los hechos alegados por el servidor 
público. En todo caso, corresponderá a las instituciones públicas o 
dependencias probar su dicho cuando exista controversia sobre: 
 
I. Fecha de ingreso del servidor público; 
 
II. Antigüedad del servidor público; 
 
III. Faltas de asistencia del servidor público; 
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IV. Causa de rescisión de la relación de trabajo; 
V. Terminación de la relación o contrato de trabajo por tiempo u obra 
determinados; 
 
VI. Constancia de haber dado aviso por escrito al servidor público de la fecha y 
causa de su rescisión; 
 
VII. Nombramiento o contrato de trabajo; 
 
VIII. Duración de la Jornada de trabajo, salvo se trate de servidores públicos de      
confianza; 
 
IX. Pagos de días de descanso; 
 
X. Disfrute y pago de las vacaciones; y 
 
XI. Monto de pago de sueldos e incorporación y pago de cuotas al Instituto de 
Seguridad Social del Estado de México y Municipios, y demás prestaciones 
que se establezcan en la presente ley. 
 
La carga de la prueba corresponderá al servidor público cuando se trate de 
tiempo extraordinario. 
 
 
Las pruebas deberán ofrecerse en la misma audiencia, salvo que se refieran a 
hechos supervenientes o que tengan por fin probar las tachas que se hagan valer 
en contra de los testigos, o de la veracidad de los documentos que se exhiban en 
el momento del desahogo de la inspección ocular. 
 
La apreciación en conciencia de los hechos y también de las pruebas ofrecidas y 
desahogadas por las partes, el Tribunal las valora basándose en un sistema mixto, 
una solución intermedia entre la libre apreciación de las pruebas y la prueba 
tasada y es el momento procesal más importante a cargo de la autoridad, ya que 
servirán para fundamentar el sentido del laudo que es la resolución final del juicio. 
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4.5.6. Alegatos. 
 
Los alegatos derivan de los principios de audiencia e igualdad de las partes 
y, consisten en las manifestaciones o razonamientos que las partes formulan, 
teniendo por objeto fortalecer sus puntos de vista sostenidos en el juicio. Esto es, 
son apreciaciones personales de las partes que buscan influir en el ánimo del 
juzgador a efecto de colmar sus pretensiones, ya que se exponen razones 
tendientes a ilustrar al juzgador sobre la litis planteada. 
 
También se puede decir que los alegatos, son la exposición razonada, verbal o 
escrita, que hace el abogado para demostrar conforme a derecho, que la justicia 
asiste a su cliente. 
 
Dentro del Procedimiento Laboral Burocrático, los alegatos consisten en los 
razonamientos mediante los cuales, el trabajador reitera sus acciones o 
pretensiones, así como los hechos en que las funda; y el apoderado de la 
institución pública demandada reitera sus excepciones y defensas. 
 
Sin embargo, en la práctica se observa que los alegatos están encaminados a 
hacer notar al Tribunal burocrático, las deficiencias de defensa y los errores 
probatorios en que incurrió la contraparte. 
 
Concluyendo el desahogo de todas y cada una de la pruebas, ambas partes, 
tienen el derecho de formular por escrito sus correspondientes alegatos y para tal 
efecto  se les concederá un término de 48 horas. 
 
Una vez formulados los alegatos se declarará cerrada la instrucción y se 
procederá a dictar resolución, en una sesión del pleno que se verificará en un 
término no mayor de 15 días. 
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Restarle importancia a los alegatos es un error, dado que estos constituyen una 
carga especifica del abogado patrono, la cual debe cumplir con el mayor cuidado, 
en ella argumenta con bases aportadas en el proceso, la procedencia especifica 
de la acción o de las excepciones correspondientes, que en la demanda o 
contestación no pudieron esgrimirse, demostrando la aplicación de la normas 
invocadas. 
 
Teniendo esta especial importancia, las partes no deben descuidar su formulación 
por escrito, ya que es la oportunidad final de su actuación para resaltar las 
pruebas, actuaciones y presunciones, que favorecen su caso, reforzando sus 
pretensiones y resaltando sus derechos. Por esta razón es aconsejable que el 
postulante formule sus alegatos. 
 
Una vez formulados los alegatos se declarará cerrada la instrucción y se turnarán 
los autos al C. Auxiliar Dictaminador, para que emita el proyecto de laudo 
correspondiente, observando el principio de celeridad procesal. 
 
4.5.7. El laudo. 
 
  La forma ordinaria de terminación de un juicio, es la emisión por parte de la 
Autoridad Jurisdiccional de una resolución, coloquialmente aquella que resuelva el 
conflicto toral del asunto. Determinada por el juzgador a través de la apreciación 
lógico-jurídica de los hechos que le dieron origen al conflicto, tanto los narrados 
por la parte actora en su escrito de demanda, como las excepciones opuestas en 
la contestación por el demandado, los medios probatorios de cada uno de ellos, y 
en su caso los alegatos planteados. 
 
En materia Laboral, las resoluciones emitidas por las Juntas de Conciliación y 
Arbitraje son tradicional y jurídicamente llamadas laudos. Etimológicamente la 
palabra laudo proviene del latín “laudere”, de “laus, laudis”, que significa alabanza, 
aunque antiguamente también recibía el significado de “fallar como arbitro”. 
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En el proceso laboral, el laudo constituye la resolución más importante, toda vez 
que se trata del acto jurisdiccional por virtud del cual los Tribunales laborales 
aplican la norma al caso concreto, a fin de resolver y destruir la incertidumbre del 
derecho y es la forma ordinaria para terminar la relación jurídica procesal, sin que 
pase desapercibida la existencia de la forma extraordinaria de concluir la 
mencionada relación, esto es, la composición o convenio, conciliación, 
autocomposición, caducidad, etcétera. 
 
La finalidad de la emisión de un laudo es resolver y por lo tanto en él, encontramos 
una verdadera resolución de carácter jurisdiccional, contiene una relación de 
elementos cruciales, razonamientos, apegados al raciocinio del juzgador, 
atendiendo a juicios lógicos sobre la aplicación de una norma general aplicada a 
un caso concreto. Así mismo debe a atender a ciertos requisitos de forma, como, 
datos de identificación de la autoridad que resuelve, de la parte actora y 
demandada, la fecha de emisión, conteniendo el capitulado de resultandos, 
considerandos y puntos resolutivos. 
 
La Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios en su 
articulado 242, a la letra expresamente dice que: “Una vez formulados los alegatos 
se declarará cerrada la instrucción y se turnarán los autos al C. Auxiliar 
Dictaminador, para que emita el proyecto de laudo correspondiente, observando el 
principio de celeridad procesal.” 
 
Una vez aprobado el proyecto del laudo, se procederá a su discusión y aprobación 
en una sesión de pleno que se verificaré en un término no mayor de quince días, 
en la cual el Presidente del Tribunal o la Sala dará lectura a su propuesta de 
laudo; acto seguido abrirá, en su caso, la discusión correspondiente y finalmente 
recogerá la votación y declarará el resultado. 
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Si la propuesta fuere aprobada, sin adiciones ni modificaciones, se elevará a la 
categoría de laudo y se firmará de inmediato por los miembros del Tribunal o la 
Sala. Si se le hicieran modificaciones y adiciones, se harán constar en el acta y el 
Presidente ordenará que de inmediato se redacte el laudo, de acuerdo con lo 
aprobado. 
 
Una vez firmado el laudo, se turnará el expediente al actuario, para que de 
inmediato lo notifique personalmente a las partes. 
 
 Los laudos se dictarán a verdad sabida y buena fe guardada, apreciando los 
hechos en conciencia, sin sujetarse a reglas o formulismos sobre estimación de 
las pruebas, pero expresarán los motivos y fundamentos legales en que se 
apoyen. Cuando la ley menciona que los laudos se dictaran a verdad sabida, se 
hace alusión al principio de inmediación que rige al proceso tanto laboral como 
burocrático, ya que los funcionarios del Tribunal procurarán tratar directamente el 
asunto y a las partes en el conflicto; y buena fe guardada nos dice León Magno60 
que “se trata de un antiguo formulismo para resolver sin sujetarse a reglas 
estrictas, de esta manera actúa contra cualquier arbitrariedad.” (Melendez George, 
2011, pág. 278) 
 
Los laudos deben ser claros, precisos y congruentes con la demanda, 
contestación y demás pretensiones deducidas en el juicio oportunamente; en la 
redacción de los laudos, se deberá procurar una redacción simple de lenguaje 
común, con el propósito de ser legible y entendida por los destinatarios directos de 
la resolución que son los trabajadores, de acuerdo a la tutela laboral que ha 
predominado, aunque en el Derecho Burocrático las partes teóricamente se 
encuentran en igualdad de condiciones, los servidores públicos en mi punto de 
vista también se encuentran en un grado de desventaja frente a la institución o 
dependencia conducida por sus representantes y/o apoderados. 
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CAPÍTULO  V 
EL EMPLAZAMIENTO EN EL PRECEDIMIENTO LABORAL REGULADO POR 
LA LEY BUROCRÁTICA DEL ESTADO DE MÉXICO. 
 
5.1. Hechos y Actos Procesales. 
 
 Si el proceso es la suma de actos por medio de los cuales se constituye, 
desarrolla y termina la relación jurídica y ésta se desarrolla a través de diversas 
etapas, las cuales se integran, por hechos y actos procesales, cada uno de los 
momentos en que se descompone el proceso puede ser considerado como hecho 
o como acto, es decir, sin o con relación a la voluntad humana. 
 
Con base en la teoría del acto jurídico, la doctrina procesal hace una distinción 
entre los hechos y actos procesales. Respecto de los hechos procesales, nos dice 
que son aquellos acontecimientos de la vida que tienen consecuencias sobre el 
proceso, independientemente de la voluntad humana, mientras que los actos 
procesales, son aquellos acontecimientos que aparecen dominados por una 
voluntad humana idónea para crear, modificar o extinguir derechos procesales. 
 
Ejemplos de hechos procesales, lo son la muerte de una de las partes, el 
transcurso del tiempo que conduce a la pérdida de derechos, los fenómenos 
naturales que producen la pérdida de los expedientes (como los sismos de 1985), 
entre otros. 
 
La presentación de la demanda, la consignación que hace el Ministerio Público 
ante el juez penal, el ofrecimiento o proposición de pruebas por las partes o la 
emisión de la sentencia por el juzgador, son ejemplos de actos procesales. 
 
Eduardo J. Couture define a los hechos procesales como “aquellos 
acontecimientos de la vida que proyectan sus efectos sobre el proceso”. Y por 
acto procesal entiende “el acto jurídico emanado de las partes, de los agentes de 
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la jurisdicción o aun de los terceros ligados al proceso, susceptible de crear, 
modificar no extinguir efectos procesales” (Couture, 1974) 
 
5.2. Condiciones del Acto Procesal.  
 
 Una de las características esenciales del acto procesal consiste en que 
dichas características se manifiestan durante los actos que integran el proceso, 
por lo que sólo se le puede  aislar con la finalidad de analizarlo. 
 
Para analizar el acto procesal brevemente me referiré a las condiciones que debe 
satisfacer para que se manifieste válidamente en el proceso: las condiciones de 
forma (como debe exteriorizarse), de tiempo (cuándo debe llevarse a cabo) y de 
lugar (dónde debe realizarse). 
 
5.2.1. Condiciones de Forma. 
 
La forma es la manera como deben exteriorizarse los actos procesales. Las 
Leyes procesales disponen que tanto los actos procesales del juzgador como los 
de las partes y demás participantes en el proceso deben expresarse en español; y 
que los documentos que se encuentren redactados en idioma extranjero deberán 
acompañarse de su respectiva traducción al castellano. En las actuaciones 
judiciales las fechas y cantidades deben escribirse con letra. También prevén que 
las personas que no hablen el idioma español, rendirán su declaración por medio 
de intérpretes. 
 
De igual manera prevén que los actos procesales se expresarán en forma oral o 
escrita y que deberán levantarse en acta en la que se hagan constar aquéllos, y 
que los escritos de las partes deben estar firmados por éstos o por quienes los 
representan.  
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Las actuaciones judiciales deben ser autorizadas, bajo pena de nulidad, por el 
funcionario judicial a quien competa dar fe o certificar el acto (normalmente el 
Secretario de Acuerdos). También deben ser firmadas por el titular del órgano 
jurisdiccional, cuando a éste le corresponda intervenir en el acto. 
 
Otras formalidades de las actuaciones son el que en ellas no deben emplearse 
abreviaturas, ni se rasparan las palabras equivocadas y sobre ellas solo se 
colocará una línea delgada que permitirá su lectura, y al final se corregirá el error 
cometido. 
 
 En los ordenamientos procesales mexicanos se establece, por regla, la publicidad 
de los actos procesales, que consiste sustancialmente en el acceso libre del 
público a las audiencias, con algunas salvedades. 
 
5.2.2. Condiciones de Tiempo. 
 
Además de la forma en que deben exteriorizarse, también los actos 
procesales deben cumplir con determinadas condiciones de tiempo. Para  este fin, 
las leyes procesales suelen regular los siguientes aspectos: a) la determinación de 
los días y las horas hábiles, en los cuáles se pueden llevar a cabo válidamente las 
actuaciones judiciales; b) el establecimiento de plazo y términos para la realización 
de los actos procesales, y c) la forma de computar los plazos. 
 
Por regla general, las actuaciones judiciales sólo se practicarán en días y horas 
hábiles, entendiéndose por días hábiles  todos los del año, excepto sábados y 
domingos y aquellos que las leyes declaren festivos. 
 
Para determinar las horas hábiles, las leyes procesales suelen considerar como 
tales las comprendidas entre cierta hora de la mañana y otra de la tarde. 
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En las leyes y en la práctica forense mexicanas se suele emplear como sinónimos 
las expresiones plazo y término. Sin embargo, José Ovalle Favela nos dice que 
“tanto la doctrina alemana como la española distinguen con toda claridad estos 
dos modos de medir o de iniciar la medición del tiempo para la realización de los 
actos procesales. Para estas doctrinas, el  plazo “es un periodo a todo lo largo del 
cual, desde el momento inicial y hasta el final, se puede realizar válidamente un 
acto procesal; el término, en cambio, es el momento (día y hora) señalado para el 
comienzo de un acto procesal”. (Ovalle Fabela, 2004, pág. 287)  
 
Así por ejemplo, en el juicio ordinario laboral burocrático, se le concede a la 
institución pública o dependencia demandada un plazo de diez días para que 
conteste la demanda. En cualquiera de esos diez días el demandado puede 
presentar su contestación a la demanda. En cambio, para la celebración de la 
audiencia de conciliación, depuración procesal, ofrecimiento y admisión de 
pruebas, el Tribunal o las Salas, señalan como momento para que aquella inicie, 
por ejemplo las 8:30 horas del día 7 de Mayo de 2016. Este último sería 
propiamente un término. 
 
Los plazos por sus unidades de medida pueden ser contados por minutos, por 
horas, por días, por meses y por años. Dichos plazos se clasifican en cuanto a su 
origen, en razón de la parte para la que corre el plazo, de acuerdo con sus efectos 
en el proceso. 
 
Por su origen los plazos se dividen en legales, si son establecidos por la ley; 
judiciales, por resolución del juzgador o convencionales por acuerdo de las partes. 
En razón de la parte para la que corre el plazo, éste puede ser común o particular. 
Es común cuando es señalado para que dentro del mismo las dos partes realicen 
determinado acto procesal. Y es particular, cuando dentro del periodo 
correspondiente sólo una de las partes puede llevar a cabo el acto procesal.  
 
  
122 
 
Los plazos se clasifican en prorrogables e improrrogables, tomando en cuenta la 
posibilidad o la imposibilidad de que sean ampliados. Normalmente los plazos son 
prorrogables, sobre todo en razón de la distancia que exista entre el lugar donde 
se llevará a cabo el juicio y el lugar donde se encuentre la persona que debe 
realizar el acto procesal. 
 
De acuerdo con sus efectos en el proceso los plazos se clasifican en perentorios y 
no perentorios o preclusivos y no preclusivos; fatales y no fatales. “Un plazo es 
perentorio o preclusivo cuando su mero transcurso y la omisión del acto procesal 
por la parte interesada producen, por si mismos, la preclusión o extinción del 
derecho que aquélla tuvo para llevarlo a cabo, sin necesidad de actividad alguna 
de la contraparte o del juzgador.” (Ovalle Fabela, 2004, pág. 289). 
 
Esto significa que el plazo es perentorio o preclusivo porque su simple transcurso 
hace perecer o precluir el derecho o la oportunidad que la parte tuvo de realizar el 
acto. En cambio, el plazo es no perentorio o no preclusivo o también llamado 
dilatorio, cuando el mero transcurso y la omisión de la parte interesada no 
extinguen, por si mismos, el derecho de la parte a realizar el acto procesal, sino 
que requiere, además, de un acto de la contraparte, al que se denomina acuse de 
rebeldía y que consiste en la denuncia que aquélla hace ante el juzgador de la 
omisión (rebeldía) en que ha incurrido la otra parte. El derecho de ésta no se 
extingue hasta que se presenta el acuse de rebeldía. 
 
Por otra parte, la inactividad procesal de una o de ambas partes durante el plazo 
que se les señaló para la realización de determinado acto procesal, trae como 
consecuencia la preclusión o pérdida del derecho que tuvieron para llevar a cabo 
dicho acto. La inactividad procesal de ambas partes durante un tiempo prolongado 
de tiempo, tiene como  consecuencia la caducidad de la instancia o extinción 
anticipada del proceso, de tal modo que quedan sin efecto legal todos los actos 
procesales realizados en la instancia de que se trate. 
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Para el cómputo de los plazos, podemos destacar las reglas generales siguientes: 
 
a) En cuanto al inicio de cómputo de los plazos se distinguen dos formas de 
regularlos. 
  
b) En el cómputo de los plazos establecidos en días no se deben incluir los 
días inhábiles, salvo disposición contraria de la ley. Tampoco se deben 
computar aquellos días en los que, sin ser inhábiles, no haya habido 
labores en los tribunales. 
 
c) Los plazos fijados en meses, éstos se regularan según el calendario del 
año.  
 
d) Para aquellos casos en que se hubiere omitido señalar en la ley un plazo                                        
para determinado acto procesal, se suelen prever plazos subsidiarios. 
 
5.2.3. Condiciones de Lugar. 
 
 El espacio normal donde se desarrollan los actos procesales es la sede del 
órgano jurisdiccional. En sus oficinas de llevan a cabo la mayor parte de los actos 
del proceso, desde que inicia la relación jurídica procesal hasta que termina. Sin 
embargo, algunos actos procesales se realizan fuera de la sede del juzgado: por 
ejemplo, las notificaciones personales, por regla general, tienen que hacerse en el 
domicilio de la parte correspondiente; las diligencias de embargo deben tener 
lugar en el domicilio del demandado. 
 
Cuando el acto procesal debe realizarse fuera de la sede del juzgado o del 
tribunal, pero dentro de la circunscripción territorial en que éstos son competentes, 
es un funcionario del órgano jurisdiccional el encargado de ejecutar el acto: el 
secretario actuario, el ejecutor, el notificador, el diligenciario o el secretario de 
acuerdos habilitado para tal fin. 
 
En cambio, cuando el acto procesal se debe llevar a cabo fuera del ámbito 
territorial en que es competente el juzgador que lo ordena, éste debe dirigir una 
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comunicación procesal -a la que normalmente se le denomina exhorto- al órgano 
jurisdiccional en cuyo territorio deba ejecutarse el acto. 
 
En estos casos se acude a la cooperación judicial de tribunales de la misma 
entidad federativa, de otra entidad o de un país extranjero. 
 
5.3. Clasificación de los Actos Procesales. 
 
 Existen varias clasificaciones de los actos procesales, sin embargo, dada la 
dimensión y temática de este trabajo de investigación, no se hará un análisis 
detallado de cada una de estas clasificaciones, por lo que me limitare a tratar de 
resumir una clasificación que se apegue al derecho procesal mexicano. 
 
Tomando en cuenta el sujeto que realiza el acto procesal, éste puede ser 
clasificado en simple y complejo. Es simple, cuando se lleva a cabo con la 
intervención de un solo sujeto procesal o un solo órgano, por ejemplo la demanda 
que presenta la parte actora o la contestación a aquélla que hace la parte 
demandada, así como la sentencia que dicta el juzgador. Es complejo, cuando 
intervienen en su realización varios sujetos procesales, tal es el caso de la 
diligencia de declaración preparatoria del inculpado, ya que en ella participan el 
propio inculpado, el juzgador, el Ministerio Público y el defensor, o bien cuando  
comparecen ante el juzgador las partes, los testigos, los peritos, etc. 
 
A pesar de la diversidad de los sujetos que intervienen en los actos procesales 
complejos, normalmente corresponde al juzgador o a un funcionario dependiente 
del órgano jurisdiccional dirigir la iniciación, el desarrollo y terminación de dichos 
actos. Por esta razón, a los actos procesales complejos se les suele ubicar como 
actos del órgano jurisdiccional. 
 
A los actos procesales tanto simples como complejos se les clasifica de acuerdo al 
sujeto procesal que los realiza o que dirige su realización. En este sentido, se 
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distinguen los actos procesales de las partes, del órgano jurisdiccional y de 
terceros. 
 
5.3.1. Actos Procesales de las partes 
 
Los principales actos procesales de las partes pueden ser de petición, de 
prueba, de alegación de impugnación o de disposición. 
 
5.3.1.1. Actos de Petición. 
 
Son aquellos en los que las partes expresan al juzgador su pretensión, 
reclamación o su excepción y le solicitan que, una vez agotados los actos 
procesales necesarios, dicte sentencia en la que se declare fundada dicha 
pretensión o excepción. Algunos actos de petición son la demanda de la parte 
actora; la contestación a la demanda y la reconvención o contrademanda del 
demandado; la consignación o acusación que el Ministerio Público formula en 
contra del inculpado ante el juzgador. 
 
La característica principal de esta primera clase de actos de las partes consiste en 
la petición que expresan es precisamente la pretensión o excepción sobre las que 
versarán el proceso y la sentencia, además de señalar los fundamentos de hecho 
y de derecho de la misma. 
 
5.3.1.2. Actos de Prueba. 
 
Con estos actos se pretende obtener la certeza del juzgador sobre los 
fundamentos de hecho de la pretensión del actor o del acusador; o sobre los 
fundamentos de hecho de la  excepción o la defensa del demandado o del 
inculpado. Estos actos (que forman parte del procedimiento probatorio) son 
básicamente de tres clases: a) actos de ofrecimiento o proposición de las pruebas; 
b) actos de preparación, y c) actos de ejecución o práctica de las pruebas. 
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5.3.1.3. Actos de Alegación 
 
A través de éstos las partes manifiestan sus argumentos sobre los 
fundamentos de hecho o de derecho de la pretensión, la excepción o la defensa, 
con el fin de que el juzgador dicte una sentencia estimatoria o desestimatoria, 
según quien sea la parte que las exprese. Cabe mencionar que en los procesos 
penales a estos actos se les llama conclusiones y el los no penales se les llama 
alegatos. 
 
5.3.1.4. Actos de Impugnación 
 
Por medio de estos las partes combaten la validez o la legalidad de los 
actos u omisiones del órgano jurisdiccional, con la finalidad de que se determine la 
nulidad, revocación o modificación de los actos impugnados o se ordene la 
realización de los actos omitidos. 
 
5.3.1.5. Actos de Disposición 
 
A través de esta clase de actos las partes disponen o renuncian al menos 
parcialmente a sus derechos materiales controvertidos en el proceso. Dentro de 
ellos encontramos el desistimiento de la acción, el allanamiento y la transacción. 
5.4. Actos Procesales de Órgano Jurisdiccional. 
 
Con la expresión de origen hispánico actuaciones judiciales se pueden 
designar genéricamente todo los actos procesales del órgano jurisdiccional, dentro 
de los cuales quedan comprendidas las resoluciones judiciales, las audiencias, los 
actos de ejecución y las comunicaciones procesales. 
Con la expresión “actuaciones judiciales también se utiliza para designar al 
conjunto de piezas escritas que documentan los actos procesales tanto del órgano 
jurisdiccional como de las partes y los terceros”. (Ovalle Fabela, 2004, pág. 295).  
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Es decir, la denominación actuaciones judiciales alude a todo el expediente 
procesal, independientemente del sujeto procesal que haya suscrito los 
documentos que lo integran. 
 
5.4.1. Resoluciones judiciales. 
 
Son actos procesales por los cuales el órgano jurisdiccional decide sobre 
las peticiones y demás actos de las partes y de otros participantes en el juicio. La 
resolución más importante en el proceso es la sentencia, en la que el juzgador 
decide sobre el litigio sometido a proceso. También emite resoluciones cuando 
provee sobre diversos actos procesales de las partes y de los demás participantes 
durante el desarrollo del proceso. En este tipo de resoluciones se les suele 
denominar autos. 
 
Esta clasificación de las resoluciones judiciales en autos y sentencias, quizá sea la 
más sencilla y, por lo mismo, la más fácil de manejar en la práctica. 
 
Otros ordenamientos acogen una clasificación tripartita de las resoluciones 
judiciales, es decir, además de la sentencia y los autos, agregan a los decretos 
que se definen como “simples determinaciones de trámite”. (Ovalle Fabela, 2004, 
pág. 295). 
 
Todas las resoluciones judiciales como actos de autoridad que son, deben de 
satisfacer los requisitos de motivación y fundamentación que establece la 
Constitución en sus artículos 14 y 16; es decir, deben expresar las razones de 
hecho y medios de prueba que las acrediten (motivación) así como los preceptos 
jurídicos (fundamentación) que sirven de base a la resolución . 
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5.4.2. Audiencias. 
 
La palabra audiencia proviene del latín audientia, que significa el acto de 
escuchar. Durante el imperio romano era el acto durante el cual el juez escuchaba 
los alegatos de las parte. 
 
En el derecho procesal de origen hispánico, la denominación audiencia tiene 
numerosos significados, entre los que podemos destacar los siguientes: 
 
1. Es el nombre dado a determinados órganos jurisdiccionales de niveles 
intermedios o superiores (como fueron las Audiencias de la Ciudad de 
México y de Guadalajara, durante el Virreinato), y el cual también se ha 
aplicado, por extensión, a los edificios ocupados por dichos órganos. 
 
2. Es el nombre que se ha dado al derecho fundamental de garantía de 
audiencia que el artículo 14 Constitucional otorga a toda persona para que, 
previamente a cualquier acto de autoridad que pueda llegar a privarla de 
sus derechos o posesiones, se le de una oportunidad razonable de 
defenderse en juicio, de probar y  alegar ante tribunales independientes, 
imparciales y establecidos con anterioridad en la ley. 
 
3. Es el acto procesal complejo y público, que se desarrolla en la sede y bajo 
la dirección del órgano jurisdiccional, y en el que intervienen las partes, sus 
abogados y los terceros cuya presencia sea necesaria para la celebración 
del acto. 
Las audiencias más comunes dentro de los actos procesales del órgano 
jurisdiccional, son las que se realizan para que se practiquen las pruebas y se 
expresen los alegatos o conclusiones.  
 
5.4.3. Actos de Ejecución. 
 
Son aquellos a través de los cuales el órgano jurisdiccional hace cumplir 
sus propias resoluciones. Debemos distinguir entre los actos con los que el 
Tribunal hace cumplir sus autos, es decir, las resoluciones que dicta dentro del 
proceso; y los actos con los que lleva a cabo la ejecución coactiva de la sentencia 
definitiva. 
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Para lograr el cumplimiento de sus resoluciones anteriores a la sentencia, el 
juzgador puede aplicar lo que se le conoce como medios de apremio que son los 
siguientes: a) multa, la cual se cuantifica normalmente en días de salario; b) auxilio 
de fuerza pública, en la que se incluye de ser necesario la fractura de cerraduras; 
c) cateo y d) arresto hasta por 36 horas. Se puede dar el caso de que a pesar de 
las medidas de apremio no se logre el cumplimiento de la resolución en dicho 
supuesto se podrá denunciar y procesar a la persona que ha incurrido en el 
incumplimiento, por la comisión de un delito de desobediencia a un mandato 
legítimo de la autoridad. 
 
La ejecución de las sentencias en” los procesos civiles, mercantiles y laborales se 
desarrolla a través de todo un procedimiento, al que se suele denominar vía de 
apremio.” (Ovalle Fabela, 2004, pág. 298). Tiene como punto de partida un título 
ejecutorio, una sentencia, un laudo o un convenio judicial, con base en dicho título 
se procede a la vía de apremio, la cual se traduce por lo regular en el embargo de 
bienes del deudor, para enajenarlos y con su producto pagar el adeudo. 
 
5.5. Comunicaciones Procesales. 
 
Las comunicaciones procesales tienen normalmente como sujeto emisor al 
titular del órgano jurisdiccional: lo que varía es el sujeto o el medio transmisor y, 
sobre todo, el receptor o el destinatario de la comunicación. 
 
El destinatario de la comunicación procesal emitida por el órgano jurisdiccional 
puede ser una autoridad no jurisdiccional. En cambio, cuando el destinatario  de la 
comunicación procesal es otro órgano jurisdiccional, aquélla recibe el nombre de 
exhorto. 
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“El exhorto es la comunicación procesal escrita que un juzgador dirige a otro, de 
una circunscripción territorial diferente, para requerirle su auxilio o colaboración 
con el fin de que, por su conducto, se pueda realizar un acto procesal”. (Ovalle 
Fabela, 2004, pág. 299). 
 
De lo anterior, se puede concluir, que el exhorto es un medio de comunicación 
entre dos juzgadores. Al que emite el exhorto se le llama juez exhortante o 
requirente; al destinatario, juez exhortado o requerido. 
 
La finalidad del exhorto es que el juez exhortado lleve a cabo un acto procesal 
ordenado por el juez exhortante, que éste no puede realizar porque dicho acto 
debe tener lugar fuera de su circunscripción territorial y dentro de la del juez 
exhortado. 
 
Se dice que el juez requerido diligencia el exhorto, cuando lleva el acto procesal 
para el cual ha sido exhortado: recibe la declaración de un testigo; emplaza a la 
parte demandada; ejecuta el embargo sobre bienes de ésta, etc. Una vez hecho lo 
anterior, el juez requerido debe devolverlo al juez exhortante. 
 
En cuanto a su contenido, los exhortos deberán llevar las inserciones necesarias, 
según la naturaleza de las diligencias que hayan de practicarse; llevarán el sello 
del tribunal, e irán firmadas por el funcionario correspondiente y por el secretario 
respectivo, o por testigos de asistencia. 
 
Cuando el destinatario de la comunicación procesal es un órgano jurisdiccional 
ubicado en el extranjero, aquélla recibe el nombre de exhorto o carta rogatoria 
internacional y su regulación no queda sujeta solamente al derecho interno, sino 
también a tratados y convenciones que se celebren sobre la materia. En este 
sentido, el Estado mexicano firmó y ratificó la Convención Interamericana sobre 
Exhortos o Cartas Rogatorias, aprobada en Panamá el 30 de enero de 1975. 
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 En la ciudad de Montevideo, Uruguay, el 8 de mayo de 1979, se aprobó el 
Protocolo Adicional a la Convención citada. 
 
Tomando en consideración las generalidades antes mencionadas y ubicándonos 
en la materia de estudio de este trabajo de investigación, podemos decir que, la 
limitación derivada de la competencia por razón del territorio se subsana mediante 
la colaboración que se prestan entre sí los tribunales laborales. De esa manera 
actúa la administración de justicia, de lo contrario, el simple desplazamiento 
territorial de una persona a otro lugar paralizaría las acciones. Para evitar lo 
anterior, las autoridades laborales se coadyuvan y auxilian entre sí, realizando 
dentro de su territorio los actos procesales que no pueden efectuar directamente 
por la división de competencias.  
 
Toda vez que la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios, no contiene disposiciones expresas que regulen los exhortos y 
despachos, es necesario recurrir a la supletoriedad de la Ley Federal del Trabajo, 
en términos de lo preceptuado por el artículo 193 de la Ley Burocrática citada. 
 
Como se dijo en líneas anteriores, los medios que tienen los tribunales para 
comunicarse entre sí tienen diferentes nombres, según su categoría: 
 
a) Exhorto. Comunicación de un  tribunal que se dirige a otro de distinto lugar, 
pero de igual categoría y jerarquía. 
 
b) Despacho o carta orden. Comunicación que dirige un tribunal de jerarquía 
superior a otro de inferior categoría. 
 
c) Suplicatorio. Comunicación que dirige el inferior al superior pidiéndole 
auxilio procesal. 
 
d) Mandamiento. Comunicación del juez con sus subalternos. 
 
e) Exposición. Comunicación de Jueces y Tribunales con podres o 
autoridades de otra naturaleza. 
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f) Oficio. Comunicación dirigida a las autoridades de menor categoría 
administrativa. 
 
g) Carta rogatoria. Para la comunicación con autoridades de país extranjero, 
se emplea también la expresión de exhorto internacional. 
 
Las diligencias que no puedan practicarse en el lugar de residencia de la Junta 
que conozca del juicio deberán de encomendarse por medio de exhorto al 
Presidente de la Junta de Conciliación y Arbitraje o al de las Especiales del 
domicilio en que deban practicarse; de no haberlas en dicho lugar, a la autoridad 
más próxima al lugar que corresponda dentro de la República Mexicana, según lo 
dispone el artículo 753 de la Ley Federal del Trabajo. 
 
Aunque el precepto citado no lo indica, es obvio que deberán de proporcionarse a 
la autoridad receptora, todos los elementos necesarios para la práctica de la 
diligencia encomendada. 
 
Las diligencias que se practiquen en el extranjero, aunque no es frecuente, se 
autorizarán cuando se demuestre que son indispensables para probar los hechos 
fundamentales de la demanda o de la contestación. Se librará el exhorto 
correspondiente, tomando en cuenta lo dispuesto en los tratados o convenios 
internacionales.  
 
Cabe señalar que en términos de lo dispuesto por los artículos 6° y 17 de la Ley 
Federal del Trabajo, los tratados internacionales son fuente del derecho laboral, 
celebrados y aprobados por el Senado de la República, en los términos del 
artículo 133 Constitucional. 
 
A falta de tratados o convenios internacionales, los exhortos serán remitidos, por 
la vía diplomática, al lugar de residencia de la autoridad correspondiente, debiendo 
legalizar las firmas que los expidan. No será necesaria dicha legalización si en las 
leyes o prácticas del país donde se libre el exhorto no se establece ese requisito, 
teniendo en cuenta que el funcionario debe ser conocido en el país. 
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Es preciso señalar, que la Ley Federal del Trabajo, en el capítulo relativo, utiliza el 
término despachos en forma equivoca, ya que no se trata de comunicaciones que 
dirige un tribunal de jerarquía superior a otro inferior, por lo que preferimos hablar 
de cartas rogatorias. 
 
Por regla general, cuando el exhorto proviene de un juez extranjero, debe 
contener la legalización del cónsul mexicano del país en que se expidió, y para 
legalizar la firma de este último funcionario que autentificó la del Juez, la 
Secretaría de Relaciones Exteriores deberá de legalizar la firma de nuestro cónsul. 
 
En los exhortos que deban ser diligenciados dentro de la República Mexicana, no 
se requiere la legalización de firmas de la autoridad que los expide .Las Juntas 
deberán expedir los exhortos y despachos, al día siguiente de  aquel en que surta 
sus efectos la resolución que los ordene. 
 
Los exhortos y despachos que reciban las autoridades se proveerán dentro de las 
setenta y dos horas siguientes a su recepción y deberán diligenciarse dentro de 
los cinco días siguientes, salvo en los casos en que la naturaleza de lo que haya 
de practicarse exija necesariamente de mayor tiempo, sin que este término pueda 
extenderse más de quince días. 
 
Estas medidas procuran una justicia laboral pronta y expedita; sin embargo, en la 
realidad práctica, estas circunstancias no ocurren, ya que la diligenciación de un 
exhorto resulta un paso procesal dilatorio del procedimiento. 
Cuando se demore el cumplimiento de un exhorto, se recordará de oficio o a 
instancia de parte a la autoridad exhortada. Si a pesar del recordatorio continúa la 
demora, la autoridad exhortada lo pondrá en conocimiento del superior inmediato 
del exhortado, a efecto de imponer las sanciones que correspondan. No obstante 
lo anterior, las Juntas, por cortesía, no imponen las sanciones legales 
procedentes. 
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La Junta, a solicitud de parte, podrá entregar el exhorto y sus anexos al oferente, 
previa razón que deje en autos, quien bajo su más estricta responsabilidad lo 
entregará a la autoridad exhortada para su diligenciación. 
 
El oferente devolverá el exhorto diligenciado bajo su más estricta responsabilidad 
a la exhortante. Lo anterior, constituye una práctica constante y reiterada en la 
Juntas de Conciliación y Arbitraje al permitirle a las partes llevar consigo los 
exhortos para que los regresaran una vez que éstos hubieran sido debidamente 
diligenciados, en beneficio de la celeridad procesal. 
 
5.6. Actos Procesales de los Terceros 
 
Los principales actos procesales de los terceros pueden clasificarse como 
actos de prueba y actos de cooperación. 
 
a) Actos de Prueba.  
 
Dentro de esta clase de actos se incluyen las declaraciones de los testigos 
sobre hechos relevantes para la decisión del litigio; los dictámenes que rinden los 
peritos sobre aspectos de tales hechos, que requerirán una preparación 
especializada en alguna ciencia, técnica o arte; la exhibición de documentos o su 
ratificación por parte de terceros.” (Ovalle Fabela, 2004, pág. 304). 
 
b) Actos de Cooperación. 
 
Para el cumplimiento de las resoluciones judiciales son necesarios los actos 
de colaboración que deben prestar las demás autoridades judiciales (ejecución de 
multas, arrestos, presentación de personas por la fuerza pública) por mencionar 
algunos, así como aquellos que deben llevar a cabo los particulares para el mismo 
fin (los descuentos que deben efectuar los patrones sobre los salarios de sus 
trabajadores, por concepto de pago de pensión provisional o definitiva de 
alimentos ordenada por el juzgador) por mencionar algunos ejemplos. 
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Los actos procesales se realizan por los sujetos del proceso que tienen la 
competencia o la capacidad que se requiere para ello, cumpliendo con las 
condiciones de forma, tiempo y lugar establecidos en las leyes. Son considerados 
validos dichos actos al cumplir con los requisitos legales, por ésta misma razón 
son eficaces, esto quiere decir que producen los efectos previstos en la ley. 
 
Se dice que un acto procesal es ineficaz cuando se lleva a cabo por un sujeto sin 
jurisdicción, competencia o capacidad, o sin cumplir las condiciones de forma, 
tiempo y lugar. El decir que un acto procesal es ineficaz es precisamente que no 
produce o debe producir los efectos previstos en la ley.  
 
Dicha ineficacia según sea la gravedad de la irregularidad puede ser la 
inexistencia, la nulidad absoluta y la nulidad relativa. 
 
Se habla de los actos procesales válidos o nulos pero antes de ello se debe 
determinar si dicho acto procesal existe como tal. Una sentencia dictada por una 
persona que no es juez no existe y ello impide toda consideración sobre su validez 
o nulidad. 
 
Por lo anterior Couture señala que el concepto de inexistencia se utiliza “para 
denotar algo que carece de aquellos elementos que son de la esencia y de la vida 
misma del acto inexistente: el acto inexistente (hecho) no puede ser convalidado, 
ni necesita ser invalidado” (Ovalle Fabela, 2004, pág. 305) porque simplemente no 
existe. 
 
El acto afectado de nulidad absoluta si tiene carácter de acto jurídico y si existe 
para el derecho tiene cierta vida artificial hasta su efectiva invalidación, pero este 
defecto impide que sobre el se eleve un acto válido. “La fórmula que utiliza 
Couture para este tipo de actos es la siguiente: la nulidad absoluta no puede ser 
convalidada, pero si necesita ser invalidada”. (Ovalle Fabela, 2004, pág. 306)  
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Generalmente los actos procesales irregulares se pueden convalidar y solo por 
excepción pueden no serlo. “Si en un juicio se practica un emplazamiento 
defectuoso y el demandado contesta la demanda sin objetar el emplazamiento, 
éste se convalidará; pero si no comparece y el juicio continua, el emplazamiento 
defectuoso no se convalidará por los actos posteriores, por lo que el demandado 
podrá reclamar su nulidad, a través del medio de impugnación procedente.” 
(Ovalle Fabela, 2004, pág. 306). 
 
Son aquellos que además de que existen jurídicamente, pueden ser convalidados. 
Couture menciona que “el acto relativamente nulo admite ser invalidado y puede 
ser convalidado.” (Ovalle Fabela, 2004, pág. 306). 
 
5.7. Medios de Comunicación Procesal 
 
 En términos generales estos son la vía o instrumento que relaciona dos 
inteligencias; es decir,  la transmisión de ideas y para ello éstas requieren ser 
expresadas, ya que en la vida del proceso se reducen al lenguaje hablado y al  
escrito, para transmitir esas ideas en un fenómeno comunicativo como lo es el 
proceso. Luego entonces, el medio de comunicación procesal “es el vínculo, forma 
o procedimiento por el cual se transmiten ideas y conceptos (peticiones, 
informaciones, órdenes de acatamiento obligatorio, etc.) dentro de la dinámica del 
proceso y para la conservación de sus fines.” (Gómez Lára, 2007, pág. 256). 
 
Es necesario que la autoridad de a conocer a las partes y a los terceros 
relacionados con el proceso, los actos que cada una de ellas realiza, así como las 
resoluciones que dicta, motivadas por ella o de mutuo propio, a fin de que puedan 
actuar en el proceso según su derecho. 
 
También es necesario que tenga contacto con otras autoridades de igual o 
diferente jerarquía, dentro del territorio nacional o fuera de éste, para que la 
auxilien en el cumplimiento de determinaciones que, deban ejecutarse fuera de su 
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competencia territorial, para uno y otro caso utiliza lo que se conoce como medios 
de comunicación. 
 
En lo concerniente a nuestra materia las Juntas y las partes, una vez que es 
planteado el conflicto deben de tener medios o mecanismos legales de 
comunicación entre ellas, entre otras juntas y al mismo tiempo son personas 
extrañas al juicio (peritos, testigos, etc.) que intervienen durante el desarrollo de 
dicho juicio. Los medios de comunicación se han clasificado si son entre 
autoridades judiciales o si son de autoridades judiciales a particulares las cuales 
veremos a continuación. 
 
5.7.1. De la autoridad judicial a los particulares. 
 
 Durante la tramitación del procedimiento laboral burocrático, el Tribunal 
Estatal de Conciliación y Arbitraje, las Salas y las partes, una vez planteado el 
conflicto, deben tener medios o mecanismos legales de comunicación entre ellas, 
entre  otros tribunales y al mismo tiempo, con personas extrañas al juicio (peritos, 
testigos, ratificantes, etc.) que intervienen en su desarrollo. 
 Los medios de comunicación, por lo que se refiere de la autoridad hacia las 
partes, se han clasificado de la siguiente manera: a) Emplazamiento; b) 
Notificaciones; c) Citaciones y d) Requerimientos. 
 
5.7.1.1.  Emplazamiento  
 
 Emplazar, en términos generales, significa conceder un plazo para la 
realización de determinada actividad procesal. Sin embargo, la palabra 
emplazamiento se reserva normalmente para designar al acto procesal ordenado 
por el juzgador y ejecutado por el notificador o actuario, en virtud del cual se hace 
del conocimiento del demandado la existencia de una demanda en su contra y del 
auto que la admitió, y le concede un plazo para que la conteste. 
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Como podemos advertir, en el emplazamiento ocurren dos actos: a) una 
notificación, por medio de la cual se hace saber al demandado que se ha 
presentado una demanda en su contra y que ésta ha sido admitida por el juzgador 
y, b) un emplazamiento en sentido estricto, el cual otorga al demandado un plazo 
para que conteste la demanda. 
 
Los emplazamientos forman parte de las notificaciones personales, conformando 
una clase especial de ellas, que tienen por objeto integrar la relación procesal 
iniciada por el actor con su demanda; son también, actos procesales, por medio de 
los cuales se hace saber a una persona que existe una demanda en la cual se le 
designa como obligada, dándole plazo y plaza para que la conteste. 
 
El emplazamiento es un acto eminentemente procesal, se deriva del proceso y se 
cumple para que éste pueda tener vialidad, por ley se debe hacer personal, en 
forma directa al demandado, así la certeza de su conocimiento es efectiva, por ello 
es un medio; además, considerando que el demandado puede ser o no obligado 
legal, simplemente se le comunica su designación como tal, y se le concede un 
plazo, para que de respuesta a la demanda sí así lo considera conveniente.  
Por otra parte, como el emplazamiento puede hacerse mediante exhorto, por 
autoridad distinta de la que lo ordena, debe precisarse la plaza o lugar del 
domicilio de ésta, que es ante la que debe producir su contestación. 
  
5.7.1.2. Notificaciones.  
 
 Las notificaciones en términos generales son “todos aquellos 
procedimientos, formas o maneras, mediante los cuales el tribunal hace llegar a 
los particulares, las partes, los testigos, los peritos, etc.; la noticia o conocimiento 
de los actos procesales, o bien presume que tales noticias les han llegado a 
dichos destinatarios o los tiene por enterados formalmente.” (Gómez Lára, 2007, 
pág. 269). 
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Como durante el proceso las partes no tienen comunicación directa entre sí, sino 
que ésta se efectúa por conducto de la autoridad, y los terceros, aún relacionados 
directamente con las partes, como en el caso de testigos y peritos, procesalmente 
deben actuar directamente ante ella, la notificación constituye el medio para que 
unas y otros tengan conocimiento de los actos que los interesados promueven 
ante el tribunal para impulsar el proceso, así como del contenido de las 
resoluciones dictadas en autos por la autoridad correspondiente, motivada por 
dichas promociones o de oficio. 
  
La notificación puede definirse como “el acto procedimental en virtud del cual una 
persona queda enterada de la resolución dictada por el tribunal”. Es decir, se trata 
de un acto que nace en él y para el proceso, decimos que en virtud de él la 
persona queda enterada, porque, como se verá más adelante, existen 
notificaciones personales y no personales, las primeras son un medio directo de 
conocimiento del interesado, de tal forma que la autoridad tiene la certeza de que 
la persona a quien se dirige conoce su resolución, en tanto que por las segundas, 
que constituyen un conducto indirecto de conocimiento, la autoridad, sólo llega a la 
certeza indicada mediante una ficción legal, después de que la notificación surte 
sus efectos, efectos de conocimiento que, supone la ley tiene el interesado 
después del término establecido para este efecto, sin importar si efectivamente el 
destinatario conoce o no la resolución. 
 
Podemos afirmar que la notificación es el género de las comunicaciones 
procesales entre el juzgador y las partes, los demás participantes y los terceros, 
en virtud de que las demás comunicaciones son notificaciones con modalidades 
especiales. 
 
En materia laboral, las notificaciones tienen por objeto hacer saber a las partes en 
el juicio, las resoluciones o acuerdos del órgano jurisdiccional. En tal virtud, “son 
actos jurídicos  casi sacramentales, pues la falta de cualquiera de las formalidades 
que la ley exige, la invalida (nulidad de notificaciones); es decir, la validez jurídica 
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de las actuaciones de la Junta dependerá de la estricta legalidad de las 
notificaciones.” (Tena Suck Rafael e Ítalo Morales, 2015, pág. 106). 
 
La clasificación de las notificaciones técnicamente tiene como base y criterio la 
importancia de la resolución que se manda hacer saber a las partes. Pueden 
dividirse en personales, estrados, boletín, edictos y por cédula. 
 
a) Personales. A través de ellas se busca que el interesado conozca 
directamente una resolución o acuerdo de la Junta, precisamente en el 
domicilio señalado en autos para que en ese lugar se practique la diligencia 
correspondiente. 
 
b) Estrados. En las Juntas donde no hay Boletín Judicial, las notificaciones se 
hacen mediante la transcripción del auto o de la resolución que se notifica, 
en las puertas o local de las Juntas. 
 
c) Boletín. Es un medio de comunicación que se pública diariamente y que 
contiene la lista de los asuntos en los cuales se ha dictado alguna 
resolución. 
 
d) Edictos. Cuando un litigante o parte ignora el domicilio de su contraria, sería 
injusto por ese hecho imposibilitarlo a deducir sus derechos ante los 
tribunales. Por ello el edicto es un medio de publicidad que permite hacer 
saber al interesado la existencia de algún juicio que pueda afectarle y obliga 
al juez a ordenar que se le notifique a costa del promovente en los 
periódicos de mayor circulación, con el fin de no dejarlo en estado de 
indefensión. 
 
e) Por cédula. Este tipo de notificación se utiliza para notificar a personas que 
no son partes en el juicio, como son los peritos y testigos; el tribunal puede 
hacerlo personalmente o mediante cédula, es decir, transcribe el auto o 
resolución que se envía al interesado por conducto del actuario, misma que 
se le entregará personalmente, recogiendo la firma del mismo como 
constancia. 
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5.7.1.3. Citación.  
 
 La citación es un término genérico que se utiliza en el foro jurídico para 
denominar al acto de la autoridad por medio del cual se llama a una persona 
determinada, que puede ser parte o no dentro del juicio, para que concurra cierto 
día y hora a la práctica de alguna diligencia. 
  
A diferencia del emplazamiento, en la citación el órgano jurisdiccional señala a 
alguna de las partes o a algún otro participante o tercero, una fecha y hora 
determinadas para que comparezca a la práctica de una actuación judicial. No se 
otorga un plazo o periodo como en el emplazamiento, sino que se señala un 
término, un punto fijo de tiempo, una fecha y hora determinadas, para que la 
persona citada comparezca a la celebración de determinado acto procesal. La 
citación debe ser notificada al interesado para que esté en posibilidad de 
comparecer. 
 
Las citaciones son, también, una especie de las notificaciones, pero mientras 
éstas solamente dan a conocer una resolución, a fin de que dentro de un término 
legal actúen procesalmente los interesados, la citación, contiene, además, una 
orden.  
  
Eduardo Pallares la define “como el llamamiento que se da de orden judicial a una 
persona, para que se presente en el juzgado o tribunal en el día y hora que se le 
designan, bien a oír una providencia, o a presenciar un acto o diligencia judicial 
que suele perjudicarle, bien a prestar una declaración.” (Tenopala Mendizabal, 
2003, pág. 589). 
 
En este caso, el citado tiene que concurrir ante la autoridad en fecha y hora 
exactas, no cuenta, como en la notificación genérica, con lapso de tiempo para 
actuar. La autoridad puede realizar este citatorio por cualquier conducto legal  
establecido por la ley. 
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5.7.1.4. Requerimientos. 
 
 El requerimiento es “el acto de intimar, en virtud de resolución judicial, a una 
persona que haga o se abstenga de hacer alguna cosa”. (De Pina Rafael, 1966).  
 
En sentido estricto, el requerimiento no es sino la notificación de la resolución 
judicial en la que se ordena aquél; es una comunicación que tiene la modalidad 
especial de que previene a la persona requerida para que lleve a cabo 
determinado acto procesal, normalmente con el apercibimiento de imponerle algún 
medio de apremio si no lo realiza. 
 
El requerimiento es “el aviso o noticia que la autoridad comunica a una persona, 
para que realice determinada conducta positiva o negativa. O en su caso, para 
que exhiba, entregue o ponga a disposición de la requirente determinada cosa o 
cumpla con una prestación a la que fue condenada.” (Tena Suck Rafael e Ítalo 
Morales, 2015, pág. 114) . 
 
Frecuentemente, la intimación se complementa previniendo a la persona que de 
no obedecer el requerimiento será sancionada (multa, embargo, pago de daños o 
perjuicios, amenaza de arreste, etcétera). 
 
5.8. Formalidades del emplazamiento y de las notificaciones en el 
procedimiento laboral, ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje y 
sus Salas Auxiliares.  
 
 El emplazamiento “es un acto formal en virtud del cual se hace saber al 
demandado la existencia de la reclamación entablada en su contra por el actor, el 
acuerdo que admite la demanda y el señalamiento de día y hora para la 
celebración de la primera de conciliación, demanda y excepciones.” (Tena Suck 
Rafael e Ítalo Morales, 2015, pág. 106). 
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En relación al tema que nos ocupa y que es objeto del presente trabajo de 
investigación, tenemos que el artículo 229 de la Ley del Trabajo de los Servidores 
Públicos del Estado y Municipios, entre otras cosas establece que: 
 
“…Admitida la demanda y el escrito de pruebas se correrá traslado de ella a 
la parte demandada, así como de las pruebas, en un plazo no mayor de 
cinco días hábiles, emplazándola para que la conteste dentro del plazo de 
diez días hábiles contados a partir del día siguiente del emplazamiento, ésta 
deberá contener copia cotejada de la demanda y de los acuerdos que le 
recayeron, apercibiéndola que para el caso de no contestarla en el término 
señalado se tendrá por contestada en sentido afirmativo, sin perjuicio de que 
en la etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas, ofrezca pruebas en 
contrario con las que acredite que el actor no era servidor público, que no 
existió el despido o que no son ciertos los hechos afirmados en la demanda”. 
 
De lo anterior se desprende que una vez admitida la demanda por el Tribunal 
Estatal de Conciliación y Arbitraje o la Sala, deberán de ordenar el emplazamiento 
a juicio a la parte demandada. 
 
A través del emplazamiento, se busca que el demandado conozca en forma 
directa la acción ejercitada en su contra y el acuerdo de admisión del Tribunal o la 
Sala, que debe contener los datos de identificación del juicio, el plazo o término 
que tiene para contestarla y los apercibimientos procedentes, precisamente en el 
domicilio señalado en autos para que en ese lugar se practique la diligencia 
correspondiente. 
 
Es un acto jurídico casi sacramental, pues la falta de cualquiera de las 
formalidades que la ley exige, lo invalida. 
 
Siendo el emplazamiento una notificación personal, pero especial, deben 
satisfacerse en su cumplimiento todas las formalidades relativas a estas, más las 
que expresamente le señala la Ley, criterio que ha sostenido la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en las ejecutorias que forman la jurisprudencia que a 
continuación se transcribe: 
 
  
144 
 
 “Octava época. 
 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
 Fuente: Apéndice de 1995. 
 Tomo: Tomo V, Parte TCC. 
 Tesis: 710. 
 Página: 480. 
 
 “EMPLAZAMIENTO, FORMALIDADES DEL. Si el actuario no precisó, como 
 se desprende de los citatorios e instructivos, que se cercioró al llevar a cabo 
 la primera notificación o emplazamiento, si los codemandados habitaban, 
 trabajan o tenían su domicilio en la casa o local señalado en autos para 
 hacer la notificación, con ello se apartó de los lineamientos que para esta 
 clase de  notificaciones señala el artículo 743, fracción I de la Ley Federal 
 del Trabajo, pues se limitó a decir que se había constituido en el domicilio 
 correcto señalado en autos, con lo cual no dio cumplimiento a la formalidad 
 señalada para este tipo de diligencias”. 
 
 SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
 PRIMER CIRCUITO”.  
 
En el emplazamiento, con el instructivo o con la cédula de notificación, deben de 
entregarse al demandado copias cotejadas, selladas y autorizadas de la demanda, 
con ellas se le corre traslado de ésta, lo que significa que, oficial y legalmente, se 
le entregan copias de los documentos que debe conocer para producir su 
contestación, o que éstas se encuentran en la Junta para su conocimiento, según 
se debe precisar en el instructivo si está cerrado el edificio o localidad 
correspondiente, la falta de copias o del cotejo de ellas motiva la nulidad del 
emplazamiento, tanto el requisito de comprobación por el cual el actuario se 
cerciora de que en el domicilio en el que se actúa, como el cotejo de copias de 
traslado, ha sido motivo de ejecutorias como la siguiente: 
 
 “Octava época. 
 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
 Fuente: Apéndice de 1995. 
 Tomo: Tomo V, Parte TCC. 
 Tesis: 710. 
 Página: 480. 
 
 EMPLAZAMIENTO. ES ILEGAL CUANDO EL TRASLADO SE REALIZA 
 CON COPIAS SIMPLES Y NO COTEJADAS DE LA DEMANDA LABORAL. 
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 El artículo 743 de la Ley Federal del Trabajo regula los pasos que debe 
 observar el actuario al efectuar la primera notificación o emplazamiento en 
 los juicios laborales, y el diverso artículo 873 de la misma ley, establece que 
 dicha notificación deberá realizarse personalmente, cuando menos con diez 
 días de anticipación a la audiencia de ley, entregando al demandado copia 
 cotejada de la demanda. La obligación impuesta en este último precepto, de 
 entregarle al emplazado copia cotejada o autorizada, tiene como finalidad 
 primordial no sólo respetar previamente la garantía de audiencia, sino 
 también la de legalidad de los actos de autoridad consagrados en el artículo 
 14 constitucional, pues con ello se busca no crearle un estado de 
 incertidumbre en cuanto a que la demanda, de cuya copia se le corre 
 traslado, sea incompleta o sustituida por otra que no corresponda a la 
 realmente formulada o alguna otra circunstancia semejante que produzca 
 en el interesado confusión o alteración de los hechos. Por tanto, si en las 
 diligencias de emplazamiento el actuario asienta que entregó al interesado 
 copia del acuerdo y de la demanda, más no especifica que sean cotejadas 
 o autorizadas, resulta ilegal dicha actuación por incumplirse la formalidad 
 esencial que prevé el artículo 873 de la Ley Federal del Trabajo. 
 
 PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. 
 Amparo en Revisión 41/97. Explotaciones Mineras Hidalgo, S.A. 28 de abril 
 de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: José R. Medrano González. 
 Secretario: Omar R. Gutiérrez Arredondo”. 
 
Por otra parte, el artículo 213 de la Ley Burocrática Local, establece que “las 
partes desde el escrito inicial de demanda y de la contestación a la misma, 
respectivamente, así como los terceros interesados, deberán señalar domicilio 
dentro del municipio de la residencia del Tribunal o de las Salas que se trate o 
bien, correo electrónico, previa autorización de las partes, para recibir 
notificaciones; si no lo hacen, las notificaciones personales y de cualquier índole, 
se harán por estados o boletín laboral”. 
 
Asimismo, deberán señalar el domicilio del demandado para recibir notificaciones, 
o el último lugar donde el trabajador prestó sus servicios. La notificación es 
personal y se diligenciará conforme a las disposiciones aplicables para dicha 
notificación. 
 
Constituye un principio del derecho laboral que el trabajador no tiene la obligación 
de conocer las cualidades jurídicas de su patrón, sólo debe identificar y precisar el 
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lugar donde prestaba servicios, por lo que en múltiples ocasiones se cometen 
violaciones procesales en la notificación al verdadero patrón; sin embargo, el 
nuevo precepto pretende otorgar la garantía de audiencia y seguridad, al señalar 
que la notificación personal debe ajustarse a los términos previstos por la ley, para 
lo cual el actuario deberá de cerciorarse de que el lugar en que practique la 
notificación es el señalado por el actor, lo que definitivamente no resuelve el 
problema de inseguridad jurídica que provoca la falta de identificación del 
demandado. 
 
La posibilidad de ejercitar acciones contra una persona incierta, deriva de la 
prerrogativa contenida en el artículo 712 de la Ley Federal del Trabajo, a favor de 
los trabajadores por ignorar el nombre del patrón o la denominación o razón social 
de la fuente de trabajo; sin embargo, no implica la posibilidad de producir condena 
in genere, sin expresión concreta del obligado, puesto que si no constan 
elementos de juicio que determinen si el patrón es una persona física o  moral 
susceptible a tener derechos y contraer obligaciones, la Junta se encuentra 
imposibilitada a pronunciar un laudo que involucre sujetos abstractos, porque sería 
absurdo sancionar “a quien resulte responsable” sin precisar en contra de quién se 
emite el laudo. 
 
Las notificaciones personales, son aquellas que, como ya se indicó, se hacen al 
interesado, parte o tercero, ya sea directamente, por conducto de sus apoderados 
o de las personas autorizadas para el efecto, en el domicilio que actor, 
demandado y terceros interesados tienen obligación de señalar en su primera 
comparecencia.  
 
Es decir, este tipo de notificaciones, se harán en el domicilio señalado en autos, 
hasta en tanto no se designe nueva casa o local para ello; no obstante, las que se 
realicen en estas condiciones surtirán plenamente sus efectos. 
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La Ley Burocrática en cita, señala en su artículo 214 cuales son las notificaciones 
que deben hacerse en forma personal, siendo las siguientes: 
 
I. El emplazamiento a juicio, la reconvención y cuando se trate del primer 
proveído que se dicte en el mismo; 
 
II. El auto de radicación del juicio, en los expedientes que les remitan otras 
autoridades;  
III. La resolución en la que el Tribunal o la Sala  se declare incompetente; 
 
IV. El auto de recepción de la sentencia de amparo; 
V. La resolución que ordene la reanudación del procedimiento, cuya 
tramitación estuviese interrumpida o suspendida por cualquier causa 
legal; 
 
VI. El auto que cite a absolver posiciones; 
 
VII. La resolución que deban conocer los terceros extraños a juicio; 
  
VIII. El laudo; 
  
IX. El auto que conceda término o señale fecha para que el servidor público 
sea reinstalado; 
 
X. El auto por el que ordene la reposición de actuaciones; 
 
XI. El acuerdo que prevenga al actor a aclarar su demanda en los términos 
del artículo 229 de esta Ley; 
 
XII. La medida disciplinaria y de apremio referida al arresto; 
 
XIII. La resolución que emita el Tribunal sobre la suspensión temporal del 
servidor público; 
 
XIV. En casos urgentes o cuando concurran circunstancias especiales a 
juicio del Tribunal o de las Salas. 
 
 
La cumplimentación de ellas, está sujeta a los requisitos de tiempo, lugar y forma. 
 
Tiempo. Por ley toda notificación debe hacerse en horas hábiles, dentro de los 
cinco días siguientes al de la resolución, y si ésta consiste en la fijación de día y 
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hora para la celebración de una diligencia, cuando menos con veinticuatro horas 
de anticipación a ella. 
 
Como consecuencia del mandato, las notificaciones hechas a los apoderados de 
las partes acreditadas ante el Tribunal o las Salas, surtirán los mismos efectos 
como si se hubiesen hecho a ellas, salvo el caso del emplazamiento a juicio, que 
expresamente señala la obligación de realizarla personalmente con el interesado o 
su representante legal. 
 
Lugar. Las notificaciones personales, para que surtan efectos en forma plena, 
deben hacerse en el domicilio que exista señalado en autos. 
 
Forma. Las notificaciones deben hacerse por escrito mediante cedula de 
notificación o instructivo, esto es, por medio de un documento en el que se haga 
constar: la identificación del expediente, indicando su número y nombre de las 
partes; la fecha de la diligencia precisando lugar, día y hora; nombre y domicilio de 
las personas que deben ser notificadas; anexando copia autorizada (cotejada y 
firmada por el actuario) de la resolución que se notifica; ambas, cédula y copia, 
con el sello de la Junta que ordena la notificación, la leyenda “Doy fe”, en la parte 
inferior de la cédula y la firma del actuario. 
 
De la práctica de la diligencia de notificación, debe levantarse acta circunstanciada 
que se agrega al expediente en el que se actúa. 
 
A esta acta se refiere la Ley Federal del Trabajo, cuando ordena que el actuario, al 
efectuar una notificación personal “asentará razón en autos señalando con 
claridad los elementos de convicción en que se apoye” (artículos 743 y 744). 
 
A su vez, el artículo 215 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del 
Estado y Municipios, dispone que la primera notificación personal se hará 
conforme a las siguientes normas: 
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I. El actuario se cerciorará de que la persona que deba ser notificada, 
habita, trabaja o tiene su domicilio en la casa o local señalado en autos 
para hacer la notificación. Tratándose de instituciones públicas o 
dependencias o de sus titulares, así como de los sindicatos, además, el 
actuario también se cerciorará de que es su sede, residencia o domicilio 
oficial, respectivamente bajo su más estricta responsabilidad. 
 
II. Si está presente el interesado o su representante, el actuario notificará 
la resolución, entregando copia de la misma. Si se trata de 
representante de la institución o dependencia o de sus titulares, así 
como de los sindicatos, el actuario se asegurará de que la persona con 
quien entiende la diligencia tenga ese carácter; 
 
III. Si no está presente el interesado o su representante, se le dejará 
citatorio para que lo espere al día siguiente, a una hora determinada; 
 
IV. Si no obstante el citatorio, no está presente el interesado o su 
representante,  la notificación se hará a cualquier persona que se 
encuentre en la casa o local, sede o residencia; y si éstos estuvieran 
cerrados, se fijará en la puerta de entrada una copia de la resolución y, 
en su caso, de la demanda respectiva; y 
 
V. Si en la casa, sede, residencia o local, designado para hacer la 
notificación se negare el interesado, su representante o la persona con 
quien entiende la diligencia a recibir la notificación, ésta se hará por 
instructivo que se fijará en la puerta de la misma, adjuntando una copia 
de la resolución y, en su caso, de la demanda respectiva. 
 
La notificación surtirá sus efectos el día en que se practique. 
 
En todos los casos antes señalados, el actuario asentará razón en 
autos, señalando con precisión los elementos de convicción en que se 
apoye. 
 
Fuera de los casos previstos en el artículo 214 de la Ley Burocrática Local, y de 
aquellos que el Tribunal o la Sala consideren por su urgencia o condiciones 
especiales, deba hacerse una notificación personalmente al interesado, estas se 
hacen por diversos medios: boletín y lista. 
 
A las notificaciones por Boletín Laboral o por listas se refiere el artículo 746 de la 
Ley Federal del Trabajo, disponiendo que: 
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 “Surtirán sus efectos las notificaciones que se hagan a las partes en el 
Boletín Laboral, salvo que sean personales. Cuando la Junta no publique 
boletín, estas notificaciones se harán en los estrados de la Junta. 
El Secretario hará constar en autos la fecha de la publicación respectiva y 
fijará diariamente en lugar visible del local de la Junta, un ejemplar del 
Boletín Laboral o, en su caso, las listas de las notificaciones por estrados; 
coleccionando unos y otras, para resolver cualquier cuestión que se suscite 
sobre la omisión de alguna publicación. 
 
Las listas de notificaciones deberán ser autorizadas y selladas en su fecha 
por el Secretario. La publicación de las notificaciones contendrá la fecha, el 
número del expediente y los nombres de las partes en los juicios de que se 
trate”. 
 
Siendo la notificación el medio para que los interesados puedan conocer la 
actividad de sus contrapartes, los terceros lo ordenado por la autoridad y, ambos, 
las resoluciones dictadas por la Junta, para que puedan obrar en consecuencia 
dentro de los términos legales, es necesario que la ley precise el momento en que 
éstas producen consecuencias de derecho, en el proceso en el cual se ordenan, o 
cuando surten sus efectos. 
 
El artículo 747 de la Ley Federal del Trabajo, con deficiente redacción, señala el 
momento en que las notificaciones surten efectos de ley, indicando una cuenta o 
que se cuente de momento a momento, sin precisar a qué se refiere, dando por 
entendido que éste se aplique al cómputo de los términos señalados por la propia 
Ley: 
 
Las notificaciones surtirán sus efectos de la siguiente manera: 
 
“I. Las personales; el día y hora en que se practiquen, contándose de momento a 
momento, cualquiera que sea la hora en que se haya hecho la notificación, salvo 
disposición en contrario en la ley. 
 
II.- Las demás; al día siguiente al de su publicación en el Boletín o en los estrados 
de la Junta.  
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Como los términos procesales, deben computarse por días hábiles, con 
excepción de los relativos a las huelgas, del cómputo deben descontarse los 
días en que no labore la Junta. 
 
El problema de los términos procesales y de los efectos de las notificaciones 
es saber contarlos, ya que sería absurdo que un abogado no tuviera 
conocimiento de los plazos y términos en que se debe realizar su cometido, es 
decir, el tiempo en el derecho es de singular importancia, en virtud de que él 
rige todo el proceso y sus circunstancias. 
 
Para que las notificaciones surtan sus efectos, deben ser hechas apegándose 
a los requisitos establecidos por la ley, de otro modo serán nulas según lo 
marca el artículo 752 de la Ley Federal del Trabajo, sin embargo, esta nulidad 
no es de pleno derecho, esto es, no opera automáticamente, ni la Junta puede 
decretarla de oficio, es necesario que el interesado que resulta afectado 
promueva el incidente de nulidad respectivo. 
 
Por economía procesal, las notificaciones posteriores pueden hacerse en el 
mismo local de la Junta si concurre la persona que deba ser notificada, o quien 
se encuentre autorizado para tal efecto, de lo contrario deberá concurrirse al 
domicilio designado dejándole una copia de la resolución, debidamente 
autorizada. En el caso de estar cerrado el domicilio, se fijará en la puerta de 
entrada o centro de labores asentando razón en autos. 
 
La cédula de notificación debe contener por lo menos los siguientes requisitos: 
 
I. Lugar, día y hora en que se practique la notificación. 
II. El número de expediente. 
III. El nombre de las partes. 
IV. El nombre y domicilio de la persona o personas que deban ser notificadas. 
V. Copia autorizada de la resolución que se anexará a la cédula. 
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El emplazamiento debe realizarse conforme a los requisitos legales, de lo contrario 
será nulo; por tanto, si no se convalida puede impugnarse mediante la nulidad de 
notificaciones. 
  
En el caso de que una de las partes de origen a una nulidad, no puede invocarla 
para beneficiarse, lo anterior teniendo presente “el principio romano Nemini 
auddiatur turpitudinen alleguns (nadie puede beneficiarse de la nulidad que 
provocó)”. (Tena Suck Rafael e Ítalo Morales, 2015, pág. 113). 
 
Respecto a este tema la Ley Federal del Trabajo, se limita a declarar que son 
nulas las notificaciones que no se practiquen conforme a las disposiciones de la 
ley.  
 
Es importante mencionar que la notificación irregular surtirá sus efectos como si 
estuviera hecha conforme a la ley, cuando la persona se manifiesta sabedora de la 
resolución antes de promover la cuestión de nulidad. 
 
Resulta lógico lo anterior, ya que el propósito fundamental de la notificación es 
enterar a la persona que deba hacerse de cualquier resolución de la Junta. 
Consecuentemente, si no se hace saber a las partes sobre la misma o el acuerdo 
respectivo, las notificaciones se encuentran viciadas de nulidad y deben 
invalidarse. 
 
5.9. Legalidad del emplazamiento en el procedimiento laboral regulado por la 
Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios.  
 
En relación al tema que nos ocupa en el presente apartado, el artículo 229 de 
la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, establece 
entre otras cosas que 
“…Admitida la demanda y el escrito de pruebas se correrá traslado de ella a 
la parte demandada, así como de las pruebas, en un plazo no mayor de 
cinco días hábiles, emplazándola para que la conteste dentro del plazo de 
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diez días hábiles contados a partir del día siguiente del emplazamiento, ésta 
deberá contener copia cotejada de la demanda y de los acuerdos que 
recayeron, apercibiéndolo que para el caso de no contestarla en el término 
señalado se tendrá por contesta en sentido afirmativo…”. 
 
Derivado de lo preceptuado en la disposición legal invocada, es necesario 
destacar, que el emplazamiento es un acto procesal emanado de un órgano 
jurisdiccional, en este caso, del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje o de las 
Salas, destinado a hacer saber al demandado la existencia de una demanda que 
se ha interpuesto en su contra y la posibilidad legal que tiene para contestarla. 
 
Esta figura jurídica, es considerada una de las más importantes en el proceso, ya 
que su falta de verificación o la hecha en forma contraria a las disposiciones 
aplicables, constituye una violación de gran magnitud, atendiendo a que origina la 
omisión de las demás formalidades esenciales del procedimiento. 
 
El emplazamiento entraña una formalidad esencial  de los juicios, que salvaguarda 
con la audiencia de las partes, la garantía consagrada en el artículo 14 
Constitucional; por lo tanto, tratándose de un acto formal, debe cumplirse 
estrictamente con los requisitos que se establecen en la ley de la materia. 
 
Por otra parte, también resulta oportuno precisar que el citatorio constituye un 
medio de comunicación procesal por el que se llama a una persona o personas 
determinadas para que se presenten en un lugar, día y hora específicos, que se 
les señale para realizar alguna diligencia o tomar conocimiento de alguna 
resolución o reclamación susceptible de afectar sus intereses; es así, como al 
realizarse la diligencia de emplazamiento, necesariamente tienen que cumplirse 
todas las formalidades que la ley de la materia establezca para llevar a cabo este 
acto judicial. 
 
Luego entonces, la fracción I del artículo 214 de la Ley del Trabajo de los 
Servidores Públicos del Estado y Municipios, dispone que debe notificarse en 
forma personal “el emplazamiento a juicio, la reconvención y cuando se trate del 
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primer proveído que se dicte en el mismo”; y el diverso numeral 215, de dicho 
ordenamiento legal, contiene una serie de disposiciones que invariablemente 
deben cumplirse al realizar la primera notificación personal, por lo que atendiendo 
al tema objeto de estudio en el presente trabajo de investigación, cabe destacar el 
contenido de la fracción I de  este último artículo y el párrafo final del mismo, en 
donde textualmente se dispone: 
 
Artículo 215.  La primera notificación personal se hará de conformidad con las  
normas siguientes: 
 I. El actuario se cerciorará de que la persona que deba ser notificada, habita, 
trabaja o tiene su domicilio en la casa o local señalado en autos para hacer la 
notificación. Tratándose de instituciones públicas o dependencias o de sus 
titulares, así como de los sindicatos, además, el actuario también se 
cerciorará de que es su sede, residencia o domicilio oficial, respectivamente 
bajo su más estricta responsabilidad…V. …En todos los casos antes 
señalados, el actuario asentará razón en autos, señalando con precisión los 
elementos de convicción en que se apoye”. 
 
Del precepto legal transcrito, se desprende que en los procedimientos laborales 
burocráticos, regulados por la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del 
Estado y Municipios, tratándose de la primera notificación personal, el actuario 
encargado de realizarla tiene la obligación ineludible de cerciorarse por cualquier 
medio bastante y convincente de que la persona que deba ser notificada, habita, 
trabaja o tiene su domicilio en la casa o local señalado en autos para ese efecto, y 
que tratándose de instituciones públicas o dependencias o de sus titulares, así 
como de los sindicatos, se asegurará que es su sede, residencia o domicilio oficial, 
bajo su más estricta responsabilidad, debiendo de expresar además, en forma 
precisa los elementos en que apoya la diligencia que realice; en otras palabras, es 
indispensable que dicho funcionario asiente con claridad si se cumple con alguna 
de esas hipótesis o con todas, haciendo constar los medios de convicción que le 
lleven a concluir si efectivamente el notificado emplazado habita, trabaja o tiene su 
domicilio que se señaló en autos y en el que se constituyó para realizar la 
diligencia de mérito.  
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En la diligencia de emplazamiento a juicio tiene singular importancia el citatorio 
que el actuario debe dejar cuando no se encuentre a la persona buscada, porque 
tiene como objetivo prevenirle para que lo espere al día siguiente a una hora fija, a 
fin de que se practique la diligencia personal respectiva, porque una cosa es el 
citatorio de espera para que el representante legal aguarde a la llegada del 
notificador al día siguiente, y otra es la razón que levanta dicho funcionario para 
hacer constar que dejó dicho citatorio. 
 
Sin embargo, en la realidad práctica, en todos y cada uno de los procedimientos 
que se tramitan ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, no existe 
anexado al expediente el citatorio a que se refiere la fracción III del artículo 215 de 
la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, ya que las 
únicas constancias que existen en los expedientes laborales, lo son,  las razones 
que levantó el actuario para hacer constar que dejó citatorio de espera para el día 
siguiente a la persona o al representante legal; empero, esa actuación, es distinta 
del citatorio que se deja al interesado; es decir, la razón es la que se levanta para 
hacer constar que al no haber encontrado a la primera búsqueda a quien debía 
notificar, le dejó citatorio, pero ésta no se le deja al sujeto buscado, sino solamente 
el citatorio. 
 
Para evidenciar lo anterior, se anexan al final del presente trabajo de 
investigación, los modelos de razón que levantan los actuarios del Tribunal Estatal 
de Conciliación y Arbitraje o de las Salas, al realizar el emplazamiento a juicio a 
los demandados. 
 
En esa medida, como el citatorio de espera no obra glosado al sumario de origen, 
dicha situación, per se, torna de ilegal el emplazamiento, ya que,  no existe la 
certeza de que a la persona o a su representante legal se le haya citado 
correctamente, respetando todas las formalidades necesarias para ello. Se 
sostiene lo anterior, pues el artículo 215 de la Ley Burocrática citada, en su 
fracción III, dispone que en caso de que no esté presente el interesado o su 
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representante, cuando se le va a notificar el emplazamiento a juicio, el actuario le 
deberá dejar citatorio para que lo espere al día siguiente, a una hora determinada. 
 
Y si bien es cierto que, aun cuando el aludido numeral 215 de la Ley en cita, no 
exige expresamente que el actuario glose al expediente copia del citatorio, resulta 
que, dicha obligación se infiere de lo establecido en el último párrafo de dicho 
precepto y de las demás disposiciones existentes en la ley. Ello es así, pues 
conforme al último párrafo del supracitado numeral, es obligación del actuario el 
dejar asentada razón en autos de todos sus actos; además, atendiendo a lo que 
establece el diverso normativo 19 de la ley invocada (que autoriza a tomar en 
consideración otras disposiciones que regulen situaciones similares e incluso a los 
principios generales del derecho, la jurisprudencia, la costumbre y la equidad), 
aunado a la importancia y trascendencia del acto para el cual se está citando; se 
estima que, de conformidad con el numeral 204 de la misma legislación -el cual 
dispone que de todas las actuaciones se hará constar en actas firmadas por quien 
en ellas intervino-, debe existir certeza de ello en el expediente, para lo cual es 
necesario que el actuario agregue a los autos una copia del citatorio que dejó al 
interesado, en aras de efectivizar una real garantía de audiencia, pues solamente 
de esa manera se podría evidenciar que tal acto se efectuó con las formalidades 
debidas, dado que únicamente así se podrían confrontar los datos contenidos 
tanto en el citatorio, como en la razón que se levanta con motivo de éste y en el 
emplazamiento mismo, dando así seguridad y certeza jurídica a las partes. 
 
Esto es así, pues atendiendo a que la falta de emplazamiento o su verificación en 
forma contraria a las disposiciones aplicables, se ha considerado como la violación 
procesal de mayor magnitud y de carácter más grave -puesto que da origen a la 
omisión de las demás formalidades esenciales del juicio, puesto que imposibilita al 
demandado para contestar la demanda y oponer las excepciones y defensas a su 
alcance-, se requiere que todas las actuaciones que conformen el llamamiento al 
juicio, se practiquen respetando con exactitud las prevenciones legales existentes 
para dicho acto. 
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En ese contexto, y a fin de otorgar una real garantía de audiencia y de seguridad 
jurídica, cuando en el emplazamiento en materia laboral medió citatorio de espera 
para el día siguiente, por no haber encontrado a la persona o a su representante 
legal, se requiere que el actuario agregue copia de ese citatorio al expediente de 
que se trate, pues solamente así es factible verificar si esa citación respetó las 
formalidades necesarias para dicho acto, como son, quién lo emite, que se haya 
dirigido a la persona correcta, la diligencia que se va a practicar y la hora exacta 
para la espera, entre otros; habida cuenta que, de no existir esa constancia en 
autos, no es posible analizar si los datos que obren en el mismo, son coincidentes 
con lo asentado en la razón respectiva y en la diligencia de emplazamiento 
propiamente; confronta ésta, que es indispensable para verificar que en el llamado 
a juicio se respetaron las exigencias legales. 
 
Ello es así, pues de presentarse una discrepancia entre las referidas constancias 
(citatorio, razón y acta de emplazamiento), invariablemente, conllevaría a declarar 
la ilegalidad del emplazamiento, ya que como lo que se deja a la persona a 
notificar, es justamente el citatorio -no la constancia que con motivo de su 
elaboración levanta el notificador-, no se le podría exigir al sujeto a notificar, que 
aguardara al funcionario a la hora de la diligencia, si esa citación no fue dirigida a 
él, o se le ordenó que esperara a una hora diversa, etcétera; y la fe pública de que 
se encuentra revestido ese funcionario judicial, no justifica ni debe tomarse como 
base para considerar que con ella se desvanecen los vicios o irregularidades que 
afecten a dicha diligencia, ni tampoco para que pueda ser convalidado este acto 
procedimental. 
 
Cabe mencionar que el cumplimiento de esas exigencias de ninguna manera 
significa poner en entredicho la fe judicial del actuario que practique el 
emplazamiento, pues lo que en realidad se sanciona con nulidad, es la falta de 
observancia, por parte de este funcionario, de las garantías formales de legalidad 
(del debido proceso legal) y de audiencia que conforman al grupo de seguridad 
jurídica consagradas en los artículos 14 y 16 constitucionales. Luego, si en autos 
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del sumario de origen no existe glosado el citatorio de espera dirigido al 
representante legal de la demandada, resulta inconcuso que dicha situación 
conduce a declarar la ilegalidad del emplazamiento reclamado, toda vez que 
impide constatar si su citación fue respetando las prevenciones antes aludidas. 
 
Tomando como base lo anterior, podemos concluir que, el citatorio de espera 
constituye un documento oficial, elaborado por el actuario, a través del cual, ante 
la ausencia de la persona buscada en el domicilio respectivo, se le hace saber que 
se requiere de su presencia o la del representante legal, para la diligencia de 
emplazamiento, proporcionándole los datos mínimos indispensables de 
conocimiento, como pueden ser: el lugar, día y hora de la citación; número de 
expediente; nombre de las partes; nombre y domicilio de la persona buscada; lo 
anterior por similitud de lo previsto en el artículo 751 de la Ley Federal del Trabajo 
de aplicación supletoria, al procedimiento laboral burocrático, porque de esa 
manera, se asegura el cumplimiento de una de las formalidades esenciales del 
procedimiento, como es el correcto emplazamiento a juicio. 
 
Por ello, es importante que el actuario deje el citatorio en poder de una persona 
del lugar donde practica la diligencia, previo cercioramiento de que ahí habita, 
trabaja o tiene su domicilio en la casa o local señalado en autos para ese efecto, y 
que tratándose de instituciones públicas o dependencias o de sus titulares, así 
como de los sindicatos, se asegurará que es su sede, residencia o domicilio oficial, 
bajo su más estricta responsabilidad, porque de esa manera se asegura el 
conocimiento de la diligencia. 
 
Así las cosas, y si bien es cierto que el artículo 215 de la Ley del Trabajo de los 
Servidores Públicos del Estado de México y Municipios, no establece la obligación 
expresa del actuario de agregar copia del citatorio de espera al expediente laboral, 
sino sólo la de asentar razón en autos de la diligencia respectiva, sí se encuentra 
implícita y resulta necesaria en la medida en que el cumplimiento de una de las 
formalidades esenciales del procedimiento, como lo es el emplazamiento a juicio, 
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requiere que todas las fases estén correctamente ejecutadas y esto no podría 
verificarse sin la evidencia objetiva que quede en el expediente correspondiente. 
 
Lo anterior no prejuzga sobre la fe pública de la que goza el actuario, porque si 
bien ésta representa una facultad que se confiere a dicho servidor público en el 
ejercicio de sus funciones y significa que los hechos de los que da cuenta se 
consideran verídicos, salvo prueba en contrario; no puede soslayarse que los 
hechos deben sustentarse en elementos objetivos. 
 
De manera que si bien es cierto que el actuario tiene la obligación de asentar 
razón de haber dejado citatorio a la persona buscada, como lo dispone el artículo 
215, fracción III, en relación con el último párrafo de la Ley del Trabajo de los 
Servidores Públicos del Estado y Municipios, esa razón de hechos no permitiría, 
por si sola, verificar que los datos asentados en el citatorio de espera hayan sido 
los adecuados y mínimos indispensables para hacer del conocimiento de la 
persona buscada, con lo cual tampoco se tendría la certeza de que la diligencia 
del emplazamiento se haya ejecutado correctamente. 
 
Por tanto, la ausencia de la copia del citatorio de espera en el expediente laboral, 
imposibilita verificar el cumplimiento de los requisitos del emplazamiento exigidos 
por el artículo 215 de la Ley Burocrática Local y motiva, desde luego, su ilegalidad, 
cuando el vicio que se atribuya al emplazamiento se sustente en la afirmación de 
que los datos del citatorio no corresponden a los del juicio laboral respectivo. 
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CONCLUSIONES 
 
PRIMERA. El Estado desde el momento mismo que es Estado, ha necesitado se 
servidores públicos para cumplir con sus funciones, y éste es el que menos se ha 
preocupado por legislar en esta materia. 
 
SEGUNDA. La regulación jurídica de las relaciones laborales de aquellas 
personas que desarrollan una actividad para el Estado, ha sido desde hace 
muchos años, uno de los temas polémicos en el mundo del trabajo. 
 
TERCERA. El derecho como instrumento ordenador de la sociedad, busca 
establecer derechos y obligaciones con el fin de dar a sus integrantes, tanto 
personas físicas como jurídico colectivas, incluyendo al Estado, marcos de 
actuación que permitan una sana convivencia en sociedad. 
 
CUARTA. Así surgiría el Derecho Burocrático, producto de largas discusiones en 
el Congreso Constituyente de 1917, que dieron origen al Apartado “B” del Artículo 
123 Constitucional. 
 
QUINTA. El Derecho Burocrático, es una rama del Derecho Social, que tiene por 
objeto regular las relaciones laborales entre los servidores públicos y el Estado-
Patrón, para salvaguardar el equilibrio económico y la justicia social, teniendo 
como bien jurídico tutelado, las actividades laborales de los trabajadores al 
servicio del Estado. 
 
SEXTA. Para entender el diagnostico actual de las disposiciones legales 
burocráticas, hice un análisis del pasado, para darle una lectura correcta y 
situarnos en el presente, para proyectar una Ley Burocrática más perfectible y 
acorde con la realidad actual. 
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SÉPTIMA. La regulación jurídica de las relaciones de trabajo del servidor público 
frente al Estado, ha sido un tema polémico que enfrenta graves dificultades de 
aplicación, ya que si bien es cierto, su evolución constituye un avance en la 
protección de sus derechos, también lo es que actualmente sigue presentando 
lagunas por su complejidad. 
 
OCTAVA. En México el derecho laboral burocrático es, el sistema racional de 
normas jurídicas que tiene por objeto regir la relación de trabajo que surge entre el 
Estado y sus servidores públicos conforme al apartado B del artículo 123, fracción 
VI del artículo 116 y la fracción VII, párrafo segundo, del artículo 115 
constitucionales. 
 
NOVENA.  El Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de los Poderes del 
Estado, de los Municipios y de los Organismos Coordinados y Descentralizados de 
Carácter Estatal, fue el primer ordenamiento jurídico en el Estado de México, que 
vino a regularlas relaciones laborales entre los servidores públicos y el Estado. 
 
DECIMA.  Al resultar obsoleto, arcaico e inoperante el Estatuto Jurídico de los 
Trabajadores al Servicio de los Poderes del Estado, de los Municipios y de los 
Organismos Coordinados y Descentralizados de Carácter Estatal, se hizo 
necesaria la creación de una nueva ley, que respondiera a los nuevos cambios 
sociales. 
 
DECIMA PRIMERA. El derecho burocrático mexicano se integra por un vasto 
marco normativo : Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado; Ley Federal del Trabajo; 
Tratados Internacionales; marco normativo estatal y municipal; leyes de seguridad 
social entre otras. 
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DECIMA SEGUNDA. Con la promulgación de la Ley del trabajo de los Servidores 
Públicos del Estado y Municipios, se actualizó el marco jurídico que regula las 
relaciones laborales entre los servidores públicos y las instituciones públicas o 
dependencias. 
 
DECIMA TERCERA. El Derecho Procesal Burocrático, es el conjunto de normas 
jurídicas que regulan la actividad jurisdiccional respecto a la solución de los 
conflictos surgidos entre el Estado y sus servidores públicos. 
 
DECIMA CUARTA. La trilogía del Derecho Procesal Burocrático, la integran las 
partes que intervienen en el mismo (servidor público, Estado-patrón y el órgano 
jurisdiccional). 
 
DECIMA QUINTA. El Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje y sus Salas 
Auxiliares (Ecatepec y Tlalnepantla), con los órganos dotados de jurisdicción para 
conocer y resolver los conflictos laborales que se susciten entre los sujetos a que 
se refiere la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios. 
 
DECIMA SEXTA. El procedimiento laboral burocrático, es la vía para que los 
servidores públicos hagan valer sus derechos, cuando estos sean violentados por 
las instituciones públicas o dependencias.  
 
DECIMA SÉPTIMA. El procedimiento laboral se inicia con la presentación del 
escrito inicial de demanda ante la Oficialía de Partes del Tribunal o la Sala, la cual 
deberá contener los requisitos que para tal efecto señala la ley de la materia. 
 
DECIMA OCTAVA. El emplazamiento es la primera notificación que se hace en el 
juicio a la parte demandada y, por lo mismo, resulta de suma importancia que al 
realizarlo se cumplan las formalidades que para el efecto establece la ley de la 
materia, para garantizarle el derecho de audiencia reconocido en el artículo14 
Constitucional. 
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DECIMA NOVENA. En la diligencia de emplazamiento a juicio tiene singular 
importancia el citatorio que el actuario debe dejar cuando no se encuentra la 
persona buscada, porque tiene como objetivo prevenirle para que lo espere al día 
siguiente a una hora fija, a fin de que se practique personalmente la diligencia 
respectiva. 
 
VIGÉSIMA. El citatorio de espera constituye un medio de comunicación procesal, 
a través del cual y ante la ausencia de la persona buscada en el domicilio 
señalado en autos, se le hace saber que se requiere de su presencia o la del 
representante legal, para llevar a cabo la diligencia de emplazamiento, 
proporcionándole los datos mínimos indispensables como son: el lugar, día y hora 
de la citación; número de expediente; nombre de las partes; nombre y domicilio de 
la persona buscada. 
 
VIGÉSIMA PRIMERA. Si bien es cierto que el artículo 215 de la Ley del Trabajo 
de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, no establece la obligación 
expresa del actuario de agregar copia del citatorio al expediente laboral, sino sólo 
la de asentar razón en autos, sí se encuentra implícita y resulta necesaria en la 
medida  en que el cumplimiento de una de las formalidades esenciales del 
procedimiento, como es el emplazamiento, a juicio, requiere que todas las fases 
estén correctamente ejecutadas y esto no podría verificarse sin la evidencia 
objetiva que obre en el expediente correspondiente. 
 
VIGÉSIMA SEGUNDA. Por lo tanto, la ausencia de la copia del citatorio de espera 
en el expediente laboral, imposibilita verificar el cumplimiento de los requisitos del 
emplazamiento exigidos por el artículo 215 de la Ley Burocrática Local y motiva, 
desde luego su ilegalidad, de ahí la necesidad de reformar dicha disposición legal, 
adicionándole en su fracción III, que es requisito el que el actuario agregue copia 
del citatorio al expediente. 
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PROPUESTA 
 
 
De conformidad con lo dispuesto por la fracción III del artículo 215 de la Ley del 
Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, el citatorio constituye 
un documento oficial, elaborado por el actuario en cumplimiento a lo ordenado por 
la ley de la materia y a lo preceptuado por el artículo 27 del Reglamento Interior 
del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, a través del cual y ante la ausencia 
de la persona buscada en el domicilio respectivo, se le hace saber que se requiere 
de su presencia o de la de su representante legal, para llevar a cabo la diligencia 
de emplazamiento, proporcionándole los elementos mínimos indispensables de 
conocimiento como el lugar, día y hora de la citación, el número de expediente, el 
nombre de las partes, así como el nombre y domicilio de la persona buscada. 
 
Por otra parte y si bien es cierto que el artículo 215, no establece la obligación 
expresa del actuario de agregar copia del citatorio de espera al expediente laboral, 
sino sólo la de asentar razón en autos de la diligencia respectiva, sí es necesario 
que se encuentre implícita dicha obligación, ya que es necesaria en la medida en 
que el cumplimiento de una de las formalidades esenciales del procedimiento, 
como es el emplazamiento a juicio, requiere que todas las fases estén 
correctamente ejecutadas. 
 
Por lo anterior, la fracción del artículo antes citado, deberá ser reformada, para 
quedar y decir de la siguiente manera: 
 
TEXTO VIGENTE 
 
TEXTO PROPUESTO 
 
Artículo. 215. La primera notificación personal se hará de 
conformidad con las normas siguientes: 
I… 
II… 
III…Si no está presente el interesado o su representante, se 
le dejará citatorio para que lo espere al día siguiente, a una 
hora determinada; 
 
IV… 
V… 
 
 
Artículo. 215. La primera notificación personal se hará de 
conformidad con las normas siguientes: 
I… 
II… 
III…Si no está presente el interesado o su representante, se 
le dejará citatorio para que lo espere al día siguiente, a una 
hora determinada, debiéndose agregar copia del citatorio al 
expediente correspondiente; 
IV… 
V… 
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